
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

De la Presidencia de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente, por la que 
informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del 
miércoles 7 de enero de 2015, que no alcanzaron a ser abordadas. . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona el
artículo 26 Bis a la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud de la
Cámara de Diputados, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 4o. de la
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Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. Se turna a la Comisión de Juventud de
la Cámara de Diputados, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Del senador Eviel Pérez Magaña, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y deroga
diversas disposiciones del artículo 7 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos. Se remite a la Comisión de Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias de la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGUEN Y, EN SU CASO, CONSIGNEN Y SANCIONEN, AL PRESI-
DENTE MUNICIPAL Y AL SECRETARIO DE ADMINISTRACION DEL
MUNICIPIO DE EL MARQUES, EN ESA ENTIDAD, POR LA PROBABLE
COMISION DE DIVERSOS ILICITOS

Del diputado José Luis Flores Méndez y la diputada María del Carmen García de
la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ y a la
Secretaría de la Contraloría del estado de Querétaro, para que investiguen y, en
su caso, consignen y sancionen, al presidente municipal y al secretario de admi-
nistración del municipio de El Marqués, en esa entidad, por la probable comisión
de diversos ilícitos. Se turna a Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION PERMANENTE FELICITA A TABARE RAMON VAZQUEZ 
ROSAS POR SU TRIUNFO EN LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES EN
LA REPUBLICA ORIENTAL DE URUGUAY

De la diputada Adriana González Carrillo, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que la Comisión
Permanente felicita a Tabaré Ramón Vázquez Rosas por su triunfo en las elecciones
presidenciales en la República Oriental de Uruguay. Se remite a la Segunda
Comisión de Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONVOCA AL COMISIONADO PARA LA SEGURIDAD Y EL DESARROLLO
INTEGRAL EN EL ESTADO DE MICHOACAN

De la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
proposición con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente convoca al
comisionado para la seguridad y el desarrollo integral en el estado de Michoacán,
para que informe sobre la seguridad en esa entidad, las acciones que ha imple-
mentado para combatir la violencia y sobre el enfrentamiento que se dió en La
Ruana. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INFORMEN SOBRE LOS RESULTADOS DE LA CAMPAÑA CONTRA LA
ROYA DEL CAFETO IMPLEMENTADA EN 2013 Y 2014

Del senador Eviél Pérez Magaña, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
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la Sagarpa y al Senasica, para que informen sobre los resultados de la Campaña
contra la Roya del Cafeto implementada en 2013 y 2014. Se turna a la Tercera 
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RELACION AL TEMA DE LA EMPRESA HIGA

De los senadores del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, proposi-
ción con punto de acuerdo, para que el titular de la SFP comparezca ante la
Comisión Permanente, en relación al tema de la empresa Higa. Se remite a la
Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INTERVENGAN EN LOS CASOS DE LUCHADORES SOCIALES DETENIDOS
POR EL GOBIERNO DE ESA ENTIDAD

De la senadora María de los Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta a la CNDH y al Congreso del estado de Puebla, para que intervengan
en los casos de luchadores sociales detenidos por el gobierno de esa entidad. Se
turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTEN ACCIONES QUE PROTEJAN A LOS PERIODISTAS

Del diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a las autoridades de los tres niveles de gobierno para que implementen
acciones que protejan a los periodistas. Se remite a la Primera Comisión de 
Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTRUCCION DEL PUENTE LA PIGÜA, EN EL ESTADO DE TABASCO

De la diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la SCT, a fin de concluir la construcción del puente La Pigüa, en el estado de 
Tabasco. Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ERRADICAR LA ENFERMEDAD DE CHAGAS EN EL PAIS

Del diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, a realizar campañas de prevención y acciones para erradicar la 
enfermedad de Chagas en el país. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . 

SANCIONEN AL JEFE DELEGACIONAL DE IZTAPALAPA, POR LA
PROBABLE COMISION DE ACTOS DE CORRUPCION

De las diputadas Lourdes Canales Quiñones y Cristina González Cruz, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ y a la Contraloría General del DF, para que
confirmen y, en su caso, sancionen al jefe delegacional de Iztapalapa, por la 
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probable comisión de actos de corrupción. Se turna a la Primera Comisión de 
Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTITUIR Y CELEBRAR EL 25 DE MARZO COMO EL DIA DEL NIÑO POR
NACER

De los diputados Raquel Jiménez Cerrillo, Jesús Oviedo Herrera, José Alfredo 
Botello Montes, Enrique Flores Flores y Fernando Rodríguez Doval, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo,
por el que exhorta al Ejecutivo federal realice lo conducente para instituir y
celebrar el 25 de marzo como el Día del Niño por Nacer. Se remite a la 
Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCENTIVEN LA PROFESIONALIZACION DE LA ENFERMERIA EN 
MEXICO

Del diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a la Secretaría de Salud para que implemente mecanismos que incentiven
la profesionalización de la enfermería en México. Se turna a la Tercera Comisión
de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPLIQUE LAS MEDIDAS QUE EL GOBIERNO FEDERAL TOMARA
FRENTE AL DESPLOME DE LOS PRECIOS DEL PETROLEO

De la diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario de  
Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se cita a
comparecer al titular de la SHCP, ante el Pleno de la Comisión Permanente, para
que explique las medidas que el Gobierno federal tomará frente al desplome de los
precios del petróleo. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . 

INCREMENTAR LOS RECURSOS DESTINADOS AL DESARROLLO 
POLITICO DE LAS MUJERES

De la senadora María del Pilar Ortega Martínez, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
INE para que exhorte a los partidos políticos a incrementar los recursos destinados al
desarrollo político de las mujeres. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . 

CONVOQUEN A MESAS DE TRABAJO CON EL GDF Y EL SENADO DE LA
REPUBLICA, A FIN DE REVISAR EL INCREMENTO AL SALARIO MINIMO

Del senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al titular de la STPS y a la Conasami, para que convoquen a mesas de
trabajo con el GDF y el Senado de la República, a fin de revisar el incremento
al salario mínimo. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . 
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BRINDAR PROTECCION EFICIENTE, PRONTA Y EXPEDITA A LAS 
PERSONAS QUE SE DEDICAN AL PERIODISMO

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fiscalía
Especial para la Atención de Delitos cometidos en contra de la Libertad de 
Expresión de la PGR, al Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas, y a la PGJ del estado de Veracruz, a fin de
brindar protección eficiente, pronta y expedita a las personas que se dedican al
periodismo. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTA AL TITULAR DE PROMEXICO, PARA QUE REALICE EL
NOMBRAMIENTO DEL DIRECTOR ESTATAL DE TAMAULIPAS

Del diputado Carlos Alberto García González, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta
al titular de ProMéxico, para que realice el nombramiento del director estatal
de Tamaulipas. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo . . . . . . . . . . . . . . 

REPORTE DEL AVANCE DE LOS COMPROMISOS PRESIDENCIALES EN
LAS ENTIDADES DEL SUR Y SURESTE DEL PAIS

Del diputado Carol Antonio Altamirano, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita al Ejecutivo federal, genere un reporte del avance de los compromisos
presidenciales en las entidades del sur y sureste del país. Se turna a la Primera
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGAR LOS HECHOS OCURRIDOS EN CONTRA DE UN MIEMBRO
DEL CONSEJO INDIGENA NAYERI

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fiscalía
General del estado de Nayarit, a fin de investigar los hechos ocurridos en 
contra de un miembro del Consejo Indígena Náyeri. Se remite a la Primera 
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SALVAGUARDA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES
INDOCUMENTADOS

Del senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que la
Comisión Permanente se pronuncia en favor de una reforma migratoria en los
Estados Unidos de América y la salvaguarda de los derechos humanos de los
migrantes indocumentados. Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo.. . . . . 
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ASESINATOS DEL ACTIVISTA ADRIAN RODRIGUEZ Y SU ACOMPA-
ÑANTE HONDUREÑO, OCURRIDO EL MES DE NOVIEMBRE DE 2014

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ del
estado de México, para que informe del estado en que se encuentra la investigación
de los asesinatos del activista Adrián Rodríguez y su acompañante hondureño,
ocurrido el mes de noviembre de 2014, en dicha entidad. Se remite a la Primera
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DETENCIONES SUCEDIDAS EN CUBA LOS PASADOS 30 Y 31 DE 
DICIEMBRE Y 1o. DE ENERO

Del diputado Juan Pablo Adame Alemán, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
SRE, a fijar postura respecto a las detenciones sucedidas en Cuba los pasados 30
y 31 de diciembre y 1o. de enero. Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo. . . 

ATIENDAN CON CELERIDAD Y DE MANERA APARTIDISTA, LA
SENTENCIA DE LA SALA REGIONAL ESPECIALIZADA DEL TRIBUNAL
ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION

De la diputada Joaquina Navarrete Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
solicita a las auditorías de las Cámaras del Congreso, atiendan con celeridad y de
manera apartidista, la sentencia de la Sala Regional Especializada del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación. Se remite a la Primera Comisión de
Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGACIONES Y ACCIONES EMPRENDIDAS PARA RESARCIR EL
DAÑO DERIVADO POR LAS IRREGULARIDADES OBSERVADAS EN EL
CASO FICREA

De los senadores del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a la CNBV y a la Condusef,
informen sobre el avance de las investigaciones y acciones emprendidas para 
resarcir el daño derivado por las irregularidades observadas en el caso Ficrea. Se
turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INFORMEN LAS ACCIONES QUE HAN REALIZADO EN RELACION CON
EL FRAUDE DE FICREA

Del senador Mario Delgado Carrillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se cita a
comparecer a los titulares de la SHCP, de la CNBV, de la PGR y de la Unidad de
Inteligencia Financiera, para que informen las acciones que han realizado en 
relación con el fraude de Ficrea. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . 
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DETERMINAN CENTROS DE ORIGEN Y DE DIVERSIDAD GENETICA
DEL MAIZ

De la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, relativo a la ampliación
del acuerdo por el que se determinan centros de origen y de diversidad genética
del maíz. Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INFORMAR DE LOS TRABAJOS REALIZADOS EN LA SOLUCION DEL
CONFLICTO ARMADO EN CHIAPAS

Del senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al representante del Poder Ejecutivo federal, en la Comisión de Concordia
y Pacificación, a informar de los trabajos realizados en la solución del conflicto
armado en Chiapas. Se remite a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . 

ORIENTACION Y RESGUARDO A PEREGRINOS EN SU TRAYECTO EN 
EL TERRITORIO NACIONAL, CON MOTIVO DEL PEREGRINAJE A
ESQUIPULAS, GUATEMALA

Del diputado Carol Antonio Altamirano, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta a la Segob y a la SRE, implementen operativos de orientación y resguardo
a peregrinos en su trayecto en el territorio nacional, con motivo del peregrinaje a
Esquipulas, Guatemala. Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . 

INCREMENTAR ACCIONES ENCAMINADAS A CONTRARRESTAR EL
AUGE DE EXPRESIONES DE DISCRIMINACION HACIA COMUNIDADES
Y PUEBLOS INDIGENAS EN REDES SOCIALES

Del senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al presidente del Conapred, a fin de incrementar acciones encaminadas a
contrarrestar el auge de expresiones de discriminación hacia comunidades y 
pueblos indígenas en redes sociales. Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

CONFLICTO SURGIDO CON MOTIVO DE LA PROFESIONALIZACION DE
ENFERMEROS, TRABAJADORES SOCIALES Y TERAPEUTAS

De los diputados Agustín Miguel Alonso Raya y Valentín Maldonado Salgado, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con
punto de acuerdo, por el que se solicita la comparecencia de los titulares de la SS
y de la SHCP, para abordar el conflicto surgido con motivo de la profesionalización de
enfermeros, trabajadores sociales y terapeutas. Se turna a la Tercera Comisión de
Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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FORMAS Y PROCEDIMIENTOS QUE SE HAN UTILIZADO PARA EL
COBRO DE IMPUESTOS ESPECIALES EN MATERIA DE MINERIA

Del senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se 
exhorta al titular de la SHCP, para que informe los mecanismos, formas y proce-
dimientos que se han utilizado para el cobro de impuestos especiales en materia
de minería. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGUEN LAS PRESUNTAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS 
HUMANOS DE ACTIVISTAS Y ALCALDES AUXILIARES EN ESA
ENTIDAD

De la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades del estado de Puebla y a la CNDH, para que investiguen las
presuntas violaciones a los derechos humanos de activistas y alcaldes auxiliares en
esa entidad. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HECHOS OCURRIDOS EN LOS MUNICIPIOS DE HOLBOX Y FELIPE 
CARRILLO PUERTO, QUE MANTIENEN PRESOS A LUCHADORES 
SOCIALES DE AMBOS MUNICIPIOS

De la senadora Luz María Beristain Navarrete, del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el
que se solicita a las autoridades federales y del estado de Quintana Roo, para que
se conduzcan con imparcialidad, en relación a los hechos ocurridos en los 
municipios de Holbox y Felipe Carrillo Puerto, que mantienen presos a luchado-
res sociales de ambos municipios. Se remite a la Primera Comisión de Trabajo. . 

INSTALAR E INSTRUMENTAR EN LA CIUDAD DE TIJUANA, BC, EL
MODELO DE ATENCION A POBLACION INDIGENA EN ZONAS 
FRONTERIZAS

De los diputados Carlos de Jesús Alejandro y  Aleida Alavez Ruiz, del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto
de acuerdo, por el que se exhorta a la titular de la Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a instalar e instrumentar en la ciudad de 
Tijuana, BC, el Modelo de Atención a población indígena en zonas fronterizas. Se
turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRANSPARENTAR Y ACLARAR EL ORIGEN Y DESTINO DE LA TRANS-
FERENCIA PARA CONSTRUIR EL MUSEO BARROCO

De la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP, a fin de transparentar y aclarar el origen y destino de la transferencia 
para construir el Museo Barroco. Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . 
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SOLICITAR INFORMACION AL BANCO DE MEXICO, CON RELACION A
LA SUSCRIPCION DE DIVERSOS CONVENIOS INTERNACIONALES

De los diputados Guillermo Sánchez Torres y  Aleida Alavez Ruiz, del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con punto
de acuerdo, para solicitar información al Banco de México, con relación a la 
suscripción de diversos convenios internacionales. Se turna a la Tercera 
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGAR EL PRESUNTO CONFLICTO DE INTERES ENTRE EL
GOBIERNO DE ESA ENTIDAD Y EL GRUPO HIGA

De la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Secretaría de Contraloría del estado de Puebla, a investigar el 
presunto conflicto de interés entre el gobierno de esa entidad y el Grupo Higa. Se
remite a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARMONICEN SU LEGISLACION CON LA LEY GENERAL DE DERECHOS
DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a los congresos de los estados y a la ALDF, para que armonicen su 
legislación con la Ley General de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del miércoles 7 de enero de 2015, que no al-
canzaron a ser abordadas. (*)

Se informa a la Comisión Permanente los turnos dictados a
las iniciativas con proyecto de decreto y a las proposicio-
nes con punto de acuerdo, registradas en el orden del día
del 7 de enero de 2015 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Diputado
Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que adiciona el artículo 26 Bis a la Ley General de Sa-
lud, suscrita por el diputado David Pérez Tejada Padilla,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. 

Turno: Comisión de Salud de la Cámara de Diputados, pa-
ra dictamen. 

2. Que reforma el artículo 4o. de la Ley del Instituto Mexi-
cano de la Juventud, suscrita por el diputado Ricardo Me-
jía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciuda-
dano. 

Turno: Comisión de Juventud de la Cámara de Diputados,
para dictamen. 

3. Que reforma y deroga diversas disposiciones del artícu-
lo 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, suscrita por el senador Eviel Pérez
Magaña, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias de la Cámara de Senadores. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ y
a la Secretaría de la Contraloría del Estado de Querétaro,
para que investiguen, y en su caso consignen y sancionen,
al presidente municipal y al secretario de administración
del municipio de El Marqués, en esa entidad, por la proba-
ble comisión de diversos ilícitos, suscrito por los diputados
José Luis Flores Méndez y María del Carmen García de la
Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo 

2. Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente felicita a Tabaré Ramón Vázquez Rosas por su triun-
fo en las elecciones presidenciales en la República Orien-
tal del Uruguay, suscrito por la diputada Adriana González
Carrillo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Segunda Comisión de Trabajo. 

3. Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente convoca al comisionado para la seguridad y el desa-
rrollo integral en el Estado de Michoacán, para que infor-
me sobre la seguridad en esa entidad, las acciones que ha
implementado para combatir la violencia y sobre el enfren-
tamiento que se dio en La Ruana, suscrito por la diputada
Lilia Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagar-
pa y al Senasica, para que informen sobre los resultados de
la Campaña contra la Roya del Cafeto implementada en
2013 y 2014, suscrito por el senador Eviél Pérez Magaña,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

5. Con punto de acuerdo, para que el titular de la SFP com-
parezca ante la Comisión Permanente, en relación al tema
de la empresa Higa, suscrito por senadores del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNDH
y al Congreso del estado de Puebla, para que intervengan
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en los casos de luchadores sociales detenidos por el go-
bierno de esa entidad, suscrito por la senadora Dolores Pa-
dierna Luna, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades de los tres niveles de gobierno para que implemen-
ten acciones que protejan a los periodistas, suscrito por el
diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT, a
fin de concluir la construcción del puente La Pigüa, en el
estado de Tabasco, suscrito por la diputada Nelly del Car-
men Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud a realizar campañas de prevención y accio-
nes para erradicar la enfermedad de Chagas en el país, sus-
crito por el diputado José Angelino Caamal Mena, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ y
a la Contraloría General del DF, para que confirmen, y en
su caso, sancionen al jefe delegacional de Iztapalapa, por la
probable comisión de actos de corrupción, suscrito por los
diputados Lourdes Canales Quiñones y Cristina González
Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

11. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Ejecutivo
federal realice lo conducente para instituir y celebrar el 25
de marzo como el Día del Niño por Nacer, suscrito por los
diputados Raquel Jiménez Cerrillo, Jesús Oviedo Herrera,
José Alfredo Botello Montes, Enrique Flores Flores y Fer-
nando Rodríguez Doval, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud para que implemente mecanismos que in-
centiven la profesionalización de la Enfermería en México,
suscrito por el diputado David Pérez Tejada Padilla, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer
al titular de la SHCP, ante el Pleno de la Comisión Perma-
nente, para que explique las medidas que el gobierno fede-
ral tomará frente al desplome de los precios del petróleo,
suscrito por la diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al INE pa-
ra que exhorte a los partidos políticos a incrementar los re-
cursos destinados al desarrollo político de las mujeres, sus-
crito por la senadora María del Pilar Ortega Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la STPS y a la Conasami, para que convoquen a mesas
de trabajo con el GDF y el Senado de la República, a fin de
revisar el incremento al salario mínimo, suscrito por el se-
nador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fisca-
lía Especial para la Atención de Delitos cometidos en con-
tra de la Libertad de Expresión de la PGR, al Mecanismo
de Protección para Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, y a la PGJ del estado de Veracruz, a
fin de brindar protección eficiente, pronta y expedita a las
personas que se dedican al periodismo, suscrito por el
diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

17. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al titular de
ProMéxico, para que realice el nombramiento del director
estatal de Tamaulipas, suscrito por el diputado Carlos Al-



berto García González, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo 

18. Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Ejecuti-
vo federal, genere un reporte del avance de los compromi-
sos presidenciales en las entidades del sur y sureste del pa-
ís, suscrito por el diputado Carol Antonio Altamirano, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo 

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fisca-
lía General del Estado de Nayarit, a fin de investigar los he-
chos ocurridos en contra de un miembro del Consejo Indí-
gena Náyeri, suscrito por el diputado Ricardo Mejía
Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo 

20. Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Perma-
nente se pronuncia en favor de una reforma migratoria en
los Estados Unidos de América y la salvaguarda de los de-
rechos humanos de los migrantes indocumentados, suscri-
to por el senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Segunda Comisión de Trabajo. 

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ
del estado de México, para que informe del estado en que
se encuentra la investigación de los asesinatos del activista
Adrián Rodríguez y su acompañante hondureño, ocurrido
el mes de noviembre de 2014, en dicha entidad, suscrito
por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE a
fijar postura respecto a las detenciones sucedidas en Cuba
los pasados 30 y 31 de diciembre y 1° de enero, suscrito
por el diputado Juan Pablo Adame Alemán, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Segunda Comisión de Trabajo. 

23. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a las audi-
torias de las Cámaras del Congreso, atiendan con celeridad
y de manera apartidista, la sentencia de la Sala Regional
Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación, suscrito por la diputada Joaquina Navarrete
Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

24. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la CNBV
y a la Condusef, informen sobre el avance de las investiga-
ciones y acciones emprendidas para resarcir el daño deri-
vado por las irregularidades observadas en el caso FI-
CREA, suscrito por senadores del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

25. Con punto de acuerdo, por el que se cita a comparecer
a los titulares de la SHCP, de la CNBV, de la PGR y de la
Unidad de Inteligencia Financiera, para que informen las
acciones que han realizado en relación con el fraude de Fi-
crea, suscrito por el senador Mario Delgado Carrillo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

26. Con punto de acuerdo, relativo a la ampliación del
acuerdo por el que se determinan centros de origen y de di-
versidad genética del maíz, suscrito por la diputada Aleida
Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al repre-
sentante del Poder Ejecutivo federal, en la Comisión de
Concordia y Pacificación, a informar de los trabajos reali-
zados en la solución del conflicto armado en Chiapas, sus-
crito por el senador Benjamín Robles Montoya, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
y a la SRE, implementen operativos de orientación y res-
guardo a peregrinos en su trayecto en el territorio nacional,
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con motivo del peregrinaje a Esquipulas, Guatemala, sus-
crito por el diputado Carol Antonio Altamirano, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Segunda Comisión de Trabajo. 

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presi-
dente del Conapred, a fin de incrementar acciones encami-
nadas a contrarrestar el auge de expresiones de discrimina-
ción hacia comunidades y pueblos indígenas en redes
sociales, suscrito por el senador Bejamín Robles Montoya,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

30. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compa-
recencia de los titulares de la SS y de la SHCP, para abor-
dar el conflicto surgido con motivo de la profesionaliza-
ción de enfermeros, trabajadores sociales y terapeutas,
suscrito por los diputados Agustín Miguel Alonso Raya y
Valentín Maldonado Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

31. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la SHCP, para que informe los mecanismos, formas y
procedimientos que se han utilizado para el cobro de im-
puestos especiales en materia de minería, suscrito por el se-
nador Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

32. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades del estado de Puebla y a la CNDH, para que in-
vestiguen las presuntas violaciones a los derechos huma-
nos de activistas y alcaldes auxiliares de en esa entidad,
suscrito por la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

33. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a las auto-
ridades federales y del estado de Quintana Roo, para que se
conduzcan con imparcialidad, en relación a los hechos ocu-
rridos en los municipios de Holbox y Felipe Carillo Puer-
to, que mantienen presos a luchadores sociales de ambos

municipios, suscrito por la senadora Luz María Beristain
Navarrete, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

34. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular
de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas, a instalar e instrumentar en la ciudad de Tijua-
na, BC, el Modelo de Atención a población indígena en zo-
nas fronterizas, suscrito por los diputados Carlos De Jesús
Alejandro y Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

35. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a fin de transparentar y aclarar el origen y destino de la
transferencia para construir el Museo Barroco, suscrito por
la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

36. Con punto de acuerdo, para solicitar información al
Banco de México, con relación a la suscripción de diversos
convenios internacionales, suscrito por los diputados Gui-
llermo Sánchez Torres y Aleida Alavez Ruiz, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

37. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la Secretaría de Contraloría del Estado de Puebla, a in-
vestigar el presunto conflicto de interés entre el gobierno
de esa entidad y el Grupo Higa, suscrito por la diputada
Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

38. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Con-
gresos de los Estados y a la ALDF, para que armonicen su
legislación con la Ley General de Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes, suscrito por la diputada Verónica
Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 



39. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
del Ejecutivo federal, a fin de concretar una visita oficial a
nuestro país, de la relatora especial de la ONU sobre los de-
rechos de los pueblos indígenas, suscrito por los diputa-
dos Carlos de Jesús Alejandro y Aleida Alavéz Ruíz, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Segunda Comisión de Trabajo. 

40. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no federal, los gobiernos estatales y al GDF, para que a tra-
vés de los medios de comunicación a su alcance, difundan
los derechos de las niñas, niños y adolescentes, suscrito por
la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo.»

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 26 Bis a la Ley General
de Salud, suscrita por el diputado David Pérez Tejada Pa-
dilla, del Grupo Parlamentario del PVEM

El suscrito, David Pérez Tejada Padilla, diputado integran-
te de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, numeral 1,
fracción I, y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de esta honora-
ble asamblea la presente iniciativa con proyecto que re-
forma y adiciona el artículo 26 Bis de la Ley General de
Salud, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objetivo que se garantice
a través de la modificación de los marcos normativos apli-
cables que dentro de los establecimientos para la atención
médica tanto pública como privada, se cuente con personal
humano capacitado (médicos, enfermeras, técnicos y per-
sonal administrativo) mínimo necesario, mediante una es-
tructura básica, orgánica y funcional, para la administra-
ción y operación de las unidades médicas; por lo cual se

requiere la identificación de sus características geográficas,
socioeconómicas y epidemiológicas; con el objetivo de ga-
rantizar la operación de los establecimientos para la aten-
ción médica con el capital humano adecuado y suficiente
para el correcto funcionamiento de los mismos; toda vez
que los marcos normativos vigentes, no son claros en estos
criterios y en los mecanismos para poder garantizarlos, por
lo cual es menester dar certeza jurídica para garantizar la
prestación de servicios de salud de calidad.

En la actualidad el bienestar se entiende como el estado
que le permite al individuo un pleno desarrollo tanto físico
como mental; uno de los principales componentes que po-
sibilita el desarrollo pleno de las personas, es el acceso a la
salud que debe de ser garantizado por los Estados; sin em-
bargo la capacidad con la que cuentan para asegurar el mis-
mo es limitado, y en ocasiones no se puede proporcionar en
forma óptima en cuanto a calidad y cantidad necesarias.
Los componentes que se deben de tomar en cuenta para la
medición de la calidad del servicio que se otorga a la po-
blación, se fundamentan en la suficiencia física, técnica y
humana de los servicios que se proporcionan tanto por el
sector público como el privado; de acuerdo a datos de la
Organización Mundial de la Salud (OMS), se estima que en
relación a la atención primaria de la salud, la relación de 23
trabajadores del sector salud (médicos, enfermeras y parte-
ras) por cada 10 000 personas son insuficientes para aten-
der las necesidades de atención en la población. Este dere-
cho, que deben de asegurar los Estados, está contemplado
en diversos acuerdos y tratados internacionales, en materia
de derechos humanos, así como dentro de las propias car-
tas magnas o documentos fundacionales de los Estados Na-
ción; en los cuales se establece la necesidad de garantizar
el derecho a la salud de las personas; de acuerdo a la OMS
algunos de los tratados internacionales que contemplan el
derecho a la salud son:

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, 1966;

• Convención sobre la eliminación de todas las formas
de discriminación contra la mujer, 1979;

• Convención sobre los Derechos del Niño, 1989;

• Carta Social Europea, 1961; 

• Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pue-
blos, 1981; Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos en materia de Dere-
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chos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de
San Salvador), 1988.

Asimismo, el artículo 12 del Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales (1966) se estable-
ce que, entre las medidas que se deberán adoptar a fin de
asegurar la plena efectividad del derecho a la salud, se en-
cuentran la creación de condiciones que aseguren el acce-
so de todos a la atención de la salud. En el año 2000, el Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las
Naciones Unidas, adoptó una observación dentro del Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, en materia al derecho a la salud, con la finalidad de
aclarar que garantizar de forma plena el derecho a la salud,
no es únicamente garantizar la atención oportuna, sino
también el acceso al agua potable limpia, condiciones sa-
nitarias adecuadas, alimentos sanos, nutrición adecuada,
condiciones de vivienda, trabajo, medio ambiente, y edu-
cación garantizando información en materia de salud; así
como disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y cali-
dad.

“Según la Observación general, el derecho a la salud abar-
ca cuatro elementos:

• Disponibilidad. Se deberá contar con un número sufi-
ciente de establecimientos, bienes y servicios públicos
de salud, así como de programas de salud.

• Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios
de salud deben ser accesibles a todos. La accesibilidad
presenta cuatro dimensiones superpuestas:

– no discriminación;

– accesibilidad física;

– accesibilidad económica (asequibilidad);

– acceso a la información.

• Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y
servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética
médica y culturalmente apropiados, a la par que sensi-
bles a los requisitos del género y el ciclo de vida.

• Calidad. Los establecimientos, bienes y servicios de
salud deberán ser apropiados desde el punto de vista
científico y médico y ser de buena calidad.

Al igual que todos los derechos humanos, el derecho a la
salud impone a los Estados Partes tres tipos de obligacio-
nes:

• Respetar. Significa simplemente no ingerir en el dis-
frute del derecho a la salud (“no perjudicar”).

• Proteger. Significa adoptar medidas para impedir que
terceros (actores no estatales) interfieran en el disfrute
del derecho a la salud (por ejemplo regulando la activi-
dad de los actores no estatales).

• Cumplir. Significa adoptar medidas positivas para dar
plena efectividad al derecho a la salud (por ejemplo,
adoptando leyes, políticas o medidas presupuestarias
apropiadas).”

La parte del cumplimiento de los compromisos internacio-
nales, contempla que los Estados firmantes deben asegurar
que se garantice el principio de realización progresiva, lo
que significa que este derecho siempre tenderá a incremen-
tar la protección a la salud en cuanto a accesibilidad y ca-
lidad. Los tratados internacionales que ha firmado México
en materia de salud, afirman que es un derecho que deben
garantizar los Estados como parte del compromiso por el
respeto y la salvaguarda de los derechos humanos, los cua-
les mencionan que la oferta de servicios de salud debe con-
tar con elementos como los que establece la Constitución
de la Organización Mundial de la Salud, que se fundamen-
tan en el goce del grado máximo de la salud incluyendo la
atención oportuna, aceptable, asequible y de calidad satis-
factoria; asimismo, los Estados deben incidir en que todas
las personas puedan gozar del acceso a la salud, principal-
mente los grupos vulnerables de su población, por lo cual
se retoman los argumentos de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación.

Tesis: 1a. LXV/2008
Primera Sala
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo XXVIII, Julio de 2008 
Novena Época 
Página 457
169316 1 de 1 
Tesis Aislada (Constitucional, Administrativa)

Para sostener que la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, establece dentro del apartado 1 del artí-
culo 25 que el nivel de vida adecuado es aquel que le
asegura al individuo y a su familia la salud y el bienes-



tar entre los que destacan la alimentación, vestido, vi-
vienda y asistencia médica. En el mismo sentido, el ar-
tículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales; señala que toda persona tiene
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud fí-
sica y mental, y todos los Estados deben adoptar medi-
das para asegurar la plena efectividad de este derecho;
como lo indica el Comité de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales de las Naciones Unidas respecto al
derecho a la salud, el cual debe entenderse como una ga-
rantía fundamental e indispensable para el ejercicio de
los demás derechos humanos.

Dentro del contexto jurídico de nuestro país, el artículo 4
constitucional en su párrafo cuarto, establece el derecho a
la salud; asimismo la Ley General de Salud, como ley re-
glamentaria de este derecho, contempla en sus artículos 2,
23, 24, fracción I, 27, fracciones III y VIII, 28, 29 y 33,
fracción II, que el derecho a la protección de la salud tiene,
entre otras finalidades, el disfrute de servicios de salud y de
asistencia social que satisfaga las necesidades de la pobla-
ción; a través de acciones preventivas, reactivas y de con-
tención; además de esto en su reglamento, se observa en
los artículos 13, 14, 15 y 16; que la secretaría establecerá
los criterios de distribución del universo de usuarios, de re-
gionalización y de escalonamiento de los servicios así co-
mo la universalización de la cobertura; considerando a la
población abierta, la que goza de seguridad social, la capa-
cidad instalada del sector salud, así como las Normas Ofi-
ciales Mexicanas en la materia; con la finalidad de garanti-
zar la autosuficiencia regional, en el ámbito geográfico y
físico, otorgándose conforme a un escalonamiento de los
servicios, de acuerdo a lo que establezca la Secretaría de
Salud. 

Artículo 13. Para la organización y funcionamiento de
los servicios de atención médica, la Secretaría tomando
en cuenta, en su caso, la opinión de los prestadores de
servicios públicos, sociales o privados, establecerá los
criterios de distribución de universo de usuarios, de re-
gionalización y de escalonamiento de los servicios, así
como de universalización de cobertura.

Artículo 14. Los criterios de distribución del universo
de usuarios y de cobertura deberán considerar, entre
otros factores, la población abierta, la población que go-
za de la seguridad social, la capacidad instalada del sec-
tor salud, así como las normas oficiales mexicanas emi-
tidas por la Secretaría. 

Artículo 15. En lo referente a la regionalización de ser-
vicios médicos, se tomará en cuenta el diagnóstico de
salud, la accesibilidad geográfica, otras unidades médi-
cas instaladas y la aceptación de los usuarios, conside-
rando los dictámenes técnicos de los órganos correspon-
dientes de la Secretaría, con el fin de instalar unidades
tendientes a la autosuficiencia regional, así como el de-
sarrollo del municipio.  

Artículo 16. La atención médica será otorgada conforme
a un escalonamiento de los servicios de acuerdo a la cla-
sificación del modelo que la Secretaría determine. 

Además de lo anteriormente expuesto, dentro de la presen-
te Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, se expone en:

Tesis: 1a./J. 50/2009
Primera Sala
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Tomo XXIX, Abril de 2009
Novena Época
Página 164
167530 1 de 1
Jurisprudencia (Administrativa)

Se establece que el derecho a la salud, comprende el ga-
rantizar la provisión de los servicios de calidad en rela-
ción a los insumos materiales y humanos apropiados en
cuanto a capacitación, recursos materiales con caracte-
rísticas técnicas y científicas adecuada, en buen estado
y condiciones sanitarias adecuadas; a lo cual el Estado
debe de garantizar las acciones necesarias para la con-
secución de este fin, a través de la creación de marcos
jurídicos y normativos adecuados. En relación a los in-
sumos con los que cuentan las instituciones médicas, el
personal sanitario es imprescindible para lograr los Ob-
jetivos de Desarrollo del Milenio relacionados con la sa-
lud, que establece la OMS como ejes de desarrollo y
bienestar de las naciones; sin embargo la escasez de per-
sonal sanitario (médicos generales, especialistas y en-
fermeras), afecta la provisión de servicios de atención a
la salud dentro de todos los niveles de atención; asimis-
mo su distribución geográfica desigual y la mala distri-
bución de los mismos, implica que los servicios médi-
cos que se prestan no atiendan de forma plena las
necesidades de la población, tanto en el país como en
sus entidades federativas.
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De acuerdo con lo establecido por la OMS, el mínimo ne-
cesario para la atención de servicios en materia de salud, es
la de 23 profesionales de la salud (entre médicos, enferme-
ras y parteras) por cada 10 mil habitantes y 2.5 por cada mil
habitantes; por lo cual los países que no superan dicho um-
bral tienen problemas para la atención médica en este ru-
bro, y están obligados a crear políticas públicas enfocadas
a la planificación en la distribución y asignación de los pro-
fesionales de la salud. En nuestro país, lo que respecta a los
recursos humanos en materia de atención a la salud (que in-
cluyen a los médicos generales y especialistas), las cifras
para el año 2009, lo colocaron en la relación de 1.96 médi-
cos o especialistas por cada mil habitantes, lo que de
acuerdo a la Organización Mundial de la Salud considera
como insuficientes.

Un primer indicador es el número de médicos y enferme-
ras por cada mil habitantes. En la década pasada México
pasó de tener un médico por cada mil habitantes en 1990 a
1.5 médicos en el 2003, lo que equivale a un incremento
del 50 por ciento. A pesar de este crecimiento, nuestro pa-
ís aún se sitúa lejos del promedio de la OCDE, que en 2003
se situó en 2.9 médicos por cada mil habitantes. Respecto
al número de enfermeras, éste oscila en 8.2 en los países de
la OCDE, mientras que en México el promedio es de tan
sólo 2.1 enfermeras por cada mil habitantes.

Respecto a la cobertura, existe una amplia inequidad en el
acceso a la salud. En contraste con la mayoría de los países
miembros de la OCDE, en donde la cobertura es universal
o casi universal y el porcentaje de los gastos de bolsillo es
menos del 20 por ciento, en México sólo la mitad de la po-
blación está cubierta por la seguridad social, y alrededor
de la mitad del gasto en salud proviene de los bolsillos de
las personas.

En México la oferta de recursos humanos y materiales pa-
ra el cuidado de la salud es baja con respecto a los recursos
promedio de los países de la OCDE; nuestro país se sitúa
muy por debajo del promedio en todas las dimensiones en
donde se cuentan con datos disponibles. 

El gasto total en salud en México en el 2003 representó 6.2
por ciento del Producto Interno Bruto que comparado con
el promedio de la OCDE (8.6 por ciento) representa más de
dos puntos abajo. Como indica el cuadro I, con respecto a
países en América Latina, la proporción de gasto con res-
pecto al PIB en salud en México se sitúa por debajo de paí-
ses como Argentina, El Salvador, Brasil, Costa Rica, Cuba
y Chile.

Para el año 2012, de acuerdo a lo que se reporta por el Ban-
co Mundial en lo que va del año 2014, en cuanto a los in-
dicadores de desarrollo mundial en sistemas de salud, se
presentan los siguientes datos:

En síntesis a lo que respecta al cuadro anterior, en México
para el año 2012, se avanzó respecto a los datos de años an-
teriores en relación a los recursos humanos que se cuentan
a nivel nacional por cada mil habitantes, sin embargo den-
tro de las entidades federativas, aún se cuenta con rezagos
importantes tanto en materia de gastos en salud como de
recursos humanos disponibles, lo que pone en desventaja a
las entidades federativas a las que se les destinan menores
recursos económicos para insumos materiales y humanos,
en relación a las que más reciben.

Cabe hacer mención que los marcos normativos de nuestro
país, en el caso específico de la Ley General de Salud se es-
tablecen dentro del artículo tercero que:

Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de
salubridad general:

I. La organización, control y vigilancia de la prestación
de servicios y de establecimientos de salud a los que se
refiere el Artículo 34, fracciones I, III y IV, de esta Ley;

[…]

III. La coordinación, evaluación y seguimiento de los
servicios de salud a los que se refiere el Artículo 34,
fracción II;

[…]



VIII. La promoción de la formación de recursos huma-
nos para la salud;

[…]

X. La información relativa a las condiciones, recursos y
servicios de salud en el país;

Asimismo, en relación a los establecimientos para la aten-
ción médica se establece dentro del artículo décimo que se-
rán considerados todos aquellos en los que se desarrollan
actividades preventivas, curativas, de rehabilitación y de
cuidados paliativos dirigidas a mantener y reintegrar el es-
tado de salud de las personas, así como a paliar los sínto-
mas del padecimiento; aquellos en los que se presta aten-
ción odontológica; de salud mental; servicios auxiliares de
diagnóstico y tratamiento; unidades móviles, ya sean aére-
as, marítimas o terrestres. 

Cabe destacar, que de acuerdo a lo que establece este mar-
co jurídico dentro de su art. 25:

Artículo 25. Conforme a las prioridades del Sistema Na-
cional de Salud, se garantizará la extensión cuantitativa
y cualitativa de los servicios de salud, preferentemente
a los grupos vulnerables.

Es por lo anteriormente expuesto que se han emprendido
diversas reformas que pretenden incrementar la eficiencia
en la prestación de servicios médicos, y en relación a lo que
se refiere a los recursos humanos en materia de atención a
la salud, se reformó el 1 de enero del 2013, los artículos 21
y 26 del Reglamento de la Ley General de Salud en Mate-
ria de Prestación de Servicios de Atención Médica; con el
objetivo de garantizar que los establecimientos para la
atención médica cuenten con personal adecuado y sufi-
ciente dentro de los mismos.

Artículo 21. En los establecimientos donde se proporcio-
nen servicios de atención médica, deberá contarse, de
acuerdo a las normas oficiales mexicanas correspondien-
tes, con personal suficiente e idóneo.

Artículo 26. Los establecimientos que presten servicios de
atención médica, contarán para ello con los recursos físi-
cos, tecnológicos y humanos que señale este Reglamento y
las normas oficiales mexicanas que al efecto emita la Se-
cretaría.

Sin embargo es de gran importancia, poder reformar la Ley
General de Salud, con el Objetivo de que se establezcan de
forma clara los mecanismos mediante los cuales, se deter-
minará el personal mínimo suficiente e idóneo con los que
deberán de contar los establecimientos para la atención mé-
dica.

Es por lo anteriormente expuesto que con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, Numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, pongo a su consideración la presente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 26
Bis a la Ley General de Salud:

Primero. Se reforma y adiciona el artículo 26 Bis a la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Ley General de Salud

Texto Vigente

Artículo 26. Para la organización y administración de
los servicios de salud, se definirán criterios de distribu-
ción de universos de usuarios, de regionalización y de
escalonamiento de los servicios, así como de universali-
zación de cobertura.

Iniciativa

Artículo 26. Para la organización y administración de
los servicios de salud, se definirán criterios de distribu-
ción de universos de usuarios, de regionalización y de
escalonamiento de los servicios, así como de universali-
zación de cobertura.

Artículo 26 Bis. En lo que se refiere a los recursos hu-
manos para la provisión de los servicios de atención mé-
dica, el sistema nacional de salud, a través del Regla-
mento y las Normas Oficiales Mexicanas; fijarán los
recursos humanos mínimos y suficientes con los que de-
berán de contar  los establecimientos para la atención
médica tanto pública como privada, en referencia a los
servicios que prestan, respondiendo a criterios de desa-
rrollo regional, geográfico, de infraestructura física, de-
manda, contexto epidemiológico y demás criterios que
establezcan los marcos normativos en esta materia.
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Transitorio

Único. El presente ordenamiento entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Notas:

En esta sección, se citan de forma textual los artículos de los marcos
normativos en materia de salud, en la que sustentan la prestación de
servicios médicos y conceptos claves que sustentan la presente inicia-
tiva.

Ley General de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia de salubridad ge-
neral:

[…]

II. La atención médica, preferentemente en beneficio de grupos vulne-
rables;

[…]
[…]

IV. La atención materno-infantil;

[…]

IV Bis 1. La salud visual;

IV Bis 2. La salud auditiva;

V. La planificación familiar;

VI. La salud mental;

VII. La organización, coordinación y vigilancia del ejercicio de las ac-
tividades profesionales, técnicas y auxiliares para la salud;

VIII. La promoción de la formación de recursos humanos para la sa-
lud;

[…]
[…]
[…]
[…]

Artículo 13. La competencia entre la Federación y las entidades fede-
rativas en materia de salubridad general quedará distribuida conforme
a lo siguiente:

A. Corresponde al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secre-
taría de Salud:

Dictar las normas oficiales mexicanas a que quedará sujeta la presta-
ción, en todo el territorio nacional, de servicios de salud en las mate-
rias de salubridad general y verificar su cumplimiento;

[…]

Artículo 24. Los servicios de salud se clasifican en tres tipos:

I. De atención médica;

II. De salud pública, y

III. De asistencia social.

Artículo 25. Conforme a las prioridades del Sistema Nacional de Sa-
lud, se garantizará la extensión cuantitativa y cualitativa de los servi-
cios de salud, preferentemente a los grupos vulnerables.

Artículo 26. Para la organización y administración de los servicios de
salud, se definirán criterios de distribución de universos de usuarios, de
regionalización y de escalonamiento de los servicios, así como de uni-
versalización de cobertura.

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se
consideran servicios básicos de salud los referentes a:

I. La educación para la salud, la promoción del saneamiento básico y
el mejoramiento de las condiciones sanitarias del ambiente;

II. La prevención y el control de las enfermedades transmisibles de
atención prioritaria, de las no transmisibles más frecuentes y de los ac-
cidentes;

III. La atención médica integral, que comprende la atención médica in-
tegrada de carácter preventivo, acciones curativas, paliativas y de re-
habilitación, incluyendo la atención de urgencias.

Para efectos del párrafo anterior, la atención médica integrada de ca-
rácter preventivo consiste en realizar todas las acciones de prevención
y promoción para la protección de la salud, de acuerdo con la edad, se-
xo y los determinantes físicos y psíquicos de las personas, realizadas
preferentemente en una sola consulta;



IV. La atención materno-infantil;

V. La planificación familiar;

VI. La salud mental;

VII. La prevención y el control de las enfermedades bucodentales;

VIII. La disponibilidad de medicamentos y otros insumos esenciales
para la salud;

IX. La promoción del mejoramiento de la nutrición;

X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y, de éstos, de ma-
nera especial, a los pertenecientes a las comunidades indígenas, y

XI. La atención médica a los adultos mayores en áreas de salud geriá-
trica.

Artículo 32. Se entiende por atención médica el conjunto de servicios
que se proporcionan al individuo, con el fin de proteger, promover y
restaurar su salud, la cual podrá apoyarse de medios electrónicos de
acuerdo con las normas oficiales mexicanas que al efecto expida la Se-
cretaría de Salud.

Artículo 33. Las actividades de atención médica son:

I. Preventivas, que incluyen las de promoción general y las de protec-
ción específica;

II. Curativas, que tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano y
proporcionar tratamiento oportuno;

III. De rehabilitación, que incluyen acciones tendientes a optimizar las
capacidades y funciones de las personas con discapacidad, y

IV. Paliativas, que incluyen el cuidado integral para preservar la cali-
dad de vida del paciente, a través de la prevención, tratamiento y con-
trol del dolor, y otros síntomas físicos y emocionales por parte de un
equipo profesional multidisciplinario.

Artículo 34. Para los efectos de esta Ley, los servicios de salud, aten-
diendo a los prestadores de los mismos, se clasifican en:

I. Servicios públicos a la población en general;

II. Servicios a derechohabientes de instituciones públicas de seguridad
social o los que con sus propios recursos o por encargo del Poder Eje-
cutivo Federal, presten las mismas instituciones a otros grupos de
usuarios;

III. Servicios sociales y privados, sea cual fuere la forma en que se
contraten, y

IV. Otros que se presten de conformidad con lo que establezca la auto-
ridad sanitaria.

Reglamento de la Ley General de Salud en materia de Prestación
de Servicios de Atención Médica

El Sistema Nacional de Salud es la instancia de enlace entre los secto-
res público, social y privado en la consecución del Derecho a la pro-
tección de la salud, a través de mecanismos de coordinación y concer-
tación de acciones;

Los servicios de atención médica representan un medio para la conser-
vación y protección de la salud de las personas, involucrando activida-
des de prevención, curación y rehabilitación;

Artículo 7o. Para los efectos de este Reglamento se entiende por:

I. Atención médica. El conjunto de servicios que se proporcionan al
usuario con el fin de proteger, promover y restaurar su salud, así como
brindarle los cuidados paliativos al paciente en situación terminal;

[…]

III. Establecimiento para la atención médica. Todo aquel, público, so-
cial o privado, fijo o móvil cualquiera que sea su denominación, que
preste servicios de atención médica, ya sea ambulatoria o para interna-
miento de enfermos, excepto consultorios;

[…]

V. Servicio de atención médica. El conjunto de recursos que intervie-
nen sistemáticamente para la prevención, curación y cuidados paliati-
vos de las enfermedades que afectan a los usuarios, así como de la re-
habilitación de los mismos, y

[…]

Artículo 8o. Las actividades de atención médica son:

I. Preventivas: Que incluyen las de promoción general y las de protec-
ción específica;

II. Curativas: Que tienen por objeto efectuar un diagnóstico temprano
de los problemas clínicos y establecer un tratamiento oportuno para re-
solución de los mismos; y
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III. De Rehabilitación: Que incluyen acciones tendientes a limitar el
daño y corregir la invalidez física o mental, y

IV. Paliativas: Que incluyen el cuidado integral para preservar la cali-
dad de vida del usuario, a través de la prevención, tratamiento y con-
trol del dolor, y otros síntomas físicos y emocionales, por parte de un
equipo multidisciplinario.

Artículo 10. Serán considerados establecimientos para la atención mé-
dica:

I. Aquellos en los que se desarrollan actividades preventivas, curativas,
de rehabilitación y de cuidados paliativos dirigidas a mantener y rein-
tegrar el estado de salud de las personas, así como a paliar los síntomas
del padecimiento;

II. Aquellos en los que se presta atención odontológica;

III. Aquellos en los que se presta atención a la salud mental de las per-
sonas;

IV. Aquellos en los que se prestan servicios auxiliares de diagnóstico y
tratamiento;

V. Las unidades móviles, ya sean aéreas, marítimas o terrestres, desti-
nadas a las mismas finalidades y que se clasifican en:

A). Ambulancia de cuidados intensivos;

B). Ambulancia de urgencias;

C). Ambulancia de transporte, y

D). Otras que presten servicios de conformidad con lo que establezca
la Secretaría.

[…]

VI. Los demás análogos a los anteriores que en lo sucesivo señalen co-
mo tales las disposiciones generales aplicables o los que, en su caso,
determine la Secretaría.

Artículo 56. Para los efectos de este reglamento, se entiende por con-
sultorio a todo establecimiento público, social o privado, independien-
te o ligado a un servicio hospitalario, que tenga como fin prestar aten-
ción médica a pacientes ambulatorios.

Artículo 66. Para el funcionamiento de todo consultorio especializado
se requerirá en cada caso, de por lo menos, un profesional de la salud
con especialidad en el área de que se trate.

Artículo 69. Para los efectos de este Reglamento, se entiende por hos-
pital, todo establecimiento público, social o privado, cualquiera que
sea su denominación y que tenga como finalidad la atención de usua-
rios que se internen para su diagnóstico, tratamiento o rehabilitación.

[…]

Se hace mención en este apartado, que para el caso de la atención mé-
dica de algunos sectores se sí se establecen criterios mínimos en mate-
ria de capital humano con el que deben de contar ciertas áreas que pres-
tan servicios de atención a la salud, como es el caso de áreas de
urgencia y de cuidados paliativos

Artículo 87. Los servicios de urgencia de cualquier hospital, deberán
contar con los recursos suficientes e idóneos de acuerdo a las normas
oficiales mexicanas que emita la Secretaría, asimismo, dicho servicio
deberá funcionar las 24 horas del día durante todo el año, contando pa-
ra ello en forma permanente con médico de guardia responsable del
mismo.

Artículo 138 Bis 12. Las instituciones del Sistema Nacional de Salud
promoverán que la capacitación y actualización de los profesionales,
técnicos y auxiliares de la salud en materia de cuidados paliativos se
realice por lo menos una vez al año.

Para efectos de fomentar la creación de áreas especializadas que dis-
pone la Ley en la fracción V del artículo 166 Bis 13, las instituciones
del Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con el grado de compleji-
dad, capacidad resolutiva, disponibilidad de recursos financieros, or-
ganización y funcionamiento, contarán con la infraestructura, personal
idóneo y recursos materiales y tecnológicos adecuados para la atención
médica de cuidados paliativos, de conformidad con la norma oficial
mexicana que para este efecto emita la Secretaría.

[…]

Artículo 138 Bis 19. El equipo multidisciplinario estará integrado, al
menos, por:

I. Médico tratante;

II. Enfermera;

III. Fisioterapeuta;

IV. Trabajador Social o su equivalente;

V. Psicólogo;

VI. Algólogo o Anestesiólogo;



VII. Nutriólogo, y

VIII. Los demás profesionales, técnicos y auxiliares que requiera cada
caso en particular.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a 7 de enero de 2015.— Diputado David Pérez Tejada Pa-
dilla.»

Se remite a la Comisión de Salud de la Cámara de Di-
putados, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Ley del Insti-
tuto Mexicano de la Juventud, suscrita por el diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El proponente Ricardo Mejía Berdeja, diputado integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta Comisión Permanente, iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma la fracción XII del artícu-
lo 4o. de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, al
tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Contemplar a los jóvenes como un factor estratégico para
el desarrollo del país conlleva a diseñar e implementar una
política de estado que cuente con las instituciones, planes
y programas que garanticen el desarrollo pleno e integral,
en condiciones de igualdad, no discriminación, libre de
violencia y tolerante respecto a la diversidad social.

Así, hoy en día nuestro país cuenta con índices altos en ma-
teria de criminalidad donde los jóvenes son la carne de ca-
ñón y el sector que grupos delincuenciales recluta bajo
amenazas. Somos un país donde los jóvenes a edad más
temprana consumen alcohol, tabaco y drogas, sin informa-
ción previa sobre los efectos y consecuencias en el consu-
mo y abuso de estas substancias. Sin embargo el consumo
y abuso de estas substancias son consideradas fugas que
utilizan los jóvenes ante un panorama desolador, ante la
falta de oportunidades y de esperanza en un contexto im-
pregnado de criminalidad y discriminación.

Ante tal situación surge la imperiosa necesidad de impul-
sar espacios para la convivencia sana así como actividades
que permitan desarrollar capacidades y acrecentar habili-
dades que los doten de una mejor salud mental y física; pa-
ra con ello contemplarlos como punto de ignición y actores
estratégicos fundamentales para el cambio social.

Así el deporte en sus múltiples y variadas manifestaciones,
se ha convertido en una de las actividades sociales con ma-
yor facultad de atracción y capacidad de movilización y
convocatoria, coadyuvando a la formación integral del ser
humano y con ello al contexto social armonioso y pacífico,
caldo de cultivo para fomentar los valores que permitan a
la sociedad mexicana reconstruir el tejido social fragmen-
tado en la crisis humanitaria que hoy en día vivimos y don-
de los jóvenes son uno de los grupos más vulnerables ante
la realidad actual.

“El deporte es uno de los motores fundamentales del desa-
rrollo social y político. Constituye un pilar básico del de-
sarrollo del estado, de la cohesión social y del desarrollo
económico. Es un corrector de desequilibrios sociales, un
favorecedor de la inserción social y además fomenta la so-
lidaridad. A tenor de lo expuesto, es preciso seguir fomen-
tando su práctica, y seguir apostando por el carácter pacifi-
cador del deporte y por su efecto como catalizador de la
sociedad. De hecho, cuanto más desarrollada está una so-
ciedad más práctica deportiva se realiza; resultando, en es-
te sentido, un elemento básico de solidaridad e igualdad”1.

Datos de la Encuesta Nacional de Valores en Juventud
2012, realizada por el Instituto Mexicano de la Juventud2,
muestra que para los jóvenes la mejor manera de usar su
tiempo libre es viendo televisión (51 por ciento), escu-
chando música (41.6 por ciento) y dormir o descansar (30.3
por ciento) y donde la actividad física o deporte tiene 15.7
por ciento.

Por ello la necesidad de contemplar al deporte como un
elemento clave, como un fenómeno social multifactorial,
que tiene la capacidad de fomentar un amplio abanico de
valores, forjar carácter, liderazgo, cohesiona socialmente,
mueve masas, así también es un factor de unidad e identi-
dad nacional.

Por otra parte el binomio salud-deporte es fundamental
para una óptima calidad de vida, condiciona a una sociedad
a adquirir mejores hábitos y mayor disciplina, ésta entre
muchas otras más es una de las razones que permitiría dis-
minuir la morbilidad y hacer de la sociedad mexicana una
población sana desde temprana edad.

Hoy en día 7 de cada 10 adultos tienen sobrepeso u obesi-
dad y 1 de cada 3 niños tienen sobrepeso u obesidad; 1 de
cada 3 adultos padece hipertensión. México es el primer lu-
gar entre los países de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos (OCDE) en prevalencia de dia-
betes mellitus en adultos.

La esperanza de vida en México es de 76.9 años; sin em-
bargo, por primera vez existe el riesgo de que las siguien-
tes generaciones vivan menos que nosotros, debido que la
inactividad física es la cuarta causa de muerte a nivel mun-
dial (Organización Mundial de la Salud).

Sólo 33 por ciento de los niños y adolescente pasa menos
de dos horas diarias frente a una pantalla. Del resto, casi la
mitad dedica más de cuatro horas a esta actividad sedenta-
ria. La prevalencia de inactividad física en adultos aumen-
tó 47.3 por ciento entre 2006 y 2012 y aproximadamente
81.8 por ciento de las actividades reportadas durante el día
por los adultos son sedentarias o inactivas3.

Sólo 21.5 por ciento de la población tiene un nivel sufi-
ciente de actividad físico-deportiva, y donde la falta de
tiempo es la causa principal por la que casi la mitad de las
personas sedentarias no se activan4.

Requerimos de un estado de derecho socialmente respon-
sable, justo y equitativo, garante de los derechos sociales,



donde el deporte constituye un elemento esencial en la so-
ciedad moderna y en el sistema educativo de todos los paí-
ses. La práctica de cualquier modalidad deportiva es fun-
damental para el mantenimiento de la salud física y mental,
por tanto, es un factor corrector de desequilibrios sociales
que contribuye al desarrollo de la igualdad entre los ciuda-
danos, crea hábitos favorecedores de la inserción social y,
asimismo, su práctica en equipo fomenta la solidaridad.

Por lo anterior, es menester que el Instituto Mexicano de la
Juventud cuente con los elementos que le permitan imple-
mentar una política de juventud que tenga un impacto real
en los jóvenes de nuestra sociedad, así incorporar al depor-
te como un elemento para impulsar una mejor calidad de
vida, permitirá dotar a los jóvenes de una actividad física
que desarrolle y fomente valores que les permitan ser suje-
tos con mayor conciencia social sobre sí mismos, sobre sus
capacidades y habilidades.

Fundamento legal

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, someto a la con-
sideración de esta Comisión Permanente el siguiente pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción XII del artí-
culo 4o. de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud

Artículo Único. Se reforma la fracción XII del artículo 4o.
de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud.

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objeto el instituto
tendrá las siguientes atribuciones:

I. – XI. …

XII. Diseñar, implementar y ejecutar, con una perspec-
tiva de transversalidad, programas destinados al aprove-
chamiento de las capacidades y potencialidades de los
jóvenes: en su desarrollo económico y productivo, a tra-
vés de la incorporación laboral, de la asignación de fon-
dos destinados a la generación y fortalecimiento del au-
toempleo donde los jóvenes tengan participación directa
ya sea en su creación, desarrollo o inclusión laboral; en

su desarrollo social, a través del conocimiento, aprecio
y creación de la cultura en los ámbitos de expresión de
las artes, del deporte y del humanismo, la organización
juvenil, el liderazgo social y la participación ciudadana;
y en general en todas aquellas actividades que, de
acuerdo a su capacidad presupuestal, estén orientadas al
desarrollo integral de la juventud;

XII. – XVI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Arco, Javier del Arco. Interrelación entre actividad Deportiva y De-
sarrollo Socioeconómico. Universidad Europea de Madrid España.

2. México, Imjuve-IIJ, UNAM, 2012. Área de Investigación Aplicada
y Opinión. Encuesta nacional en vivienda de 5000 casos.
http://www.imjuventud.gob.mx/imgs/uploads/ENVAJ_2012.pdf

3. Instituto Nacional de Salud Pública. Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición 2012

4. http://www.mexicanosactivos.org/articulo/por-que-queremos-mexi-
canos-activos

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud de la Cámara de
Diputados, para dictamen.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y deroga diversas disposiciones del
artículo 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el senador Eviel
Pérez Magaña, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Eviel Pérez Magaña, senador de la repú-
blica de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
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Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 116 y 122, numeral 2, de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
171 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 8,
numeral 1, fracción I, por conducto de la Comisión Perma-
nente, someto a la consideración del Pleno del Senado de
la República, Iniciativa con proyecto de Decreto por el que
se reforma el numeral 1 y se derogan los numerales 2, 3, 4
y 5 del artículo 7 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El tema del formato del informe presidencial tiene relevan-
cia, no sólo en la proximidad del 1° de septiembre, fecha
en que el Ejecutivo presenta un Informe del estado que
guarda la Administración Pública del país, situación que
durante años representaba un mero trámite; y sin embrago,
en nuestros días, significa una oportunidad mediática de
medir fuerzas políticas, debido a la pluralidad que reina en
el Congreso de la Unión. 

El Diccionario de términos parlamentarios1 señala que: 

“I. De acuerdo con la Real Academia Española, por un
lado, el término informe proviene del verbo informar,
del latín informare, palabra última que significa enterar,
dar noticia de una persona o cosa, asimismo se refiere a
dictaminar un cuerpo consultivo, un funcionario o cual-
quier persona perita, en asunto de su respectiva compe-
tencia. Por otro lado, el término presidencial significa
perteneciente a la presidencia o al presidente. 

... 

II. En un Estado con régimen de gobierno presidencial,
es donde tiene su origen el vocablo en cuestión y no en
los países con régimen parlamentario, como afirman al-
gunos autores, ya que en Estados Unidos de América, la
Constitución de 1787 vigente, en su artículo 2o, sección
tercera, establece que es obligación del Presidente de la
República informar periódicamente al Congreso sobre
el estado que guarda la Unión... 

Para el desarrollo de esta voz es necesario señalar algu-
nas precisiones, la primera, que el informe presidencial
debe considerarse como la comparecencia del Presiden-
te de la República, la cual va dirigida tanto al Congreso

como a la Nación, la segunda, que la comparecencia es
simplemente el hecho de presentarse y exponer o de en-
tregar por escrito el estado en que se encuentra la admi-
nistración pública o la nación aunque, en algunos su-
puestos, no implique necesariamente la existencia de
interpelaciones y preguntas a cargo de los parlamenta-
rios (diputados y senadores), es decir, un debate o inter-
cambio de posiciones. 

En el ámbito parlamentario de otros países, particular-
mente los latinoamericanos, se prevé que el Presidente
de la República concurra al Congreso o Poder Legisla-
tivo al abrirse las sesiones de cada año, debiendo pre-
sentar un informe sobre los actos de la administración
pública (Colombia y Venezuela) pero, respecto de Chi-
le, se menciona que cuando menos éste lo presentará
una vez al año. En Estados Unidos de América se reali-
zará periódicamente pero, en éste, también el Presiden-
te debe informar al Congreso, por escrito, las razones
que justifiquen una declaración de guerra. Mientras que
en El Salvador el informe se presentará por conducto de
los ministros. En Francia, por tener un sistema de go-
bierno semipresencial o semiparlamentario, el Presiden-
te de la República dirigirá mensajes al parlamento
(Asamblea Nacional y Senado), pero sólo para manifes-
tar su posición o parecer en relación con ciertos temas. 

III. ... 

El informe presidencial tiene un inminente carácter in-
formativo pero, por determinados elementos, confirma-
mos que éste es un acto de control del gobierno por par-
te de la institución representativa (Congreso), ya que
posteriormente los parlamentarios “analizarán” el mis-
mo por materias: política interior, política económica,
política social y política exterior. Posteriormente podrán
ponerse en marcha otros actos de control, incluso, hasta
concluir con la exigencia de responsabilidad política de
un determinado miembro del gobierno. Además, como
el informe presidencial por costumbre es oral, éste pue-
de originar una responsabilidad política difusa (fortale-
cimiento de la mayoría o de la oposición, el voto de cas-
tigo, abstencionismo, etc.), es decir, que las
consecuencias de su realización van a recaer en el cuer-
po electoral, entendiéndose así como un acto de control
político y social. Por lo anterior, esta forma de control
que el Congreso ejerce sobre el gobierno será a poste-
riori, siendo una de las características del mismo. (Su-
sana Thalía Pedroza de la Llave).” 



Esta es una visión amplia sobre esta figura y es la de un po-
sible control del Congreso posterior al Informe Presiden-
cial, haciendo la autora hincapié en que la forma oral de la
presentación del informe es una costumbre, sin embargo,
habría que señalar que dicha “costumbre” se incorporó pa-
ra su regulación en la Ley Orgánica. 

Por su parte el informe presidencial de acuerdo al Diccio-
nario Jurídico del Instituto de Investigaciones Jurídicas de
la Universidad Nacional Autónoma de México,2 expone
sobre el Informe Presidencial de la República, lo siguiente: 

“... 

El artículo 69 de la Constitución dispone que el Presi-
dente de la República asistirá a la apertura de sesiones
ordinarias del Congreso y presentará un informe por es-
crito en que señale el estado general que guarda la ad-
ministración pública del país. Los mexicanos hemos es-
tado acostumbrados a que el 1° de septiembre, aunque a
partir de 1988 será el 1° de noviembre, el Presidente de
la República, en un ambiente de fiesta, con vallas en las
calles por donde va a pasar para dirigirse al edificio del
Congreso, lea en éste un largo informe que tarda varias
horas. Y que es interrumpido en muchas ocasiones por
aplausos. Cuando el Presidente de la República termina,
el Presidente de la Cámara de Diputados le contesta, y
ya sabemos que esa respuesta estará llena de elogios.
Todo México puede actualmente ver y escuchar esta ce-
remonia, dado que se transmite por todos los canales de
televisión y de radio. Si un primero de septiembre el
Presidente llegara al Congreso y pagara al que se supo-
ne es el primero de los poderes, la visita que la Consti-
tución le impone, y entregara unas cuantas cuartillas so-
bre el estado general del país, cumpliría los mandatos
del mencionado artículo 69, ya que todo lo demás es
costumbre o se encuentra regulado en una ley ordinaria
que es el Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos... 

...

III. En México, en el informe presidencial se resumen las
principales actividades de los diversos ramos de la admi-
nistración pública, se justifican medidas importantes toma-
das durante el año, se anuncian los principales proyectos
que el ejecutivo presentará a la consideración del Congre-
so y se reserva una parte al mensaje político, que es muy
importante porque en él se trazan las líneas generales de la

política del Presidente, conectadas con la situación general
del país... 

El artículo 189 del citado Reglamento para el Gobierno In-
terior dispone al “discurso” – es el término empleado por
el precepto – el Presidente del Congreso responderá en tér-
minos generales. Se justifica que sea en términos genera-
les, puesto que su contestación no es un acto del Congreso,
pues éste no conoce ni ha discutido los términos de esa
contestación. En otras épocas, la contestación llegó a tener
trascendencia política: el primero de septiembre de 1923
contestó el informe Jorge Prieto Laurens, quien manifestó
que el país no aceptaría un candidato impuesto; todos en-
tendieron que se refería a Calles, a quien Obregón deseaba
dejar el poder. Prieto Laurens era el jefe del partido coope-
rativista y partidario de la candidatura de Adolfo de la
Huerta. 

Podemos sugerir que los informes deben regresar a la idea
de los que se rindieron en los primeros años del México in-
dependiente: han de ser cortos, abarcando dos aspectos: la
síntesis de la situación de la administración pública y el
mensaje político. Y como el informe se ha convertido en un
acto político, debe continuar siendo oral, tal y como presu-
pone el mencionado a. 189 del Reglamento para el Gobier-
no Interior...” (Jorge Carpizo). 

Este enfoque sobre el Informe Presidencial concuerda de
alguna forma con el criterio anterior, aunque enfatiza aún
más en la dimensión política que se reflejaba en épocas pa-
sadas, donde a nivel de gobierno era homogénea la confor-
mación política del Poder Ejecutivo y del Poder Legislati-
vo en sus dos Cámaras y todo lo que esto conllevaba,
(recordando que la edición de este diccionario es del año de
1993). También expone que la simple presentación del In-
forme por escrito o la lectura de unas cuantas cuartillas del
mismo, daría cumplimiento a lo dispuesto constitucional-
mente, observándose que en este caso, sí se menciona el
hecho de que la presentación oral es una mera costumbre
pero que además es regulada por una ley ordinaria, como
bien lo señala el autor. 

Las diversas Constituciones que han regido nuestro país,
muestran la forma en que se ha venido regulando esta fi-
gura: 

En la Constitución de 1824, en el artículo 67, se dice
que “El Congreso General se reunirá todos los años el
día 1 de enero en el lugar que se designará por una ley.
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En el reglamento de gobierno interior del mismo, se
prescribirán las operaciones previstas a la apertura de
sus sesiones, y las formalidades que se han de observar
en su instalación.”, en tanto que en su artículo, 68, se di-
ce que “A ésta asistirá a este acto tan importante, el que
presida al congreso contestará en términos generales”. 

En la Constitución de 1836 no se hace mención de ma-
nera expresa de esta figura. 

En el acta constitutiva y de reformas de 1847, se res-
tituyo la vigencia de la Constitución de 1824, y con ello
la los artículos 67 y 68 mencionados. 

En la Constitución de 1857, se plasma en el artículo
63 que “A la apertura de sesiones del Congreso asistirá
el Presidente de la Unió, y pronunciara un discurso en
manifieste el estado que guarda el país. El presidente del
Congreso contestará en términos generales”. 

En lo que se refiere a la Constitución de 1917, en el texto
original del artículo 69, se contempla que “A la apertura
de sesiones del Congreso, sean ordinarias o extraordina-
rias, asistirá el presidente de la República y presentara un
informe por escrito; en el primer caso sobre el estado ge-
neral que guarda la administración pública del país; y en el
segundo, para exponer al Congreso o a la Cámara de que se
trate las razones o las razones o causa que hicieron necesa-
rias su convocación y el asunto o asuntos que ameriten una
resolución perentoria”. 

Artículo que ha sido objeto de cuatro reformas, en la que se
destaca la reforma del 15 de agosto de 2008, que modifica
el texto constitucional para establecer que la obligación del
Presidente de la República de rendir el informe sobre el es-
tado que guarda la administración pública del país, sola-
mente lo deberá hacer de manera escrita sin requerir de su
asistencia a la sesión ordinaria de apertura del primer pe-
riodo ordinario de sesiones del Congreso de la Unión, y
que posteriormente la ley del congreso deberá establecer
las bases y las condiciones en las que pueda asistir a pre-
sentarlo. 

En dicha reforma se destaca que en los últimos años, en ra-
zón de la pluralidad existente dentro del Congreso, y con
ello de las diferentes ideologías manifiestas de los grupos
que lo componen, se ha considerado controvertida la pre-
sentación del informe presidencial sobre todo desde la épo-
ca del Presidente Miguel de la Madrid. Así, los distintos
momentos políticos han marcado el desarrollo del ceremo-

nial llevando en ocasiones a situaciones de irrupción que
han impedido el adecuado desarrollo de un suceso que por
costumbre y no así por obligación se venía presentando
(fue el Presidente Guadalupe Victoria en 1824 quien dio
lectura por primera vez al informe). 

Aunado a lo anteriormente expuesto, debe la Constitución,
como el máximo instrumento de conducción y regulación
social, y en un afán previsivo, considerar la posibilidad de
realización de distintas situaciones que pudieran impedir al
Ejecutivo Federal asistir a la presentación del informe. Si-
tuaciones de caso fortuito y fuerza mayor como enferme-
dades o acontecimientos naturales pueden causar la ausen-
cia del Presidente de la República en el Congreso de la
Unión. 

De lo anterior, se puede concluir que no existe ninguna dis-
posición a constitucional expresa que ordene la oralidad
del Informe que presenta el ejecutivo anualmente ante el
Congreso, salvo la Constitución de 1857, sin embargo, a
pesar de su omisión a nivel Constitucional, a nivel de Re-
glamento – de 1934, los artículos 188 y 189, abrogado- y
de Ley orgánica, si está contemplado un discurso por parte
del Presiente de la Republica ante el Pleno del Congreso. 

En este sentido, con el objeto de dar cumplimiento a las re-
formas realizadas a la Constitución en 1977, con las que en
el artículo 70 se le otorga al Congreso facultades para ex-
pedir su propia Ley Orgánica, éste la expide y la publica en
el Diario Oficial el 25 de mayo de 1979, señalando sobre el
particular que: 

“Artículo 8. El Presidente de la República acudirá a la
apertura de sesiones ordinarias del Congreso y rendirá
un informe de conformidad con el artículo 69 de la
Constitución. 

El Presidente del Congreso contestará el informe en tér-
minos concisos y generales y con las formalidades que
correspondan al acto. El informe será analizado por las
Cámaras en sesiones subsecuentes”. 

Con la reforma de 1994, conocida como la Nueva Ley Or-
gánica del Congreso, el artículo 8o. permite que los parla-
mentarios (diputados y senadores), representando a los par-
tidos políticos que concurran en el Congreso, intervengan
(hasta por 15 minutos cada uno) antes de que se rinda el in-
forme presidencial, con lo cual aquí también opera el con-
trol sobre el gobierno, porque se manifiestan las discrepan-
cias; además de realizarse el examen, comprobación,



inspección, análisis y verificación de la actividad que ha
desempeñado el Presidente de la República. 

Este acto se realiza en sesión pública y conjunta del Con-
greso, con la presencia de un mínimo de 316 parlamenta-
rios (quórum) y en el recinto que ocupa la Cámara de Di-
putados, el día 1o. de septiembre, es decir, en la fecha
constitucionalmente señalada para la apertura del primer
periodo de sesiones ordinarias. Posteriormente el presiden-
te del Congreso, que siempre es un diputado, lo contestará
en términos concisos y generales. Durante toda la sesión,
quedan expresamente prohibidas las intervenciones (salvo
el caso señalado con anterioridad) o interrupciones de los
diputados y senadores. Lo anterior conforme al artículo 69
de la Constitución Mexicana de 1917 vigente, en relación
con el 65 y 66 constitucionales, así como con el artículo 5o.
al 8o. de la Ley Orgánica del Congreso General Estados
Unidos Mexicanos y 188 a 197 del Reglamento Interior del
Congreso General Estados Unidos Mexicanos. El artículo
8 de la Ley Orgánica a la letra dice: 

“Artículo 8. El primero de septiembre de cada año, a la
apertura de sesiones ordinarias del primer periodo del
congreso, asistirá el Presidente de la República y pre-
sentará un informe de conformidad con el artículo 69 de
la Constitución. Antes del arribo del Presidente de la
República hará uso de la palabra un legislador federal
por cada uno de los partidos políticos que concurran, re-
presentados en el Congreso. Estas intervenciones se re-
alizarán en orden creciente, en razón del número de di-
putados de cada grupo partidista y cada una de ellas no
excederá de quince minutos. El Presidente del Congre-
so contestará el informe en términos concisos y genera-
les, con las formalidades que correspondan al acto. Esta
sesión no tendrá más objeto que celebrar la apertura del
periodo de sesiones y que el Presidente de la República
presente su informe, en tal virtud, durante ella no pro-
cederán intervenciones o interrupciones por parte de los
legisladores. 

Las Cámaras analizarán el informe presentado por el
Presidente de la República. El análisis se desarrollará
clasificándose por materias: en política interior, política
económica, política social y política exterior. Las ver-
siones estenográficas de las sesiones serán remitidas al
Presidente de la República para su conocimiento”. 

En la LVII Legislatura en 1999, se abroga la Ley Orgánica
de 1979, y las disposiciones relativas a la presentación del

informe presidencial quedan en el artículo 7o, en los si-
guientes términos: 

“Artículo 7o. 

1. El primero de septiembre de cada año, a la apertura
de las sesiones ordinarias del primer periodo del Con-
greso, asistirá el Presidente de la República y presenta-
rá un informe de conformidad con el artículo 69 de la
Constitución. 

2. Antes del arribo del Presidente de la República hará
uso de la palabra un legislador federal por cada uno de
los partidos políticos que concurran, representados en el
Congreso. Estas intervenciones se realizarán en orden
creciente, en razón del número de diputados de cada
grupo partidista y cada una de ellas no excederá de quin-
ce minutos. 

3. El Presidente del Congreso contestará el informe en
términos concisos y generales, con las formalidades que
correspondan al acto. Esta sesión no tendrá más objeto
que celebrar la apertura del periodo de sesiones y que el
Presidente de la República presente su informe; en tal
virtud, durante ella no procederán intervenciones o inte-
rrupciones por parte de los legisladores. 

4. Las Cámaras analizarán el informe presentado por el
Presidente de la República. El análisis se desarrollará
clasificándose por materias: en política interior, política
económica, política social y política exterior. 

5. Las versiones estenográficas de las sesiones serán re-
mitidas al Presidente de la República para su conoci-
miento.” 

De lo anterior, se puede apreciar que en la reforma consti-
tucional del artículo 69, del 15 de agosto de 2008, el legis-
lador no reformó el artículo 7° de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ya
que el numeral 1, sigue contemplando que el Presidente de
la Republica asistirá y presentara un informe, de confor-
midad con el artículo 69, constitucional, además de que los
numerales 2, 3, ,4 y 5, establecen el procedimiento y el
formato mediante el cual se desarrollara la presentación de
dicho informe. 

En razón de lo mencionado, es necesario armonizar la le-
gislación secundaria, reformando en este caso su correlati-
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vo en la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, es decir el artículo 7o. de la Ley, a
efecto de corregir esta deficiencia legislativa y eliminar
con ello la inconstitucionalidad del mismo. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Senadores, la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforma el numeral 1; y se derogan los
numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 7° de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue: 

Artículo 7o. 

1. El primero de septiembre de cada año, en la apertura de
las Sesiones Ordinarias del primer periodo del Congreso, el
Presidente de la República remitirá un informe del estado
que guarda la administración pública del país, de confor-
midad con el artículo 69 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

2. Se deroga.

3. Se deroga.

4. Se deroga.

5. Se deroga

6. Se deroga. 

7. Se deroga.

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 “Diccionario Universal de Términos Parlamentarios, versión elec-
trónica”, sistema intranet de la Cámara de Diputados, 2002. 

2 “Diccionario Jurídico Mexicano”. Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas- UNAM. Edit. Porrúa. México. 1993, págs. 1709 y 1710. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Senador Eviél Pérez Magaña (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias de la Cámara de Senadores.

INVESTIGUEN Y, EN SU CASO, CONSIGNEN Y
SANCIONEN, AL PRESIDENTE MUNICIPAL Y AL
SECRETARIO DE ADMINISTRACION DEL MUNICIPIO
DE EL MARQUES, EN ESA ENTIDAD, POR LA
PROBABLE COMISION DE DIVERSOS ILICITOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJ y a la Secretaría de la Contraloría del estado de
Querétaro, para que investiguen y, en su caso, consignen y
sancionen, al presidente municipal y al secretario de admi-
nistración del municipio de El Marqués, de esa entidad, por
la probable comisión de diversos ilícitos, suscrito por los
diputados José Luis Flores Méndez y María del Carmen
García de la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del
PRI

Los que suscriben, diputados José Luis Flores Méndez y
María del Carmen García de la Cadena Romero, integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, y de conformidad con lo previsto en los artí-
culos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a la consideración de esta honorable asamblea
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución, con base en las siguientes

Consideraciones

El pasado 5 de enero, el diario Reforma publicó en su pri-
mera plana una noticia por la cual se da a conocer cómo es
que el secretario de Administración del alcalde de El Mar-
qués, Querétaro, Noé Miguel Marín Noriega, cobra sobor-
nos y aplica sanciones de manera indebida a aquellos pro-
veedores que se niegan a pagar determinadas cantidades de
dinero a cambio de contratos con el ayuntamiento.1

De acuerdo con un video difundo en la página electrónica
del diario de referencia, el funcionario municipal se mues-
tra contando gruesos fajos de dinero, mientras asegura a su
interlocutor que tiene que entregarle ese dinero al presi-
dente municipal panista Enrique Vega Carriles.



Horas después de que se publicara la noticia, el alcalde
aseguró que el funcionario fue separado de su cargo, de
manera temporal, en lo que se realizan las investigaciones.

En su comunicado 001/2015, el gobierno de El Marqués
explicó que el funcionario tendrá que defenderse en el ór-
gano interno de control de la Contraloría Municipal.

Por su parte, el Comité Ejecutivo Nacional del PAN dio a
conocer que inició el proceso de expulsión de Marín Nor-
iega, grabado cuando cobraba “moches”.

Si bien es cierto el despido y la probable expulsión del fun-
cionario en comento constituyen acciones que abonan a es-
clarecer los hechos dados a conocer por Reforma, no lo es
menos que éstas deben ser tan sólo el principio de averi-
guaciones de mayor envergadura, que permitan conocer
hasta dónde llegan las redes de corrupción en el municipio
El Marqués.

Es por ello que se vuelve necesaria la intervención de la
Procuraduría General de Justicia del estado y de la Secre-
taría de la Contraloría queretana, a efecto de deslindar res-
ponsabilidades, toda vez que estamos frente a hechos que
podrían resultar constitutivos de delito y responsabilidad
administrativa, conforme a lo dispuesto por el artículo 268
del Código Penal del estado de Querétaro y 41 de la Ley de
Responsabilidades de los servidores públicos de Querétaro.

Resulta por demás lamentable la existencia de hechos co-
mo los dados a conocer por Reforma, sobre todo cuando
provienen de funcionarios provenientes de un partido polí-
tico cuya principal bandera lo es la creación de un sistema
nacional anticorrupción, el cual, estamos seguros, pronta-
mente será un realidad y contribuirá a dignificar el ejerci-
cio del servicio público en nuestro país.

Es por lo expuesto que se somete –de urgente y obvia re-
solución– a la consideración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Procuraduría General de Justicia y
a la Secretaría de la Contraloría del estado de Querétaro, a
efecto de que investiguen y, en su caso, consignen y san-
cionen al presidente municipal y al secretario de adminis-
tración del municipio de El Marqués, por la probable co-
misión de diversos ilícitos en contra del servicio público.

Nota:

1 Consultado en <http://www.reforma.com/edicionimpresa/aplicacio-
nEI/webview/iWebView.aspx?Pagina=339390&Grupo=2&Colec-
cion=1066&Folio=1642301&TipoTrans=8#ixzz3O12fLO71>, el 5 de
enero de 2015 a las 23:30 horas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Diputados:
José Luis Flores Méndez y María del Carmen García de la Cadena Ro-
mero (rúbricas).»

Se turna a Primera Comisión de Trabajo

COMISION PERMANENTE FELICITA A TABARE 
RAMON VAZQUEZ ROSAS POR SU TRIUNFO EN
LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES EN LA REPU-
BLICA ORIENTAL DE URUGUAY

«Proposición con punto de acuerdo, por el que la Comisión
Permanente felicita a Tabaré Ramón Vázquez Rosas por su
triunfo en las elecciones presidenciales en la República
Oriental del Uruguay, suscrito por la diputada Adriana
González Carrillo, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Adriana González Carrillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 78 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 58 y 59 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, presenta ante esta soberanía pro-
posición con punto de acuerdo por el que la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión felicita a
Tabaré Vázquez por su triunfo en las elecciones presiden-
ciales en la República Oriental del Uruguay realizadas en
noviembre de 2014 y al pueblo uruguayo por contribuir al
fortalecimiento de la democracia en su país, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

2014 fue un año electoral para Uruguay. El 26 de octubre
se llevó a cabo la primera ronda de votación para elegir al
nuevo presidente de la República Oriental del Uruguay que
gobernará los próximos cinco años. De la documentación
emitida por las juntas electorales resulta que el total de vo-
tos emitidos fueron 2 millones 372 mil 117. Los votos emi-
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tidos según las fórmulas inscritas de candidatos a presiden-
te y vicepresidente lograron los siguientes resultados. El
Partido Frente Amplio y sus candidatos Tabaré Ramón
Vázquez Rosas y Raúl Fernando Sendic Rodríguez, 1 mi-
llón 134 mil 187 votos; al Partido Nacional y sus candida-
tos, Luis Alberto Lacalle Pou y Jorge Washington Larraña-
ga Fraga, 732 mil 701 votos; al Partido Colorado y sus
candidatos Juan Pedro Bordaberry Herrán y Germán Ma-
nuel Coutinho Rodríguez, 305 mil 699 votos; al Partido In-
dependiente y sus candidatos Pablo Andrés Mieres Gómez
y Cornado Ricardo Ramos Larraburu, 73 mil 369 votos; al
Partido Asamblea Popular y sus candidatos Gonzalo Ma-
riano Abella García y Gustavo Gerardo López Lavignasse,
26 mil 800 votos; al Partido de los Trabajadores y sus can-
didatos Rafael Ignacio Fernández Rodríguez y Andrea Re-
vuelta Segredo, 3 mil 218 votos y al Partido Ecologista Ra-
dical Intransigente y sus candidatos César Enrique Vega
Erramuspe y Richard Hugo Álvarez Sangiao, 17 mil 835
votos.

En esta primera ronda, ninguna de las fórmulas presiden-
ciales obtuvo la mayoría absoluta de votantes exigida por
la Constitución. Sin embargo, dado que las dos fuerzas po-
líticas más votadas fueron la de Tabaré Vázquez, del Fren-
te Amplio, con un 48 por ciento y la de Lacalle Pou del Par-
tido Nacional, con el 31 por ciento, estos fueron los
candidatos que pasaron a la siguiente ronda de la carrera
presidencial, la cual se conoce como balotaje y fue esta-
blecida en la reforma electoral de 1996.

En la segunda elección el 30 de noviembre de 2014, votó
el 80 por ciento de los 2.6 millones de uruguayos habilita-
dos para sufragar, 10 puntos porcentuales menos de los vo-
tos de la primera ronda. El resultado final favoreció a Ta-
baré Vázquez, quien obtuvo un 54 por ciento de los votos,
vis a vis Lacalle Pou, quien recibió el 41 por ciento. Am-
bos candidatos propiciaron un ambiente electoral de respe-
to y reconocimiento de los resultados de los comicios,
mostrando la integridad del proceso democrático.

Durante este proceso electoral también fueron electos los
integrantes del Poder Legislativo por un mandato de cinco
años. Se eligieron 30 senadores. El Frente Amplio obtuvo
15 escaños, el Partido Nacional obtuvo 10 escaños, el Par-
tido Colorado 4 escaños y 1 escaño para el Partido Inde-
pendiente. En la Cámara de Diputados fueron electos 99 le-
gisladores de los cuales el Frente Amplio alcanzó 50, el
Partido Nacional 32, el Partido Colorado 13, 3 fueron in-
dependientes y 1 por Asamblea Popular.

Tabaré Vázquez reemplazará a José Mujica, de 79 años,
quien hace cinco años lo relevó. Su victoria es histórica,
pues representa la más amplia que ha habido en una se-
gunda ronda, desde el establecimiento del sistema electoral
actual. El nuevo mandatario asumirá el cargo el 1 de mar-
zo, tal como prescribe la Constitución uruguaya, que sólo
permite repetir el cargo de presidente de forma no conse-
cutiva.

La postura de Tabaré, ante su triunfo en la elección, se ha
caracterizado por el llamado a la unión nacional. Así el
mandatario electo expresó: “Quiero contar con todos los
uruguayos, pero no para que me sigan, sino para que me
guíen y me acompañen”. El trabajo con base en la unidad
es la lógica sobre la cual las democracias deben consoli-
darse, desde el Congreso mexicano compartimos y cele-
bramos este llamado.

Es importante reconocer también a  la institución nacional
responsable de organizar y conducir este proceso democrá-
tico, a la Corte Electoral de la República Oriental de Uru-
guay. Durante las dos rondas electorales la Corte desarro-
lló un papel trascendente, y después de ambos comicios
promovió el conteo inmediato de los votos para dar con
certeza y prontitud a los resultados. Los legisladores mexi-
canos nos congratulamos por la fortaleza institucional ob-
servada en las elecciones, la actitud demócrata de los can-
didatos participantes y la activa participación ciudadana
han hecho que la jornada electoral haya sido pacífica, de-
mocrática y ejemplar.

Para México es de gran importancia que países hermanos
consoliden sus democracias, dado que es la mejor manera
de brindar a los ciudadanos la oportunidad de gozar de una
mejor calidad de vida basada en el respeto a los derechos
humanos. Es por ello felicitamos al pueblo de Uruguay y a
su mandatario electo, recordando que nuestra relación bila-
teral es de gran trascendencia para el pueblo mexicano. 

Nuestros vínculos diplomáticos iniciaron en 1831. Poste-
riormente, en 1856 las relaciones bilaterales se enfocaron
simplemente al envío de cartas. No obstante, el inicio for-
mal de las relaciones diplomáticas ocurre en 1901, una vez
que el gobierno uruguayo nombra a su primer representan-
te ante el gobierno mexicano, Juan Cuestas, en calidad de
Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario. El 13
de mayo de 1902, México reanuda las relaciones diplomá-
ticas y nombra Enviado Extraordinario y Ministro Plenipo-
tenciario en Uruguay, a Francisco León de la Barra.



En la historia de la relación bilateral ha habido momentos
difíciles, como el periodo de la dictadura en Uruguay,
cuando nuestros gobiernos mantuvieron una relación ríspi-
da dada la postura mexicana de apoyar al pueblo uruguayo.
Entre diciembre de 1975 y septiembre de 1978, el embaja-
dor de México en Uruguay, Vicente Muñiz Arroyo (entre-
gó credenciales en junio de 1974 y permaneció a cargo de
la embajada hasta el 11 de mayo de 1977) concedió asilo
diplomático a centenares de uruguayos perseguidos por ra-
zones políticas. Para la mayoría se obtuvieron salvocon-
ductos que permitieron trasladarse a México sanos y sal-
vos. Una vez que las autoridades empezaron a negar el
otorgamiento de los salvoconductos se negoció con Espa-
ña y algunos países la recepción de los asilados, esto se dio
hasta mediados de 1977. La embajada de México se distin-
guió por ser la única representación que permitió el asilo
diplomático. 

Cuando se reanudó la democracia en Uruguay en 1985 se
fortaleció la relación bilateral con México. Los tiempos di-
fíciles de la dictadura sirvieron para construir un espíritu de
solidaridad entre nuestras naciones, lo cual creo cimientos
para llevar nuestra cooperación a niveles importantes en
diversas áreas y temas. De una relación meramente de
amistad, creció un vínculo humanitario y también econó-
mico. Los Estados Unidos Mexicanos y la República
Oriental del Uruguay fortalecieron los vínculos comercia-
les al firmar el Tratado de Libre Comercio el 15 de julio de
2004.

Con el Tratado de Libre Comercio bilateral hemos: reafir-
mado los lazos especiales de amistad y cooperación entre
nuestros nacionales; fortalecido la integración económica
regional, la cual constituye uno de los instrumentos esen-
ciales para que los países de América Latina avancen en su
desarrollo económico y social, asegurando una mejor cali-
dad de vida para nuestros pueblos; creado un marco jurídi-
co que propicie las condiciones necesarias para el creci-
miento y la diversificación de las corrientes de comercio;
alentado la innovación y la creatividad y fomentado el co-
mercio de bienes y servicios que estén protegidos por de-
rechos de propiedad intelectual; y sin duda alcanzado un
nivel de excelencia en la relación, con un gran nivel de dia-
logo político.

Es importante destacar que la relación bilateral se ha insti-
tucionalizado a través de varios mecanismos como la Co-
misión Binacional Permanente, establecida el 9 de octubre
de 1990. La primera Reunión de la Comisión tuvo lugar en
la ciudad de México, los días 17 y 18 de julio de 1996 y tu-

vieron que pasar 12 años para que la segunda se llevara a
cabo en 2008. Nuestros países han utilizado este marco de
diálogo para tratar cuatro ejes temáticos: Asuntos Políticos;
Asuntos Económicos, Comerciales y Financieros; Coope-
ración Educativa y Cultural y Cooperación Técnica y Cien-
tífica. La continuación de este espacio de dialogo es im-
portante para continuar fortaleciendo nuestra relación.

México y Uruguay han firmado una serie de tratados, con-
venios y acuerdos en diversos sectores de interés para am-
bos países. Para México, Uruguay constituye un valioso in-
terlocutor con el Mercosur, con múltiples coincidencias en
materia de política internacional. Además, en el plano re-
gional y multilateral, los países comparten posiciones afi-
nes en múltiples temas: La promoción de la democracia y
los derechos humanos; el combate al crimen organizado y
al narcotráfico; la defensa del medio ambiente y la promo-
ción del desarme internacional.

No menos importantes son nuestras respectivas diásporas.
Los mexicanos residentes en Uruguay y los uruguayos que
viven en México son un lazo humano y cultural, significa-
tivo para el entendimiento mutuo. También la felicitación
por el triunfo de la democracia en Uruguay, en las eleccio-
nes de 2014, la extendemos a estos nacionales uruguayos
que viven en nuestro país, pero que no dejan de tener un
vínculo histórico, político y sentimental con su patria.

Los legisladores mexicanos celebramos la democracia en
Uruguay, nación hermana, que hoy permite a sus ciudada-
nos elegir a su presidente, vicepresidente y al Poder Legis-
lativo integrado por senadores y diputados. Estamos segu-
ros que el presidente Tabaré Vázquez será un jefe de
Estado que sabrá mantener y conducir buenas relaciones
con el mundo, sus vecinos en el hemisferio y, desde luego,
con el pueblo de México. Los legisladores mexicanos le
deseamos éxito en su mandato en beneficio del pueblo uru-
guayo y de los pueblos latinoamericanos.

Por lo anterior, se somete a la consideración de esta hono-
rable asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión felicita a Tabaré Ramón Vázquez Rosas por su
triunfo en las elecciones presidenciales en la República
Oriental del Uruguay realizadas en noviembre de 2014 y al
pueblo uruguayo por contribuir al fortalecimiento de la de-
mocracia en su país.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.—
Diputada Adriana González Carrillo (rúbrica).»

Se remite a la Segunda Comisión de Trabajo.

CONVOCA AL COMISIONADO PARA LA SEGURI-
DAD Y EL DESARROLLO INTEGRAL EN EL ESTADO
DE MICHOACAN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que la Comisión
Permanente convoca al comisionado para la seguridad y el
desarrollo integral en Michoacán, para que informe sobre
la seguridad en esa entidad, las acciones que ha implemen-
tado para combatir la violencia y sobre el enfrentamiento
que se dio en La Ruana, suscrito por la diputada Lilia Agui-
lar Gil, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, diputada federal Lilia Aguilar Gil, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
con fundamento en los artículos 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
relación con el 58 y el 59 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración del pleno de esta Co-
misión Permanente el siguiente punto de acuerdo de ur-
gente u obvia resolución por el que la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión convoca al
comisionado para la Seguridad y el Desarrollo Integral en
Michoacán a presentar informe presencial, bajo las si-
guientes

Consideraciones

La figura de comisionado de la Seguridad y el Desarrollo
Integral en Michoacán se creó mediante decreto presiden-
cial publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 15
de enero de 2014, ignorando el sistema jurídico mexicano,
al carecer de sustento constitucional y violar la soberanía
del estado de Michoacán.

Lo anterior en consideración de los dispuesto en el artícu-
lo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos que señala que en caso de trastorno interior o
sublevación en los estados, los Poderes de la Unión tienen
el deber de proteger a los estados, a petición de la Legisla-
tura del estado correspondiente o por su Ejecutivo, sólo en
caso de que la Legislatura no estuviere reunida.

Conforme al artículo 31 de la Constitución de Michoacán,
su Congreso sesiona por años legislativos comprendidos
del 15 de enero al 14 de enero del próximo año, por lo que
correspondía a éste solicitar a los Poderes de la Unión su
auxilio.

No obstante, fue el gobernador quien solicitó el apoyo al
gobierno federal en materia de seguridad pública, con ob-
jeto de enfrentar la situación de violencia e inseguridad que
se ha presentado en el territorio michoacano.

Aunado a que el momento generador estuvo fuera del mar-
co jurídico, se advierte que durante su mandato, el comi-
sionado de Seguridad y el Desarrollo Integral en Michoa-
cán, Alejandro Castillo Cervantes constantemente vulnera
una de las máximas de nuestro estado de derecho: el prin-
cipio de la división de Poderes, así como violación a los de-
rechos humanos.

El comisionado, según el artículo quinto, fracción II, del
decreto por el que se crea la Comisión para la Seguridad y
el Desarrollo Integral en el estado de Michoacán, es com-
petente para formular y ejecutar políticas, programas y ac-
ciones orientadas a la prevención de delitos, fortalecimien-
to institucional, reconstrucción del tejido social,
restablecimiento de la seguridad y desarrollo integral de
Michoacán, y aplicarlas en coordinación con las autorida-
des federales, estatales y municipales.

Asimismo, conforme al párrafo tercero del artículo 1o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
toda autoridad en el ámbito de sus competencias, tienen la
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad.

Sin embargo, la efectividad del Comisionado se ha puesto
en duda debido a que no se advierte un avance en la pre-
vención de delitos, combate a la delincuencia organizada y
un excesivo uso de autoridad.

El 16 de diciembre de 2014, en La Ruana, Michoacán ante
la presencia de policías federales y la gendarmería, acaeció
un enfrentamiento entre un grupo de personas afines a Hi-
pólito Mora, comandante de la fuerza rural en dicho muni-
cipio y Luis Antonio Torres “El Americano”, líder de ex
miembros de la fuerza rural; y resultaron 11 muertos, entre
ellos el hijo de Hipólito Mora.



De conformidad con lo señalado por la juez competente,
diez de los fallecidos pertenecían al grupo de Luis Antonio
Torres y sólo uno a Hipólito Mora. No obstante el comi-
sionado Castillo señaló que cinco eran del grupo de Mora
y seis de El Americano.

Los testimonios sobre el inicio y motivo del tiroteo varían
según la fuente: Luis Antonio Torres señala que fue la gen-
darmería quien abrió el fuego; Hipólito Mora apunta a
hombres de El Americano y el comisionado Castillo indica
que el fuego se inició debido a una rivalidad que subiste
entre El Americano e Hipólito Mora que data del tiempo en
que ambos formaban parte de los grupos de autodefensas.

Derivado del enfrentamiento el juez segundo de Apatzin-
gán ha girado 56 órdenes de aprehensión por el delito de
homicidio calificado en agravio de 10 personas, de las cua-
les se han ejecutado 37 órdenes (27 contra los integrantes
del bando de Hipólito Mora y 10 de El Americano). No
obstante, juez negó a la Procuraduría de Michoacán la or-
den de aprensión por la muerte de Manuel Mora.

El 27 de diciembre Hipólito Mora se entregó voluntaria-
mente junto con 26 de sus seguidores y fueron puestos a
disposición del juez competente.

Cuatro días después, el 31 de diciembre, Luis Antonio To-
rres y nueve de sus seguidores se entregaron a las autori-
dades estatales y federales, quienes fueron trasladados al
penal David Franco Rodríguez por delito de homicidio ca-
lificado. Aunque hay más personas involucradas, El Ame-
ricano declaró que acordaron la entrega de solamente nue-
ve de sus hombres por temor a que la organización
delictiva conocida como Los Viagras se apodere de la zo-
na.

El 3 de enero de 2015 Hipólito Mora y sus hombres reci-
bieron auto de formal prisión, derivado de la resolución
emitida por la juez María Consuelo López, del juzgado pri-
mero en Materia Penal, luego de que consideró suficientes
las pruebas para acusar a Mora y a 26 de sus hombres por
el tiroteo ocurrido en La Ruana, la localidad de donde era
jefe de la Fuerza Rural local.

De la información disponible se advierte confusión y sesgo
de la información y de la acción de la justicia.

A partir de los hechos de La Ruana, en Michoacán se han
confirmado una serie de abusos y excesos que el comisio-
nado había ejercido desde que tomó posesión de su nuevo

encargo como es la invasión de competencia de los distin-
tos poderes estatales y municipales.

Conforme a un reporte independiente de grupo CNN, rea-
lizado a partir de fuentes oficiales, desde que el comisio-
nado Castillo tomo el cargo en Michoacán, en los primeros
seis meses (febrero a julio) la entidad han crecido delitos
de alto impacto como asesinatos (35.3 por ciento), extor-
siones (41 por ciento) y robo de automóviles (13.3 por
ciento), y sólo el secuestro ha disminuido (11.8 por ciento).

La falta de compromiso para llevar a todos los delincuen-
tes ante la justicia como es Servando Gómez “la Tuta”, lí-
der de los templarios, y pactar la entrega de otros en cir-
cunstancias que rayan en el surrealismo, es una de las
razones de por qué Michoacán se encuentra en el estado de
inseguridad y violencia actual.

Dado los hechos recientes, se requiere que el comisionado
Alfredo Castillo, rinda un informe presencial ante la Co-
misión Permanente del honorable Congreso de la Unión,
para que dé a conocer las acciones que ha implementado en
Michoacán para combatir y reducir los niveles de violencia
y la actuación del crimen organizado, así como las estrate-
gias para salvaguardar los derechos humanos durante el
ejercicio de sus funciones.

Por lo expuesto, se somete a consideración los siguientes

Resolutivos

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, convoca al comisionado para la Seguridad
y el Desarrollo Integral en el estado de Michoacán, Alfre-
do Castillo Cervantes, para que acuda ante esta soberanía a
rendir informe presencial del estado que guarda la seguri-
dad en Michoacán.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, convoca al Comisionado para la Seguridad
y el Desarrollo Integral en el estado de Michoacán, Alfre-
do Castillo Cervantes, para que acuda ante esta soberanía a
rendir informe presencial respecto de las acciones que ha
implementado en Michoacán para combatir y reducir los
niveles de violencia y la actuación del crimen organizado,
así como las estrategias para salvaguardar los derechos hu-
manos durante el ejercicio de sus funciones.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, convoca al comisionado para la Seguridad
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y el Desarrollo Integral en el estado de Michoacán, Alfre-
do Castillo Cervantes, para que acuda ante esta soberanía a
rendir informe presencial en relación con el enfrentamien-
to que se dio en La Ruana, Michoacán, la detención de los
involucrados, su puesta a disposición y auto de formal pri-
sión.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Diputada
Lilia Aguilar Gil (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

INFORMEN SOBRE LOS RESULTADOS DE LA
CAMPAÑA CONTRA LA ROYA DEL CAFETO IMPLE-
MENTADA EN 2013 Y 2014

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sagarpa y al Senasica, para que informen sobre los re-
sultados de la campaña contra la roya del cafeto imple-
mentada en 2013 y 2014, suscrito por el senador Eviél Pé-
rez Magaña, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Eviel Pérez Magaña, senador de la Repú-
blica en la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
78, fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 116 y 127 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 8, nu-
meral 1, fracción II, del Reglamento del Senado de la Re-
pública, somete a consideración de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión, la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo que exhorta respetuosamente
a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y al Servicio Nacional de Sanidad,
Inocuidad y Calidad Agroalimentaria para que informen
sobre los resultados obtenidos en la campaña contra la ro-
ya del cafeto implementada en 2013 y 2014; exhortando a
la dependencia y entidad mencionadas para que en 2015 se
amplíe la superficie a atender en el estado de Oaxaca.

Consideraciones

El Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad
Agroalimentaria (Senasica), a través de su director en jefe,
hizo público que en 2015 se establecerá oficialmente la
Campaña contra la Roya del Café1.

Senasica es un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación (Sagarpa) que garantiza a nivel nacional la sanidad
e inocuidad de los productos de origen animal y vegetal en
beneficio de la sociedad, en cumplimiento a las atribucio-
nes que tiene asignadas en el Reglamento Interior de Sa-
garpa y en su propio manual de organización.

Del citado manual de organización de Senasica, el artículo
49 enumera sus atribuciones2, dentro de las cuales destaco
las siguientes:

Artículo 49 del Reglamento Interior de la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, publicado el 10 de julio de 2001, hasta en tanto no
se emita el Reglamento Interior del Servicio Nacional de
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria tendrá las
siguientes atribuciones:

I. Aplicar y vigilar el cumplimiento de las disposiciones
en materia de sanidad vegetal y sanidad animal e impo-
ner las sanciones respectivas;

… 

IV. Normar y evaluar los programas para la prevención,
control, combate de plagas y enfermedades que afecten
a la agricultura y a la ganadería; proponer mecanismos
de coordinación con los gobiernos del Distrito Federal y
de los estados, así como con organismos auxiliares para
su implantación, y emitir un dictamen sobre su cumpli-
miento y recomendar las medidas correctivas que pro-
cedan;

…

En cumplimiento de esas atribuciones, la Dirección Gene-
ral de Sanidad Vegetal emitió el manual técnico para el ma-
nejo preventivo de la roya del cafeto, versión 20133, cuyo
objetivo general es establecer los lineamientos técnico-
operativos que deben ejecutarse para la aplicación de las
medidas preventivas contra la roya del cafeto, como base
para la ejecución de la campaña contra esta enfermedad.

La roya del cafeto, ilustra el citado manual técnico, es una
enfermedad producida por un hongo (Hemileia vastratix)
considerada común en el aromático; ataca a las hojas de los
cafetos de las variedades comerciales que se cultivan en la
mayor parte de las regiones cafetaleras de México; hizo su



aparición en la cafeticultura mexicana en 1981 en el área
de Soconusco, Chiapas, en los límites de Guatemala.

Dicho manual agrega: “Con la finalidad de evitar pérdidas
en la calidad y cantidad de producción de café en los ciclos
posteriores, a partir de 2013 operará la campaña contra la
roya del cafeto, como parte de un programa integral para el
control de la enfermedad en los estados de Chiapas, Oaxa-
ca, Puebla y Veracruz, donde se realizarán acciones de
muestreo, capacitación a técnicos y productores, divulga-
ción, control cultural y control químico. Así como en los
demás estados productores donde el personal técnico de la
campaña contra la broca del café realizará acciones enca-
minadas al cumplimiento del objetivo de la estrategia con-
tra la roya del cafeto”. En la versión 2013 de dicho manual
se especificó la superficie a atender de once entidades fe-
derativas, de acuerdo a la siguiente relación:

“4.2.4. Superficie a atender por estado: En cada enti-
dad federativa se atenderá la siguiente superficie:

Chiapas 13 mil 500 hectáreas  
Oaxaca: 5 mil hectáreas
Veracruz: 4 mil hectáreas  
Puebla: 3 mil 500 hectáreas 
Hidalgo: 3 mil 500 hectáreas
Querétaro 300 hectáreas
San Luis Potosí: 2 mil 500 hectáreas
Nayarit: 3 mil hectáreas
Jalisco: mil hectáreas
Colima: 850 hectáreas
Guerrero: 2 mil 500 hectáreas”

Respecto al estado de Oaxaca, datos recientes de la Secre-
taría de Desarrollo Agropecuario, Forestal, Pesca y Acua-
cultura (Sedafpa)4, de gobierno del estado, arrojan que en
150 municipios de la entidad, que conforman siete regiones
cafetaleras, se cultivan 128,286.61 hectáreas de café que
representan 18.70 por ciento de la superficie cafetalera a
nivel nacional; que están acreditados un total de un millón
cien mil 849 productores empadronados; que cien mil 849
familias viven del cultivo del café, representando 12.20 por
ciento de los hogares oaxaqueños; y seis millones 500 mil
oaxaqueños se benefician directamente, representando una
séptima parte de la población estatal.

Estos datos oficiales son suficientes para apreciar la im-
portancia que representa el cultivo del café en Oaxaca y
por consiguiente, la necesidad de combatir la roya del ca-
feto.

En tal virtud, la presente proposición, tiene como objeto
exhortar a los titulares de Sagarpa y del Senasica para que
rindan un informe sobre los resultados obtenidos en 2013 y
2014 respecto a dicha campaña; y por los datos expuestos
particularmente del estado de Oaxaca, que en el próximo
2015 se amplíe la superficie a atender en dicha entidad fe-
derativa.

Por lo expuesto, someto a consideración de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente a la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y al
Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroa-
limentaria para que informen sobre los resultados obteni-
dos en la campaña contra la roya del cafeto implementada
en 2013 y 2014; y por las razones expuestas en las consi-
deraciones que anteceden, que en 2015 se amplíe la super-
ficie a atender en el estado de Oaxaca.

Notas:

1 Consultado el 15 de diciembre de 2014 en: http://www.
senasica.gob.mx/?IdNot=1900 

2 Manual de Organización de SENASICA consultado el 15 de diciem-
bre de 2014 en: http://senasica.mx/?id=5781 

3 Consultado el 15 de diciembre de 2014 en: http://www.royacafe.lan-
ref.org.mx/Documentos/Manualtecnicoroya.pdf 

4 Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Forestal, Pesca y Acuacultu-
ra (SEDAFPA), datos consultados el 17 de diciembre de 2014 en:
http://www.sedafp.oaxaca.gob.mx/pages/boletines/2014/agosto/4eta-
pa-combate-roya-cafeto.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Senador Eviel Pérez Magaña (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.
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RELACION AL TEMA DE LA EMPRESA HIGA

«Proposición con punto de acuerdo, para que el titular de la
SFP comparezca ante la Comisión Permanente, en relación
al tema de la empresa Higa, suscrito por senadores del Gru-
po Parlamentario del PAN

Laura Angélica Rojas Hernández, Juan Carlos Romero
Hicks, Daniel Gabriel Ávila Ruiz y María del Pilar Ortega
Martínez, senadoras y senadores integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en los artículos 78, fracción III, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 116 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, fracción II ,y 58, fracción I, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos, presenta al pleno de la Comisión Per-
manente la siguiente proposición con puntos de acuerdo

Consideraciones

Los mayores escándalos del año 2014 que concluyó, fue-
ron sin lugar a dudas el de la “Casa blanca”, relacionado
con la cancelación de la licitación del tren México- Queré-
taro, en medio de los peores contextos sociales que ha vi-
vido el país. Ante ello, el Gobierno Federal no dio mayor
respuesta que un video de la Primera dama, explicaciones
jurídicamente incorrectas del vocero de la Presidencia y
una declaración pública de simulación de transparencia,
pues seguimos sin conocer la evolución patrimonial de la
familia presidencial. 

Lamentablemente, la licitación del tren México- Querétaro
no fue lo único que probablemente haya sido afectada por
el probable conflicto de interés del Presidente de la Repú-
blica con el Grupo Higa, sino que esa empresa también es
la encargada de la modernización del hangar presidencial,
que según la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
requiere de una inversión de 658  millones de pesos. 

A lo anterior, hay que sumar la asignación de contratos
multimillonarios a Grupo Higa otorgados por el Gobierno
del Estado de México desde hace doce años que ascienden
a 23 mil millones de pesos aproximadamente, solamente en
esa entidad. Se contrató a Grupo Higa para 1) la remodela-
ción del estadio de la Universidad Autonomía del Estado
de México, 2) el viaducto elevado bicentenario, 3) la auto-
pista Toluca- Atlacomulco, 4) el estacionamiento del aero-
puerto de Toluca, 5) el libramiento de Acambay, entre
otros. 

Frente al posible conflicto de interés entre el presidente de
la República y otros miembros de su gabinete con el Gru-
po Higa, el 2 de diciembre de 2014 los senadores del PAN
y del PRD presentamos un paquete de puntos de acuerdo
en los que solicitamos:

1) Que la Secretaría de la Función Pública informe so-
bre las contrataciones de la administración pública fe-
deral realizadas con la empresa Grupo Higa o las em-
presas en que el señor Juan Armando Hinojosa Cantú
sea socio o accionista. 

2) Que la Secretaría de la Contraloría del estado de Mé-
xico investigue y, en su caso, sancione la probable in-
fracción a la Ley de Responsabilidades de los Servido-
res Públicos del Estado y Municipios por la celebración
del contrato de compraventa entre  la cónyuge del en-
tonces gobernador de la entidad, Enrique Peña Nieto, y
Grupo Higa. 

El trabajo de las instituciones que vigilan el desempeño de
la función pública y el inicio de las investigaciones para
determinar si hay responsables que hayan afectado el patri-
monio multimillonario de los mexicanos es indispensable.
Sin embargo, no se han iniciado tales procedimientos en
estos asuntos en particular.

En cambio, hay que contrastar la actuación del Gobierno
Federal ante un escándalo de un millón de pesos por un
Porsche que por los 7 millones de dólares de la Casa blan-
ca, relacionados con los 658 millones de pesos si tomamos
en cuenta solamente el contrato de la modernización del
hangar presidencial. 

En el comunicado 047, de 28 de diciembre del año pasado,
la Secretaría de la Función Pública informó el inicio de una
investigación a Heliodoro Antonio Díaz Aguirre, en su ca-
lidad de funcionario público adscrito a Liconsa, por la pre-
sunta donación de un vehículo por parte de su padre, He-
liodoro Díaz Escárraga, a fin de determinar el origen lícito
de los recursos utilizados para la adquisición del automó-
vil, según una publicación del Facebook de Díaz Aguirre.

La Función Pública en su comunicado menciona que las in-
vestigaciones se realizan “derivado de la información que
apareció en los medios”. Es decir, la Secretaría inició una
investigación de oficio, de inmediato, al día siguiente de la
reproducción en medios de comunicación la publicación de
una cuenta de Facebook de un funcionario público, por os-
tentar un bien de un millón de pesos. ¿Por qué no vimos es-



to cuando estuvo el conflicto de interés por la Casa blanca
en todos los medios de comunicación durante semanas?

Nos congratulamos de la eficiencia la eficacia de la Secre-
taría de la Función Pública en este asunto en la apertura de
la investigación de oficio, sin que haya mediado denuncia.
Sin embargo, los asuntos en que se presuma corrupción de-
be tratarse en igualdad de circunstancias tomando en cuen-
ta la magnitud del daño causado a los mexicanos y a su pa-
trimonio. 

Ante estos sucesos, se hace urgente la creación del Sistema
Nacional Anticorrupción. Según Mauricio Merino en su ar-
tículo Combatir la corrupción, la lógica que resumen las
propuestas de la sociedad civil para el combate a la co-
rrupción en México: “1) que haya instituciones públicas
fuertes, dedicadas a velar por la honestidad de los asuntos
públicos; 2) que esas instituciones gocen de autonomía de
gestión y de decisión; y 3) que estén articuladas entre sí, de
manera que formen un sistema de pesos y contrapesos”. 

Estas características no se ven en el actuar de la Secretaría
de la Función Pública. Desafortunadamente la eficacia en
el inicio de la investigación por el caso del Porsche no la
vemos aplicada a los casos más trascendentes. ¿Por qué an-
te un escándalo de un millón de pesos se inicia una inves-
tigación al día siguiente de que sale en medios de comuni-
cación y no ante los constantes reclamos y movilizaciones
sociales por el presunto conflicto de interés por la Casa
blanca con un valor de 7 millones de dólares –que con el
valor del dólar hoy en día supera los cien millones de pe-
sos?

Tanto Transparencia Mexicana como la Red por la Rendi-
ción de Cuentas han dejado claro que las instituciones que
vigilen el desempeño del servicio público y que combatan
la corrupción deben evitar ser instituciones de persecución
política, sino que deben gozar de independencia para que
se investiguen todos los casos de posible corrupción en
igualdad de circunstancias, aunque con especial énfasis en
casos graves. 

¿Cuál es el criterio para iniciar una u otra investigación de
oficio por parte de la Secretaría de la Función Pública?,
¿Cuántas investigaciones de oficio se presentaron en 2014?
En el Portal de Transparencia la Secretaría no da cuenta de
esa información, ni tampoco sobre cuántas investigaciones
tiene abiertas.  

Reconocemos el buen trabajo de la Función Pública, sin
embargo, los mexicanos también hemos sufrido las conse-
cuencias de sus omisiones. Por lo anterior, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Primero. Esta Comisión Permanente exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de la Función Pública a iniciar, a la
brevedad, una investigación del posible conflicto de interés
del Presidente de la República y los miembros de su gabi-
nete ampliado con relación a la empresa Grupo Higa y las
empresas de que sea socio o accionista el señor Juan Ar-
mando Hinojosa Cantú.

Segundo. Esta Comisión Permanente cita a comparecer al
encargado de despacho de la Secretaría de la Función Pú-
blica, Juan Olivas, para que explique los criterios de inicio
de una investigación de oficio y por qué no se inició inves-
tigación por el asunto de la “Casa blanca”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Senadores:
Laura Angélica Rojas Hernández, Juan Carlos Romero Hicks, Daniel
Gabriel Ávila Ruiz y María del Pilar Ortega Martínez. (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

INTERVENGAN EN LOS CASOS DE LUCHADORES
SOCIALES DETENIDOS POR EL GOBIERNO DE ESA
ENTIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CNDH y al Congreso de Puebla, para que intervengan en
los casos de luchadores sociales detenidos por el gobierno
de esa entidad, suscrito por la senadora Dolores Padierna
Luna, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, senadora de la república Dolores Padierna Lu-
na, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LXII Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los ar-
tículos 58, 59, 176 y demás disposiciones relativas y
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
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mete a consideración de esta asamblea la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos y al Congreso del
estado de Puebla para intervenir, en el ámbito de sus atri-
buciones, en los casos de luchadores sociales detenidos por
el gobierno de Rafael Moreno Valle, con carácter de ur-
gente y obvia resolución, de conformidad con las siguien-
tes

Consideraciones

El 6 de abril de 2014, en el estado de Puebla, fue detenida
Doña Enedina Rosas Vélez. Su delito: negarse a firmar en
su calidad de comisaria ejidal, la autorización para el paso
del gasoducto, que se pretende construir como parte del
proyecto integral Morelos. 

Al día siguiente de la detención de Enedina Rosas, el de-
fensor de Derechos Humanos, Juan Carlos Flores, también
opositor a dicho proyecto, comenzó a organizar las mani-
festaciones por su liberación, y después de acudir a una
reunión a la Comisión Estatal de Derechos Humanos del
Estado, fue detenido con lujo de violencia y acusado por
delitos que nunca cometió, con base en falsos testimonios
rendidos por diversas autoridades policiales. 

Estas aprehensiones ilegales marcaron el inicio de una po-
lítica de represión y hostigamiento contra quienes se mani-
fiestan o se oponen a las decisiones o mandatos del Gober-
nador Moreno Valle, quien ha utilizado a las instituciones
del Estado para encarcelar injustamente a decenas de acti-
vistas, defensores y autoridades municipales que lo cues-
tionaban pública y pacíficamente.

A las detenciones de Enedina y Juan Carlos, se sumaron la
de Abraham Cordero, también opositor del Proyecto Inte-
gral Morelos; así como la de más de una docena de cam-
pesinos, indígenas y ancianos, quienes protestaron contra
la supresión del servicio del registro civil en sus pueblos y
quienes además son autoridades elegidas mediante el siste-
ma de usos y costumbres indígenas por sus propias comu-
nidades. Incluso ha detenido a abogados y ejidatarios que
se han opuesto a que sus tierras sean expropiadas con fines
comerciales y que han resistido los embates del poder pú-
blico estatal para despojarlos de su único patrimonio. 

De acuerdo con la documentación realizada por organiza-
ciones civiles, grupos de abogados y familiares, ni la Co-
misión Estatal de Derechos Humanos ni el Poder Judicial
del Estado han puesto límite  a las flagrantes violaciones a

los derechos humanos cometidas por las instituciones que
actúan al servicio del Poder Ejecutivo. Más bien, de acuer-
do a las propias organizaciones, tanto el Poder Judicial co-
mo la Comisión de Derechos Humanos, actúan al servicio
del Gobernador y legitiman las flagrantes violaciones a los
derechos humanos que se han venido cometiendo durante
todos estos meses en contra de activistas, defensores, auto-
ridades indígenas y cualquier persona que públicamente se
atreva a disentir con el titular del Ejecutivo del estado.

Es decir, en Puebla, no hay ninguna institución que limite
o evite las arbitrariedades cometidas por el Gobernador. La
persecución y encierro que el gobierno de Puebla impone a
activistas, defensores y autoridades indígenas, es una res-
puesta violenta contra una diversidad de manifestaciones
ciudadanas pacíficas en defensa del territorio, del patrimo-
nio cultural y la identidad de los pueblos. 

En todos los casos, sin importar la motivación o causa so-
cial que se defienda o enarbole, y simplemente por la opo-
sición a las decisiones del Gobernador, se ha establecido
como regla el uso político del derecho y de las institucio-
nes de procuración y administración de justicia, así como
de defensa de los derechos humanos, en todos los casos do-
cumentados se ha evidenciado la fabricación de delitos, las
falsas acusaciones de policías y empresarios ligados al Go-
bierno, así como la validación de detenciones arbitrarias e
ilegales, en donde se han incluido resoluciones judiciales
inverosímiles y violatorias de los derechos humanos.

Como parte de la falta de mecanismos de control y vigi-
lancia de la actuación de las instituciones y poderes del Es-
tado, se suma la falta de un Consejo de la Judicatura que
inspeccione las actuaciones de aquellos juzgadores que se
han prestado a la utilización política del derecho y al abu-
so de poder.

Este tipo de abusos cometidos utilizando las instituciones
públicas, es considerado técnicamente por especialistas y
mecanismos internacionales de protección a los derechos
humanos como una "desviación de poder”, donde el obje-
tivo fundamental es proteger poderes económicos y políti-
cos, utilizando la ley en detrimento de una persona o un
grupo de personas interpretándola en su contra y atentando
contra sus libertades y derechos.

Con su actuación, el gobierno del Estado de Puebla en su
conjunto, se encuentra vulnerando los derechos a la liber-
tad, la integridad, al acceso a la justicia y al debido proce-
so de quienes participan activamente en las luchas sociales



y  reivindican el derecho a la consulta previa, libre e infor-
mada, a propósito de supuestos proyectos de desarrollo que
los afectan directamente, además violenta los principios de
los sistemas normativos indígenas basados en usos y cos-
tumbres, trasgrediendo con ello su propio mandato Consti-
tucional local, la Constitución General de la República y los
tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Ante la falta de mecanismos en el Estado de Puebla que
permitan limitar el abuso del ejercicio del poder público,
resulta fundamental la intervención de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, para que revise puntual-
mente la actuación de cada una de las instituciones del Go-
bierno de Puebla que han permitido o tolerado el uso
arbitrario y político del derecho para inculpar injustamente
a luchadores sociales. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía, con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente exhorta a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos a que en el ámbito de
sus facultades y con pleno respeto a su autonomía emita un
informe que documente la situación jurídica y de violacio-
nes a los derechos humanos de los luchadores sociales que
han sido detenidos en el Estado de Puebla. 

Segundo. La Comisión Permanente exhorta al Congreso
del Estado de Puebla para que en el ámbito de sus compe-
tencias, solicite información, comparecencias y/o reunio-
nes de trabajo con los titulares de la Secretaría de Gobier-
no y la Procuraduría General de Justicia del Estado para
revisar la actuación que han tenido en las detenciones, pro-
cesamiento y encarcelamiento de los luchadores sociales. 

Tercero. La Comisión Permanente exhorta al Congreso del
estado de Puebla para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, revise la pertinencia de realizar las modificaciones le-
gislativas necesarias para la creación de un Consejo de la
Judicatura en el Estado Puebla, que coadyuve al fortaleci-
miento del Poder Judicial en la entidad.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Senadora María de los Dolores Padierna Luna
(rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

IMPLEMENTEN ACCIONES QUE PROTEJAN A LOS
PERIODISTAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las autoridades de los tres niveles de gobierno para que im-
planten acciones que protejan a los periodistas, suscrito por
el diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parla-
mentario del PVEM

El que suscribe, David Pérez Tejada Padilla, diputado fe-
deral del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México de la LXII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y en el artículo 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea, el presente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El Día del Periodista es una conmemoración en la que se
celebra a los comunicadores, en México se designó el día 4
de enero, pues algunos consideran que obedece al falleci-
miento de Manuel Caballero en 1826, considerado “el ini-
ciador del periodismo en el país”.

La libertad de expresión y la libertad de imprenta la cual se
deriva de la primera, son considerados derechos funda-
mentales o derechos humanos, y están plasmados en el ar-
tículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos de 1948, que establece:

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y
expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a
causa de sus opiniones, el de investigar y de recibir infor-
maciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de
fronteras, por cualquier medio de expresión.”

En el ámbito jurídico interno, la libre manifestación de las
ideas está consagrada en nuestra Carta Magna en los artí-
culos 6 y 7, y son parte de las garantías individuales, las
cuales están destinadas a proteger los derechos fundamen-
tales de las personas que radican en territorio mexicano.

La protección del periodismo tanto en los tratados interna-
cionales como en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, obedece a que en una régimen demo-
crático, el periodismo tiene un rol fundamental: brindar a la
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gente información que le ayude a ejercer su ciudadanía y
participar en las decisiones de su gobierno; el periodismo
vigila las acciones de los gobernantes para asegurar, que
estos, ejerzan su papel de representantes como es debido.

El ejercicio del periodismo y la libertad de expresión en el
mundo, distan mucho de ser respetados y ejercidos libre-
mente y sin ataduras, por el contrario en algunos lugares
del mundo la represión ha aumentado.

En todas las regiones del mundo todavía hay muchas per-
sonas que son acosadas y encarceladas por ejercer su dere-
cho a la libertad de expresión y sin este derecho, sin la ca-
pacidad para hacerse oír, es muy difícil defender los demás
derechos humanos.

Miles de activistas, periodistas, manifestantes pacíficos,
miembros de minorías, etc. siguen siendo perseguidos,
amenazados, encarcelados, torturados y asesinados por el
simple hecho de disentir.

Según datos de Amnistía Internacional, en 2010 se produ-
jeron ataques en contra de la libertad de expresión en, al
menos, 89 países.

En nuestro país, la profesión del periodismo sigue siendo
uno de los trabajos más castigados y peligrosos, en la últi-
ma década han sido asesinados más de 80 periodistas y 17
han desaparecido.

En medio de este ambiente de violencia e impunidad, nu-
merosos periodistas se han visto obligados a huir del nues-
tro país debido a las diversas amenazas que han recibido
por parte del crimen organizado, en este contexto, las redes
sociales se han convertido en armas eficaces y poderosas
para informar a millones de personas ávidas de conocer lo
que sucede en tiempo real lo que acontece en el país. 

Como respuesta a la situación que viven los periodistas en
nuestro país, el gobierno ha implementado una serie de me-
canismos para revertir el status de indefensión en el que se
encuentra este sector que tan importante servicio presta a
nuestra sociedad.

Por ejemplo, en febrero de 2006 se creó la Fiscalía Espe-
cial para la Atención de Delitos contra la Libertad de Ex-
presión; en 2012 el Senado de la Republica aprobó una re-
forma constitucional por la cual permite a las autoridades
federales atraer bajo su jurisdicción los crímenes y delitos
que atenten contra la libertad de informar o el ejercicio del

periodismo, esta reforma permitió la creación del Mecanis-
mo para la Protección de Periodistas y Defensores de De-
rechos Humanos.

Sin embargo, estos avances en materia de protección del
periodismo no deben sumirnos en la opacidad y el confor-
mismo, sino obligarnos a seguir mejorando los mecanis-
mos que posibiliten ejercer la profesión del periodismo se-
gún los estándares internacionales.

Como dijo el Secretario General de la ONU: “Ningún pe-
riodista, en ningún lugar del mundo, tiene que poner en pe-
ligro su vida para difundir las noticias; juntos protejamos a
los periodistas.” 

Esta fecha nos brinda la oportunidad de evaluar la libertad
de expresión en nuestro país, de defender la independencia
de los medios de comunicación y de rendir homenaje a los
periodistas que han perdido la vida en ejercicio de su pro-
fesión.

En virtud de lo aquí expuesto, pongo a consideración de es-
ta Honorable Asamblea la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente respetuosamente exhorta
a las autoridades de los tres niveles de gobierno a que im-
plementen las acciones necesarias a fin de poder brindar
protección a los periodistas, los cuales ejercen una labor de
gran importancia para la conservación de los valores de-
mocráticos, los cuales permiten a la sociedad gozar de una
vida próspera

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a 7 de enero de 2015.— Diputado David Pérez Tejada Pa-
dilla (rúbrica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

CONSTRUCCION DEL PUENTE LA PIGÜA, EN EL
ESTADO DE TABASCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT, a fin de concluir la construcción del puente La Pi-
gua, en Tabasco, suscrito por la diputada Nelly del Carmen
Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano



Nelly del Carmen Vargas Pérez, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 58 y 59 del Reglamento del
Gobierno Interior del Congreso de los Estados unidos Me-
xicanos, presenta ante esta Comisión Permanente el si-
guiente punto de acuerdo de urgente u obvia resolución al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Datos dados a conocer por la propia Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes (SCT) a mediados del año pasado,
establecen que el puente la Pigua, se encuentra en un 97
por ciento de avance en su construcción.

La terminación de esta obra, junto con el respectivo distri-
buidor vial (el cual tiene un avance del 52 por ciento a me-
diados del año pasado) es necesaria para que exista una
fluidez en esta zona, evitando en gran medida los embote-
llamientos que se hace  durante las horas pico. Con las con-
secuencias que ello ocasiona en cuanto a horas hombre per-
didas. Se tenía contemplada la terminación de esta obra
para diciembre de 2014, lo cual no ha ocurrido.

Somos conscientes que existen dificultades por el tiempo y
por derecho de vía, pero consideramos que esta obra es ne-
cesaria para el bienestar y desarrollo económico en general
de los tabasqueños, y en particular de los transportistas
provenientes de Centla y poblaciones cercanas a Villaher-
mosa en el estado de Tabasco así como del transporte pe-
sado que viene procedente de Campeche hacia el munici-
pio de Paraíso.

Por lo anteriormente expuesto presentamos ante el pleno de
esta asamblea, con carácter de urgente u obvia resolución,
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes y al titular de la misma dependencia, Gerardo
Ruiz Esparza, para que se termine la construcción del
puente la Pigua, en el estado de Tabasco.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 7 días del mes de
enero de 2015.— Diputada Nelly del Carmen Vargas Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

ERRADICAR LA ENFERMEDAD DE CHAGAS EN EL
PAIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud a realizar campañas de prevención y
acciones para erradicar la enfermedad de Chagas en el pa-
ís, suscrito por el diputado José Angelino Caamal Mena,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

El suscrito, diputado integrante de la LXII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Nueva Alianza, con fundamento en
lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la frac-
ción II del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presentan ante esta Soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo; al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos  

La enfermedad de “Chagas” es una enfermedad endémica
provocada por el parásito Tripanosoma cruzi, el cual es
transmitido por la picadura de un insecto llamado triatoma
barberi y por el Triatoma dimidiata, mejor conocidas como
chinches hociconas.  El nombre de la enfermedad lo recibe
del médico brasileño, Carlos Chagas, quien descubrió la
enfermedad, su agente causal y su transmisor. 

La enfermedad de Chagas afecta a la población más pobre,
sobre todo en zonas del país como Jalisco, Chiapas, Oaxa-
ca, Veracruz y Tabasco, ya que las chinches que transmiten
el parásito se encuentran en lugares insalubres, escondidas
en techos de palma y muros de adobe y madera. La trans-
misión se da principalmente en zonas rurales, donde exis-
ten precarias condiciones socioeconómicas, mientras el
vector convive con los habitantes humanos. 

Los síntomas más comunes son: fatiga, fiebre, vientre hin-
chado y miocardiopatias o inflamación del corazón. En los
niños suele aparecer el signo de Romaña, una inflamación
en los parpados de los ojos que es signo común del mal de
Chagas. En la etapa avanzada de la enfermedad suelen pre-
sentarse alteraciones de colon, esófago, corazón y puede
llegar a ocasionar muerte súbita en personas que aparenta-
ban buena salud.

Los datos de la enfermedad a nivel mundial, continental y
nacional son inciertos, según la Organización Mundial de
la Salud (OMS) en 2007 se estimaban que 10 millones de
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personas estaban infectadas, además de causar 15 mil
muertes al año en Latinoamérica. En 1996, la Organización
Panamericana de la Salud (OPS) registró un millón 600 mil
mexicanos infectados con este mal, y una incidencia anual
de 44 mil casos nuevos. En 2011 tan solo en Chiapas se de-
tectaron 62 casos de Chagas.  En los estudios que se reali-
zan en el banco de sangre del Hospital General de la Ciu-
dad de México se calcula que la prevalencia del Chagas es
del 0.5 al 2.8 por ciento; motivo por el cual, a raíz de trans-
fusiones de sangre el Chagas se transmite a regiones que no
son endémicas. 

“En marzo de 2012, Médicos Sin Fronteras hizo públi-
ca su preocupación por la falta de un programa especí-
fico de combate al Chagas en México, y por la ausencia
de medicamentos para la enfermedad en el cuadro bási-
co de salud.”

La Norma Oficial Mexicana NOM-032-SSA2-2002, para
la vigilancia epidemiológica, prevención y control de en-
fermedades transmitidas por vector, tiene por objetivo  es-
tablecer las especificaciones, criterios y procedimientos
para disminuir el riesgo de infección, enfermedad, compli-
caciones o muerte por enfermedades transmitidas por vec-
tor. Sin embargo, es urgente realizar campañas públicas de
salud que tengan por objeto prevenir estas enfermedades en
las zonas endémicas y que se garantice el abastecimiento
de medicamentos en los centros de salud donde exista ma-
yor incidencia de la enfermedad.

El Estado mexicano debe redoblar esfuerzos contra esta en-
fermedad que afecta terriblemente a los más pobres, pues-
to que el factor endémico se da en zonas marginadas,  con
personas que viven en casas con pisos de tierra o expues-
tos a la intemperie.   

Por lo general las personas desconocen que las chinches
pueden transmitir parásitos mortales, posteriormente la di-
ficultad es atenderse en un centro de salud que cuente con
médicos capacitados para diagnosticar la enfermedad y por
último, se presenta la problemática de conseguir los medi-
camentos necesarios para combatir la enfermedad. 

Por estas razones, el objetivo de este punto de acuerdo es
promover  la creación y realización de campañas de pre-
vención de la enfermedad, fumigación de los insectos
transmisores del parásito, detección temprana de la enfer-
medad y atención oportuna con medicamentos suficientes
para la ciudadanía. Todo con el objetivo de erradicar la en-
fermedad de Chagas de México. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que a través de
la Secretaria de Salud se realicen campañas de prevención,
fumigación del vector transmisor,  atención temprana de la
enfermedad y dotación de medicamentos en las zonas en-
démicas de propagación de la enfermedad de Chagas, a fin
de erradicarla del país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Diputado
José Angelino Caamal Mena (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

SANCIONEN AL JEFE DELEGACIONAL DE IZTAPA-
LAPA, POR LA PROBABLE COMISION DE ACTOS DE
CORRUPCION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJ y a la Contraloría General del DF, para que confir-
men y, en su caso, sancionen al jefe delegacional de Izta-
palapa, por la probable comisión de actos de corrupción,
suscrito por los diputados Lourdes Canales Quiñones y
Cristina González Cruz, del Grupo Parlamentario del PRI

Las que suscriben, diputada federales Lourdes Quiñones
Canales y Cristina González Cruz, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, y
de conformidad con lo previsto en los artículos 58, 59 y 60
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a consi-
deración de esta honorable asamblea proposición con pun-
to de acuerdo de urgente y obvia resolución, con base en
las siguientes

Consideraciones

El pasado 17 de diciembre, el delegado de Iztapalapa, Je-
sús Valencia, chocó contra un vehículo estacionado, una
camioneta Jeep Cherokee nueva, con placas 588 – ZVH,
hecho que no tendría nada de extraño a no ser por las cir-
cunstancias que lo rodean. 



Primeramente, el funcionario de extracción perredista afir-
mó ante los medios de comunicación que había chocado al
distraerse mientras leía mensajes en su teléfono celular.

Más tarde señaló en una entrevista radiofónica que el acci-
dente ocurrió por haberse quedado dormido mientras con-
ducía, esto como consecuencia de la supuesta ingestión de
medicamente antigripales. 

La Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal in-
formó que debido a que no hubo personas lesionadas de
gravedad ni decesos, no se procedió a la consignación del
jefe delegacional ante una agencia del Ministerio Público. 

El titular de la Procuraduría General de Justicia del Distri-
to Federal, Rodolfo Ríos Garza aseguró que no se le fue re-
alizada la prueba de alcoholemia al delegado.

De igual forma, Valencia señaló primeramente que la ca-
mioneta era prestada, para después mencionar que era de
su propiedad. 

Otra de las contradicciones del delegado se refiere al lugar
de donde procedía al momento del choque. Valencia expli-
có primero que había salido del evento de navidad de la de-
legación, pero luego que había ido a una reunión con la di-
rigencia de la corriente Acción Democrática Nacional, del
PRD. 

Mientras tanto, la propia delegación afirmó que el cansan-
cio y la gripa fueron condicionantes para el percance.

El delegado dijo que no poseía convenio con dicha empre-
sa. Además, informó que su casa en el Pedregal tiene un
valor de 9.5 millones de pesos.

Todas estas contradicciones, de suyo sospechosas, genera-
ron suspicacias desde el primer momento entre la opinión
pública de la capital del país, pero lo que vino a generar to-
davía más desconfianza, fue la información que se dio a
conocer con posterioridad, sobre la propiedad de la camio-
neta en que viajaba Jesús Valencia.

En efecto, la camioneta en la que volcó resultó ser propie-
dad de la empresa Amexire, que ha prestado servicios a la
delegación Iztapalapa por montos que podrían superan los
50 millones de pesos, esto de acuerdo con una investiga-
ción realizada por el diario Reforma. 

Dicha empresa, con domicilio en Santa Cruz Atizapán, Es-
tado de México, se habría beneficiado con al menos tres
contratos por productos de oficina y servicios de construc-
ción para la demarcación, cuya bóveda solo labora durante
la madrugada. 

Se dio a conocer que la Contraloría General del Distrito Fe-
deral solicitará a la delegación una copia de los tres con-
tratos que firmaron, especialmente con el que se le conce-
dió la construcción de viviendas con recursos del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social, cuyo dinero
proviene de la federación, el cual se signó por un monto
menor de 19 millones de pesos y un máximo de 48 millo-
nes de pesos. 

Los reporteros pudieron constatar en el portal de la Secre-
taría de Finanzas capitalina que el vehículo está a nombre
de una persona moral y, por tratarse de un modelo 2015, no
está inscrita en el Registro Público Vehicular, aunque en
septiembre se tramitaron las placas.

En 2013, menciona el diario, Amexire rehabilitó el Depor-
tivo Carmen Serdán bajo el contrato IZP-DGODU-IR-PF-
O-075-13, por lo cual se le pagó un millón 949 mil 256 pe-
sos. La convocatoria fue por invitación restringida. 

Uno año después, de acuerdo con Reforma, obtuvo por ad-
judicación directa tres contratos: el IZTP/DGA/AD/
324/2014, para dotar equipo de cómputo e impresoras por
un monto de 200 mil pesos, así como también el
IZTP/DGA/AD/325/2014, por 150 mil pesos para la ad-
quisición de grabadoras, proyectores y pantallas.

Además la licitación LPN/DIZ/DGA/009/14, del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social, por un mínimo
de 19 millones 224 mil pesos y un máximo de 48 millones
60 mil pesos.

Amexire habría participado en este proyecto con el 30 por
ciento de los 168 millones 632 mil 530 pesos que el pro-
grama federal destinó a Iztapalapa y con el que se realiza-
ron 4 mil acciones de vivienda en 43 colonias, según la
propia delegación.

La Secretaría de Salud del Distrito Federal (Sedesa)
también ha establecido contratos con la empresa Amexire
S de RL de CV. El contrato celebrado entre la dependencia
capitalina y la empresa señala que fueron adquiridas “pren-
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das de seguridad y protección personal”, por un monto de
268 mil 420 pesos con 80 centavos, ya incluido el IVA.

El delegado de Iztapalapa tiene fascinación por las Jeep
Grand Cherokee, pues utiliza tres: dos, propiedad de com-
pañías que han recibido contratos de la demarcación, y una
que está a su nombre. De donde se descubre otra entidad
con irregularidades.

La empresa Protexer, S de RL de CV, dueña de una de las
camionetas tipo Cherokee que maneja el titular de Iztapa-
lapa, Jesús Valencia, también tiene contratos, al menos
con tres delegaciones del Distrito Federal y con los go-
biernos capitalino y federal.

Las explicaciones hasta ahora ofrecidas por el delegado no
aclaran los hechos acaecidos el pasado 17 de diciembre, si-
no que han generado todavía más dudas, pues ahora existe
presunción fundada sobre la existencia de un grave con-
flicto de interés entre una empresa contratista y el todavía
funcionario, por lo que se hace necesaria una investigación
a fondo que ayude a establecer sanciones en contra de quie-
nes resulten responsables de haber incurrido en delitos en
contra del servicio público y causales de responsabilidad
administrativa.

Mal gobernar una delegación de la que ni siquiera se es ve-
cino, como lo hace Jesús Valencia, es una cosa. Mentir so-
bre su lucidez al momento de conducir un vehículo es otra,
pero conducir un vehículo propiedad de una persona jurí-
dica con la que se tienen lazos de negocios, es corrupción.
Por eso, y ante la actitud remisa del delegado para explicar
con suficiencia sus relaciones con particulares, se vuelve ne-
cesaria la confirmación de los hechos por parte de la Procu-
raduría General de Justicia y de la Contraloría General, am-
bas del Distrito Federal y en dado caso, la debida sanción. 

Es por lo anteriormente expuesto que se somete a la consi-
deración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Procuraduría General de Justicia y
a la Contraloría General del Distrito Federal, a efecto de
que confirmen, y en su caso, sancionen al jefe delegacional
en Iztapalapa, por la probable comisión de actos de co-
rrupción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.— Diputadas:
Lourdes Quiñones Canales, Cristina González Cruz (rúbricas).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

INSTITUIR Y CELEBRAR EL 25 DE MARZO COMO
EL DIA DEL NIÑO POR NACER

«Proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta al
Ejecutivo federal realice lo conducente para instituir y ce-
lebrar el 25 de marzo como el Día del Niño por Nacer, sus-
crito por los diputados Raquel Jiménez Cerrillo, Jesús
Oviedo Herrera, José Alfredo Botello Montes, Enrique
Flores Flores y Fernando Rodríguez Doval, del Grupo Par-
lamentario del PAN

Los que suscriben, diputados Raquel Jiménez Cerrillo, Je-
sús Oviedo Herrera, José Alfredo Botello Montes, Enrique
Flores Flores y Fernando Rodríguez Doval, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 78 constitucional, así como 116 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, 58, 59 y 176 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a consideración de esta soberanía el presente pun-
to de acuerdo, con base a las siguientes

Consideraciones

Primera. La vida es el eje de todos los derechos. El dere-
cho a la vida es una condición del ser humano que se en-
cuentra inherente a su naturaleza, siendo este el inicio de
todo orden social principio mismo de su existencia.

El respeto a la vida como derecho humano fundamental de-
be ser principio imprescindible de nuestras leyes, sin él es
imposible exigir el respeto a todos los demás derechos. Es
por ello que asumiendo el compromiso como representan-
tes de los niños y niñas que aún no pueden hablar, ni de-
fenderse, por la etapa misma en la que se encuentran, pro-
ponemos a modo de respeto y justicia celebrar de manera
oficial el “Día del Niño por Nacer”. 

Para el Partido Acción Nacional, de acuerdo a nuestros
principios de doctrina, “la vida y la dignidad de ser huma-



no deben protegerse y respetarse desde el momento de su
concepción hasta la muerte natural”, rector de nuestras ac-
ciones.

Segunda

Antecedentes

Esta celebración fue constituida por primera ocasión en El
Salvador, siguiéndole Argentina, declarándose el 25 de
marzo de 1999, por el reconocimiento de los no nacidos,
ante ello el presidente en ese entonces Carlos Saúl Menem
expresó en una carta a los presidentes de los países de
América Latina, España, Portugal y Filipinas, la invitación
de unirse al decreto número 1406/98 del 7 de diciembre de
1998, donde se pide declarar oficialmente Día del Niño por
Nacer.

En diversos países de América Latina y Europa aprobaron
el proyecto declarando el 25 de marzo de cada año Día del
Niño por Nacer, acogiéndolo con diferente nombre en ca-
da país por su ideología, con el propósito de promover una
cultura y defensa de la vida desde el momento de su con-
cepción.

El Congreso de Guatemala el 20 de mayo de 1999 decla-
ró el día 25 de marzo como Día nacional del Niño no naci-
do. La declaración oficial señala que de esta manera se es-
pera “promover una cultura de vida y de defensa de la vida
desde el momento de su concepción”.

En Chile, a partir de una campaña que contaba con el apo-
yo de miles de firmas y varios alcaldes, el 18 de mayo de
1999 la Cámara de Senadores aprobó por unanimidad un
proyecto de acuerdo por el que se solicita al Presidente de
la República se sirva declarar el día 25 de marzo de cada
año, como el día del niño concebido.

En el marco del III Encuentro de Políticos y Legisladores
de América, que se realizó del 3 al 5 de agosto de 1999 en
la ciudad de Buenos Aires, Argentina, la primera dama de
Costa Rica, Lorena Clara de Rodríguez, anunció la cele-
bración de un día por la vida del no nacido en Costa Rica.
El entonces presidente costarricense Miguel Ángel Rodrí-
guez, proclamó el 27 de julio como Día Nacional de la Vi-
da Antes de Nacer.

En Nicaragua, el presidente de la República, Arnoldo Ale-
mán, dictó el día 25 de enero de 2000 un decreto por el que
declara el día 25 de marzo de cada año como el “Día del

Niño por Nacer”. El primer magistrado nicaragüense fun-
damenta su resolución en que la Constitución Política de la
República, en su artículo 23 declara que “el derecho a la vi-
da es inviolable e inherente a la persona humana”. Luego
añade que como “la vida humana necesita de cuidado y
protección especiales, tanto antes como después del naci-
miento”, el Estado nicaragüense reconoce “como una de
sus prioridades velar por el desarrollo integral de las per-
sonas por nacer”. Finalmente el decreto reconoce que “el
derecho a la vida, inherente a cada uno de los habitantes de
la Nación y del mundo, constituye el eje principal de los
derechos humanos y por tanto, merece de la decidida aten-
ción del Estado, sus instituciones y de toda la sociedad ni-
caragüense”.

En República Dominicana fue aprobada, a comienzos del
año 2001, la ley que instituye la celebración, considerando
como “apropiado y necesario consignar un día al Niño por
Nacer, con la finalidad de propiciar la reflexión sobre el
importante papel que representa la mujer embarazada en el
destino de la humanidad, y el valor de la vida humana que
porta en su seno”.

En Brasil el proyecto de ley que instituirá el Día del Niño
por Nacer, espera su aprobación en la Cámara de Diputa-
dos. Se trata de una iniciativa del diputado Severino Ca-
valcanti (PPB/PE), que reclama la fiesta para cada 25 de
marzo. 

De lo anterior, claramente se advierte que con el paso del
tiempo la importancia del día del niño por nacer se ha vuel-
to aún más  relevante, con el objetivo de  promover una
cultura de defensa de la vida desde el momento de su con-
cepción. Dicho día se celebra con el fin de propiciar la re-
flexión sobre el importante papel que representa la mujer
embarazada en el destino de la humanidad y el valor de la
vida humana que porta en su seno.

Tercera. En ese tenor, como legisladores tenemos la obli-
gación de establecer puntualmente en las leyes en la mate-
ria, principalmente en nuestra Constitución Política y en
cumplimiento a los tratados internacionales, el derecho a la
vida desde la concepción, con la finalidad de no dejarlo a
interpretaciones, con ello se lograría respetar la dignidad
humana y más aún por los seres indefensos que están por
nacer.

Ante esta necesidad de que nuestra ley sea muy clara, pre-
sentamos una reforma al artículo 4o. constitucional que a la
letra dice:
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Artículo 4o. Toda persona tiene derecho a la vida
desde la concepción y hasta la muerte natural. El es-
tado garantizara la protección integral de los dere-
chos del niño no nacido desde la concepción.

“Párrafos segundo a décimo...”

Podemos ver que, a través de diversos estudios realizados
por científicos, antropólogos, abogados, sociólogos, entro
otros, se tiene presente el privilegio del derecho a la vida y
a la situación natural de su presencia, para contar con leyes
más congruentes a los principios del ser humano, sin em-
bargo existe una gama de mecanismos para la interrupción
de la vida. La ausencia de un documento escrito, clarifi-
cando en nuestra ley suprema del derecho a la vida desde
la concepción, apegándose al respeto de la dignidad huma-
na ha provocado que legislaturas locales expidan ordena-
mientos jurídicos en la materia a favor del aborto, dejando
desprotegidos tanto a la futura madre, como al no nacido.

De acuerdo a estudios psicológicos, la sola acción del abor-
to daña física y emocionalmente a la mujer y a la familia.
La propaganda a favor del aborto mal informa que éste es
médicamente seguro, con lo que han argumentado su lega-
lización, esto según debido a la cantidad de muertes mater-
nas causadas por el aborto ilegal, llamando engañosamen-
te a éste maternidad sin riesgos; sin embargo, existen
múltiples complicaciones como lo son hemorragias, embo-
lias pulmonares, incluso la muerte.

No pasa desapercibido que tanto las mujeres como los
hombres, quienes son también parte importante en este do-
loroso proceso, sufren física y emocionalmente de lo que
ya se ha identificado como el síndrome postaborto, regis-
trando en muchas ocasiones sentimientos de culpa, angus-
tia, ansiedad, depresión, baja autoestima, tendencia al sui-
cidio, pesadillas del evento, entre otros, cuestiones que las
leyes no previenen ni apoyan en ningún sentido, como apo-
yo en tal decisión que pueden arrastrar como secuela para
el resto de sus vidas.

Por lo anterior, resaltamos la importancia de concientizar a
las mujeres y a los hombres de la importancia y respeto del
niño por nacer, solicitando que se instrumenten acciones
para instituir este importante día.

Señoras y señores, reconozcamos el derecho a la vida des-
de la concepción, cualquier valor humano necesita de la vi-
da para hacerse realidad. Si no hay vida todo valor carece
de sentido.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a con-
sideración de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal a efecto de que se
realice lo conducente para instituir y celebrar el 25 de mar-
zo como el “Día del Niño por Nacer”.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, el 7 de ene-
ro de 2015.— Diputados: Raquel Jiménez Cerrillo, Jesús Oviedo He-
rrera, José Alfredo Botello Montes, Enrique Flores Flores, Fernando
Rodríguez Doval (rúbricas).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

INCENTIVEN LA PROFESIONALIZACION DE LA
ENFERMERIA EN MEXICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud para que implemente procedimientos
que incentiven la profesionalización de la enfermería en
México, suscrito por el diputado David Pérez Tejada Padi-
lla, del Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, David Pérez Tejada Padilla, diputado fe-
deral del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea, el presente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La enfermería mexicana remonta sus orígenes a la época
del México precortesiano, con el nombre de ticitl, se cono-
cía al hombre y la mujer que se dedicaba a la atención de
los enfermos. 

Históricamente a las mujeres enfermeras se les denominó
de distintas maneras, quienes siempre se encontraban a la
sombra de un médico, pues éstas sólo eran capaces de au-
xiliar y no curar.



Fue hasta el año de 1804, que se reconoció a la primera
mujer enfermera sanitaria en Iberoamérica, Isabel de Cen-
dala, quien fue enviada en compañía del doctor Balmis con
50 niños para tomar una vacuna e inocularla de brazo en
brazo contra la viruela; actividad que debía ser cumplida
por Isabel.

Con el paso del tiempo, fueron principalmente las órdenes
religiosas quienes prestaron atención a los enfermos, auxi-
liados por enfermeras que hacían las primeras curaciones
en hospitales y cárceles; solteras o viudas honestas de edad
madura, mismas que ganaban $50.00 (cincuenta pesos) al
año; su ocupación era tan humilde que no se les exigía li-
cencia ni examen previo para ejercer.

Fue en 1854 que se establece la Escuela de Enfermería y
Obstetricia dentro de las instalaciones del mismo edificio
de la Facultad de Medicina; dicha escuela podía conside-
rarse, no sólo como un beneficio para los pobres quienes
iban a buscar su curación al hospital; sino también como un
poderoso factor de la difusión de conocimientos útiles a la
mujer; que encontraría en esta carrera, un medio honesto y
lucrativo para cubrir sus propias necesidades económicas.

Actualmente, la enfermería es una profesión estudiada
principalmente por mujeres y en el mundo, hay claras dife-
rencias en aspectos laborales entre hombres y mujeres, ya
sea en lo referente a salarios, o en cuanto a oportunidades
o mecanismos de ascenso, de prestaciones o condiciones
de trabajo. 

Ello sin duda impacta de manera negativa en el número de
enfermeras que existen en nuestro país, la Organización
Mundial de la Salud señala que en México sólo existen 19
enfermeras por cada 10 mil habitantes, cifra muy por de-
bajo de la recomendación de dicha Organización que esta-
blece que lo recomendable es un mínimo de 84 enfermeras
por cada 10 mil habitantes.

Asimismo, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
señaló la cifra total de enfermeras y enfermeros, misma
que asciende a 302 mil a nivel nacional.

Como ya se ha manifestado, las condiciones laborales en
las que desempeñan son las principales causas que hacen
que dicha profesión muchas de las veces sea criticada e in-
cluso denunciada de negligente, sin embargo, no podemos
dejar de advertir los bajos salarios, las deplorables instala-
ciones y materiales hospitalarios, incluso la básica prepa-
ración como razones fundamentales que provocan que la

profesión de enfermería no sea impulsada y protegida co-
mo cualquier otra profesión.

Al respecto, las y los mexicanos dedicados a dicha labor
constantemente se manifiestan con la finalidad de obtener
los medios necesarios para lograr su profesionalización y
con ello mejorar sus condiciones laborales y consecuente-
mente, la mejora en los servicios de salud que brindan.

Por lo anterior y en el marco de la celebración del Día de
la Enfermera en México, el Partido Verde Ecologista de
México se suma a las demandas de este gremio, exhortan-
do a las autoridades correspondientes poner especial aten-
ción a las condiciones laborales en las que desarrollan tan
noble actividad todas las enfermeras de nuestro país.

Es importante destacar que mientras que en países desarro-
llados sólo ejercen la enfermería quienes tienen una carre-
ra universitaria, en México la atención es a nivel técnico y
no existen estímulos para profesionalizar a este sector.

Ejemplo de lo anterior es el 71 por ciento de las enferme-
ras y enfermeros del país que son auxiliares, técnicos y
postécnicos, mientras que sólo el 29 por ciento cuenta con
estudios a nivel licenciatura o tiene un posgrado, según da-
tos del Sistema de Información Administrativa de Recursos
Humanos de Enfermería de la Secretaría de Salud.

En virtud de lo aquí expuesto pongo a consideración de es-
ta Honorable Asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Sa-
lud a efecto de que diseñe e implemente mecanismos efi-
cientes que incentiven y faciliten el proceso de profesiona-
lización de la enfermería en México, lo anterior con la
finalidad de garantizar tanto mejores condiciones laborales
–salarios y materiales de trabajo–, como un mejor servicio
a la sociedad al tratarse de un derecho fundamental como
lo es a salud.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a los 7 días del mes de enero de 2015.— Diputado David
Pérez Tejada Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.
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EXPLIQUE LAS MEDIDAS QUE EL GOBIERNO 
FEDERAL TOMARA FRENTE AL DESPLOME DE LOS
PRECIOS DEL PETROLEO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se cita a
comparecer al titular de la SHCP, ante el pleno de la Co-
misión Permanente, para que explique las medidas que el
gobierno federal tomará frente al desplome de los precios
del petróleo, suscrito por la diputada Nelly del Carmen
Vargas Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Nelly del Carmen Vargas Pérez, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento del
Gobierno Interior del Congreso de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta ante esta Comisión Permanente el si-
guiente punto de acuerdo de urgente u obvia resolución al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Desde 1970, la venta de petróleo ha sido el pilar de la eco-
nomía y la palanca de desarrollo de nuestro país. Es la gran
riqueza que no han podido entregar a las empresas trasna-
cionales y que el Revolucionario Institucional, en contu-
bernio con Acción Nacional, pretenden regalar con la apro-
bación de la reforma energética.

En últimas fechas, el precio de barril de este valioso recur-
so ha sufrido un desplome alarmante a nivel mundial. Des-
de hace poco más de 6 semanas, el costo de la mezcla me-
xicana ha ido en picada llegando, como el día de ayer, a los
41.52 dólares por barril, representando una caída del 50.87
por ciento respecto al promedio del año pasado.

Diversos analistas internacionales relacionan esta baja en
los precios petroleros con una sobreoferta del producto,
pues países como Arabia Saudita, Noruega y Rusia han au-
mentado su capacidad extractiva y de venta. 

En un país como el nuestro, cuya economía depende en
gran medida de la venta de hidrocarburos, la debacle en los
precios y la sobre oferta en el mundo representan un foco
de alarma que debe atenderse de forma inmediata, pues, si
bien adquirimos un seguro que garantiza los costos, no su-
cede lo mismo con las ventas.

Ante este panorama, en Movimiento Ciudadano creemos
que el Secretario de Hacienda de nuestro país debe compa-
recer ante el pleno de esta Comisión Permanente y explicar
las medidas que el gobierno federal tomará ante una even-
tual caída en las ventas de petróleo.

Es por lo anteriormente expuesto que propongo el presen-
te punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, pues la
situación económica de nuestro país está cruzando por un
bache que podría profundizarse aún más si no se toman las
medidas adecuadas ante el nuevo reto que se presenta ante
nosotros.

Derivado de lo anteriormente expuesto, someto a conside-
ración el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se cita al secretario de Hacienda y Crédito Público
a comparecer ante el pleno de la Comisión Permanente pa-
ra explicar las medidas que el gobierno federal tomará
frente al desplome de los precios del petróleo.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2015.—
(Rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

INCREMENTAR LOS RECURSOS DESTINADOS AL
DESARROLLO POLITICO DE LAS MUJERES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al INE para que exhorte a los partidos políticos a incre-
mentar los recursos destinados al desarrollo político de las
mujeres, suscrito por la senadora María del Pilar Ortega
Martínez, del Grupo Parlamentario del PAN

María del Pilar Ortega Martínez, senadora de la república
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional a la
LXII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración de esta asamblea, la siguiente
proposición con punto de acuerdo, por la que la Cámara de
Senadores exhorta, respetuosamente, al Instituto Nacional
Electoral, a exhortar a los Partidos Políticos para destinar



un mayor monto de recursos para la capacitación, promo-
ción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres, al
tenor de las siguientes:

Consideraciones

El pasado 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación en la reforma constitucional en
materia política-electoral. 

Los cambios que introduce la reforma se pueden agrupar
en seis grandes ejes temáticos:

1. Régimen de gobierno

2. Autoridades electorales

3. Régimen de partidos

4. Fiscalización y rebase de tope de gastos de campaña

5. Comunicación política.

6. Instrumentos de participación ciudadana

Asimismo el pasado 23 de mayo de 2014, se expidió la le-
gislación secundaria en materia electoral, estableciendo así
el nuevo marco jurídico que ha de regir en esta materia en
nuestro país. 

Dentro de los temas de mayor novedad encontramos la
obligación de los partidos políticos para asegurar la equi-
dad de género en la asignación de candidaturas. 

Lo anterior tiene su origen en el hecho de que una de las
asignaturas pendientes en la agenda política nacional es lo-
grar una verdadera igualdad de género, elevando la partici-
pación de las mujeres tanto en las legislaturas locales como
en la federal y en los ayuntamientos.

Muestra de lo anterior son los siguientes datos: 

• En el ámbito federal, alrededor de uno de cada tres di-
putados electos es mujer.

• En las legislaturas locales sólo lo es, en promedio, uno
de cada cuatro. Es decir, el Poder Legislativo local acu-
sa en su conjunto un rezago en materia de equidad de
género con respecto al Poder Legislativo federal, que
haría necesario disminuir en 25 puntos porcentuales el

coeficiente de subrepresentación de las mujeres en sus
cámaras tan sólo para igualarlo.1

Siguiendo con el estudio citado tenemos que “este prome-
dio oculta rezagos mayores en cada entidad. En siete legis-
laturas locales, por ejemplo, se registran tasas de subrepre-
sentación de las mujeres de entre 50 y 150 puntos
porcentuales más altas que la federal. Y tenemos el caso
extremo de una legislatura local donde sólo hay una mujer
por cada 15 diputados, es decir, donde el coeficiente de su-
brepresentación femenina es 500 puntos porcentuales ma-
yor que el federal. Resulta claro que el ideal de la igualdad
política de hombres y mujeres es, en materia de represen-
tación legislativa local, aún meta lejana.”2

En este sentido, es menester reconocer el avance que me-
diante el sistema de cuotas de género y las candidaturas de
representación proporcional se ha logrado, ya que se ha in-
crementado la participación de las mujeres en los cargos de
presentación política, sin embargo, aún existe una subre-
presentación de las mujeres, máxime si consideramos su
número en la integración de la Lista Nominal del INE con-
forme a lo siguiente:

Estadística de la lista Nominal por género

Fuente: INE3

Dicho precepto, no debe quedar solo en la letra de la ley,
por el contrario se deben realizar acciones afirmativas en
pro del adelanto de las mujeres en cuanto a su participación
en la vida política del país, su empoderamiento y liderazgo
político, así como en la igualdad sustantiva.

En este orden de ideas, considero que no basta con que en
ley se establezca la obligación de la equidad de género en
las candidaturas, ya que en realidad se debe de s mujeres la
igualdad de oportunidades en el acceso a cargos de elec-
ción popular, por lo que es necesario adoptar medidas es-
pecíficas de acción positiva para verdaderamente garanti-
zar que la equidad de género que se establece sea una
realidad en la práctica.  

En este sentido, es conveniente señalar que uno de los fac-
tores que impiden el acceso a las mujeres a puestos de elec-
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ción popular es que, en no pocas ocasiones los partidos po-
líticos les asignan los distritos o posiciones que no les son
rentables electoralmente, es decir se otorga a las mujeres
las candidaturas que tradicionalmente el partido político en
cuestión pierde en las elecciones. 

En este sentido, para <<Delia Melchor (2007-2009 9), la
barrera más resistente se encuentra en el interior de los par-
tidos políticos, “porque han encontrado las formas de cum-
plir con sus estatutos y con la propia legislación electoral
y, al mismo tiempo, eludir una distribución más equitativa
de postulaciones para las mujeres militantes”>>4

En el mismo orden de ideas, es de particular interés lo que
señalan Magdalena Huerta y Eric Magar Meurs en el libro
Mujeres legisladoras en México. Avances, obstáculos, con-
secuencias y propuestas,5 en dicha obra señalan con clari-
dad los siguientes impedimentos a la participación política
de las mujeres en México: 

1. La tendencia de los tres principales partidos a relegar
a una mayor proporción de mujeres que de hombres a
distritos o lugares en las listas plurinominales con esca-
sa o nula posibilidad de triunfo.

2. La renuncia o cancelación de candidatas o diputadas
electas con suplente varón.

3. La estipulación electoral que exenta de la cuota de gé-
nero a las y los candidatos de mayoría relativa electos
por voto directo.

4. El peso de los métodos de selección de candidaturas
en MR: designación versus voto directo.

5. La ausencia de una legislación en materia de eleccio-
nes internas.

6. El registro de un bajo porcentaje de mujeres para
competir como precandidatas en las elecciones internas
de sus partidos para seleccionar candidaturas plurinomi-
nales.

7. En los escenarios electorales muy competitivos o
cuando un partido percibe que podrá obtener más esca-
ños que en la elección anterior, la lucha interna por las
candidaturas se vuelve más feroz y, al parecer, las mu-
jeres tienen menos oportunidades de obtener candidatu-
ras.

Algunos de los problemas en listados supra líneas ya han
sido superados por la legislación actual en materia electo-
ral, sin embargo tal y como se anotó en párrafos anteriores
puede subsistir la tentación de otorgar candidaturas poco
redituables a las mujeres. 

Este será un reto que habrá de solucionarse a través de
cambios legislativos para replantear la forma en que están
diseñados los mecanismos de incentivos económicos y fi-
nanciamiento a los partidos políticos. 

Por otro lado, será necesario generar acciones para promo-
ver que los Partidos Políticos estén debidamente prepara-
dos para enfrentar estas nuevas disposiciones legales que
los obligan a postular el 50% de mujeres candidatas a car-
gos de elección legislativa. En ese sentido, este punto de
acuerdo plantea la necesidad de que se dote de mayores re-
cursos al interior de los partidos a los programas encami-
nados a fortalecer el liderazgo político de las mujeres. 

Es cierto que en la reciente reforma electoral se aumentó
del 2 al 3% el monto que debe ser destinado por los parti-
dos a este rubro del total del financiamiento público obte-
nido para las actividades ordinarias. Sin embargo en este
proceso electoral resulta de fundamental importancia el có-
mo los Partidos hacen frente a esta nueva disposición. He-
mos visto en el pasado reciente los mecanismos a que re-
currido algunos partidos para evitar el cumplimiento de la
ley y en consecuencia, negar a las mujeres la posibilidad
real de ocupar espacios de toma de decisión de forma igua-
litaria. Por ello la reciente reforma constitucional que esta-
blece el principio de paridad estará a prueba en las próxi-
mas elecciones. Ya se escuchan las voces de muchos
líderes partidarios que afirman que “no hay mujeres”, “que
no hay perfiles competitivos”, etc. 

Ante este escenario resulta importante destinar un mayor
número de recursos para promover la capacitación, promo-
ción el desarrollo del liderazgo político de las mujeres. El
éxito o el fracaso de estos mecanismos están en manos de
los Partidos Políticos. Nuestro deber como legisladores al
haber diseñado un mecanismo constitucional que tiene co-
mo fin  lograr un mayor equilibrio y caminar de manera
más acelerada hacia la plena igualdad entre hombres y mu-
jeres en el ejercicio de sus derechos político electorales, es
buscar los mecanismos para que tal fin sea una realidad. 

Finalmente, señalar que la fracción V de la base II del artí-
culo 41 de la Constitución establece la obligación de los
Partidos para designar el 3% del financiamiento público or-



dinario para la capacitación, promoción y el desarrollo del
liderazgo político de las mujeres. Sin embargo esta dispo-
sición no es limitativa para que los Partidos puedan desti-
nar una cantidad mayor de ese recurso para este fin.

Por lo anteriormente, expuesto someto a la consideración
de este pleno el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Instituto Nacional Electoral para que
en calidad de órgano público autónomo responsable de la
organización de las elecciones, para que a su vez exhorte a
los Partidos Políticos a incrementar el monto de recursos
destinados a la capacitación, promoción y el desarrollo del
liderazgo político de las mujeres del monto destinado al fi-
nanciamiento de actividades ordinarias.

Notas:

1 Cárdenas Morales Natividad. “El financiamiento público de los par-
tidos políticos nacionales para el desarrollo del liderazgo político de las
mujeres”. Cuadernos de Divulgación de la Justicia Electoral.

http://www.te.gob.mx/documentacion/publicaciones/Cuadernos_div_j
e/cuaderno_1_je.pdf

2 Ibídem.

3 http://www.ine.mx/archivos3/portal/historico/contenido/Estadisti-
cas_Lista_Nominal_y_Padron_Electoral/

4 Cárdenas Morales Natividad “El financiamiento público de los par-
tidos políticos nacionales para el desarrollo del liderazgo político de las
mujeres”. Cuadernos de Divulgación de la Justicia Electoral.

http://www.te.gob.mx/documentacion/publicaciones/Cuadernos_div_j
e/cuaderno_1_je.pdf

5 Huerta García Magdalena. Mujeres legisladoras en México, avances,
obstáculos, consecuencias y propuestas. 

http://politica.itam.mx/docinves/documentos/mujereslegisladoras.pdf

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, a los 7 días del mes de enero del año 2015.— Senadora María
del Pilar Ortega Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

CONVOQUEN A MESAS DE TRABAJO CON EL GDF
Y EL SENADO DE LA REPUBLICA, A FIN DE REVISAR
EL INCREMENTO AL SALARIO MINIMO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la STPS y a la Conasami, para que convoquen
a mesas de trabajo con el GDF y el Senado de la Repúbli-
ca, a fin de revisar el incremento al salario mínimo, suscri-
to por el senador Ángel Benjamín Robles Montoya, del
Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, senador Ángel Benjamín Robles Montoya,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXII Legislatura del Senado de
la República, de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y en los
artículos 8, fracción II, y 276, numeral 1, del Reglamento
del Senado de la República, somete a la consideración del
pleno proposición con punto de acuerdo con base en los si-
guientes

Antecedentes

La Constitución de los Estados Unidos Mexicanos en el ar-
tículo 4o. establece la protección “de la organización y el
desarrollo de la familia”; y que “toda persona tiene derecho
a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad”. Este
mandato constitucional de defensa y mejora de la vida, per-
mite establecer la obligatoriedad gubernamental para crear
y ofrecer el marco jurídico y las condiciones económicas
que permitan a las aproximadamente 28 millones de fami-
lias mexicanas el acceso a dicho nivel de alimentación y de
vida.

De acuerdo a lo anterior y en el marco jurídico vigente, es
la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, Conasami, el
organismo público descentralizado responsable de fijar el
monto correspondiente. En efecto, el 19 de diciembre de
2014, la mencionada institución dio conocer que “acordó
otorgar un aumento general a los salarios mínimos de las
dos áreas geográficas para el 2015 de 4.2 por ciento. Los
nuevos salarios mínimos legales que regirán a a partir del
primero de enero de 2015 son los siguientes: área geográ-
fica A, 70.10 pesos diarios y área geográfica B 66.45 pesos
diarios”.
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Sin embargo:

1. Mantener la división geográfica en zonas A y B, es ab-
solutamente discriminatoria y marginadora.

1.1. En Oaxaca y Chiapas las políticas laborales del Ejecu-
tivo federal han servido para preservar una pobreza fami-
liar extrema mayoritaria al ser considerados todos sus mu-
nicipios en la zona B.

1.2. En esta situación de zona B se encuentran otros veinte
estados más.

1.3. Pero ocurre que en estos 22 estados hay ciudades me-
dianas y grandes, es decir que cuentan con más de 250 mil
habitantes, lugares, donde el costo de la vida es mucho ma-
yor que en las zonas rurales aledañas o de un mismo esta-
do.

1.4. En algunos de los 22 estados de la zona B se han ins-
talado maquiladoras y empresas extranjeras, inclusive
transnacionales poderosas que terminan pagando el salario
mínimo mexicano, que es el más bajo de todo el continen-
te. Es decir están pagando salarios de hambre, mientras ob-
tienen ganancias multimillonarias.

1.5. Un alto número de familias se encuentran no están in-
corporadas en el salario de la Zona “A” sino en el salario
de la zona B.

1.6. Tomando en cuenta todo lo anterior lo más convenien-
te para el interés de las familias mexicanas es la elimina-
ción de las zonas.

2. En cuanto los montos del salario mínimo, el ridículo au-
mento anunciado por la Conasami, en realidad es una pér-
dida programada del poder adquisitivo del salario mínimo.

2.1. Pérdida del poder adquisitivo del salario mínimo 2015,
por el efecto Videgaray-Carstens de “devaluación compen-
satoria”.

La política devaluatoria de diciembre en particular, es una
seria amenaza para los salarios, porque es resultado de un
simple ajuste contable que la Secretaría de Hacienda en co-
ordinación con el Banco de México vienen haciendo, en
lugar de hacer uso de las reservas internacionales para re-
solver el problema y estabilizar el tipo de cambio a los ni-
veles de 13.40. Cada vez que se genera una caída del pre-
cio del petróleo se pretende compensar con devaluaciones.

En el caso del salario, esa política produce el efecto de ha-
cer perder poder adquisitivo. Así, tomando en cuenta, un ti-
po de cambio para el 2014 igual a 13 pesos por dólar y pa-
ra 2015 de 15 pesos por dólar.

Cuadro: Pérdida del poder adquisitivo del salario por
“devaluación compensatoria” 2014-2015

De esta forma vemos que el incremento del 4.2 por ciento,
de la Conasami, no representa un aumento como tal en re-
ferencia a dólares, pues está muy lejos de la sola devalua-
ción. Porcentualmente hablando, los Salarios Mínimos y
sus aumentos representan, en realidad, un decremento del
9.68 por ciento del poder adquisitivo en dólares.

2.2. Pérdida del poder adquisitivo del salario mínimo por el
efecto inflacionario que causará la devaluación. Al aumen-
tar el precio de las importaciones de alimentos y materias
primas generará un aumento de costos influyente debido a
la alta dependencia de consumo final e insumos, depen-
dencia derivada de las nuevas políticas económicas de los
gobiernos de los últimos 5 sexenios.

2.3. Otros elementos como fuga de capitales; la continua-
ción de la crisis petrolera; la posibilidad de un aumento de
las tasas de interés en EUA; la fuga de capitales; un mayor
deterioro del mercado interno y la incapacidad para con-
trolar la inseguridad son variables que definitivamente po-
drían ser muy influyentes en los salarios y en los efectos
sociales derivados de estas problemáticas. Toda vez que en
la actualidad de los 49 millones 500 mil personas que se
consideran personas ocupadas, 6 millones 500 mil tienen la
remuneración de máximo un salario mínimo y el segmento
de trabajadores que ganan entre dos y tres salarios es muy
amplio.

3. La pérdida generalizada del poder adquisitivo del salario
de 1982 al 19 de diciembre pasado, se puede ubicar en 75
por ciento. Asunto que ya se había advertido a la Conasa-
mi, a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, así como
a otras instancias del Poder Ejecutivo y del Legislativo. Pe-
ro que evidentemente no tienen el menor interés de resol-
ver, pues algunas de ellas han reconocido el problema pe-
ro el cinismo con que están actuando es mayor.



3.1. Dos documentos destacan en este sentido de advertir el
problema y proponer soluciones. Uno es el titulado “Polí-
tica de Recuperación en México y en el Distrito Federal del
salario mínimo. Propuesta para un acuerdo” presentado en
agosto de 2014, por parte del doctor Miguel Mancera, en
nombre de la jefatura del Gobierno del Distrito Federal,
donde además de describir en detalle, la trayectoria de caí-
da del salario, también se muestra como a costa de esta po-
lítica salarial, la productividad laboral aumentó mientras
que la empresarial disminuyó, pero se llevó la mayor parte
de las ganancias.

El estudio citado establece que –para cumplir con el man-
dato constitucional citado al inicio del presente punto de
acuerdo– “el salario mínimo tendría que ser de 171 pesos
diarios, es decir 21.5 la hora, para satisfacer las necesida-
des de una familia”, y que para evitar un golpe inflaciona-
rio en la economía se llegue a dicha meta pero de manera
progresiva empezando por ofrecer un primer aumento de
82.86 pesos para el 2015. Aumento cuyo impacto en los
precios es insignificante y no más del 1 por ciento en los
precios. Este monto significaría un 23 por ciento más, muy
por encima del porcentaje de la pérdida por devaluación.

3.2. El otro documento, titulado “los salarios mínimos en
Oaxaca. Tiempos de resultados” es de mi autoría y fue pre-
sentado en octubre de 2014. En el se hace referencia a la
marginación, la desigualdad, y lo incomprensible del mon-
to del salario mínimo en Oaxaca donde amplios segmentos
de población se encuentran por muy debajo de la denomi-
nada línea de la pobreza. Pues el salario mínimo vigente
impide la satisfacción de las necesidades básicas indispen-
sables para vivir dignamente. Esto es histórico. Por ello
propongo un cambio en la metodología del cálculo y ade-
más como uno de los puntos obligatorios de partida la so-
brevivencia física nutricional mínima.

Por ello señalé que “con la política salarial vigente, se es-
tán violando preceptos constitucionales. La consideración
de Salario Mínimo…en nuestra Constitución, no mandata
una remuneración de sobrevivencia infrahumana – como
lamentablemente resulta de la forma como se calcula y
aplica ahora. Más bien, mandata un salario de sobreviven-
cia digna y justa como mínimo. Y esto es lo que hay que
considerar y restituir como política pública”.

Por ello y otro motivos,  es crucial tener un salario único
nacional que permita sacar de la pobreza de ingreso a mi-
llones de familias; se requiere de cambios sustanciales me-
todológicos en el cálculo el salario mínimo; una reorgani-

zación de las instituciones responsables de su determina-
ción; estudios e investigaciones especializadas para resol-
ver el problema, son solo algunas de las campañas y accio-
nes que me he permitido realizar en estos años”.

El estudio muestra los efectos contra la población que ha
traído la política pública federal vigente de salarios míni-
mos 

4. Por otra parte, el artículo 123, en su fracción sexta esta-
blece que “los salarios mínimos generales deberán ser su-
ficientes para satisfacer las necesidades normales de un je-
fe de familia, en el orden material, social y cultural y
proveer a la educación obligatoria de los hijos”. Se esta-
blece claramente, que no se trata de solo el trabajador co-
mo tal, sino como jefe de familia. 

Consideraciones

Dadas los antecedentes mencionados, y considerando que
el derecho a una vida digna es un derecho inalienable de to-
dos los mexicanos tal como se establece en diversos artí-
culos de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos,
y que de manera –en cuanto a remuneración laboral se re-
fiere –explícita está expresado en el salario de un jefe de
familia, tal como se indica en los artículos 4o. y 123, frac-
ción VI, ya citados en los antecedentes.

Asimismo que el actual cálculo y los aumentos del deno-
minado salario mínimo está basado en términos moneta-
rios, y en la expresión de sus variaciones, que es la infla-
ción; lo cual ya no es representativo de las necesidades
alimentarias y demás que tiene un jefe de familia actual-
mente. Que además la división y los cálculos promovidos
por la Comisión Nacional de Salario Mínimo son obsole-
tos, sesgados, fuera de la realidad nacional, sin referencias
exactas de las condiciones de vida en toda la Nación.

Asimismo que los estudios mencionados en los anteceden-
tes, representan no solo un aspecto crítico, sino son sobre
todo una propuesta real, viable, estudiada científicamente.

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente exhorta al secretario de
Trabajo y Previsión Social; a los integrantes del Consejo de
Representantes de la Comisión Nacional de Salarios Míni-
mos y a su presidente, para que convoquen a la brevedad a
mesas de trabajo con el gobierno del Distrito Federal y el
Senado de República con la finalidad de revisar y conciliar
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los criterios que permitan incrementar a 82.86 pesos el sa-
lario minino único para 2015.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Senador Ángel Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

BRINDAR PROTECCION EFICIENTE, PRONTA Y
EXPEDITA A LAS PERSONAS QUE SE DEDICAN AL
PERIODISMO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos
en contra de la Libertad de Expresión de la PGR, al Meca-
nismo de Protección para Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas, y a la PGJ de Veracruz, a fin
de brindar protección eficiente, pronta y expedita a las per-
sonas que se dedican al periodismo, suscrito por el dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El diputado Ricardo Mejía Berdeja, integrante de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 58 y 59 del Reglamento del Go-
bierno Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexi-
canos, presentamos ante esta Comisión Permanente el si-
guiente punto de acuerdo de urgente u obvia resolución al
tenor de las siguientes

Consideraciones

A pesar de que el gobierno del estado de Veracruz ha anun-
ciado, en voz del gobernador o de otros funcionarios, que
la inseguridad y la violencia en dicha entidad ha disminui-
do, sin embargo, en reiteradas ocasiones y por diversos
acontecimientos, los hechos desmienten las declaraciones
optimistas sobre la situación que impera.

Desde el año 2011, 10 periodistas y profesionales de la co-
municación han sido asesinados en Veracruz, además de
que se han registrado diversas agresiones contra el mismo
sector. En consecuencia, a principios de 2014 la organiza-
ción Artículo 19 catalogó a ese estado como la entidad más
peligrosa de América Latina para ejercer el periodismo,
con base en los múltiples casos documentados por la orga-

nización, que ha demostrado que los ataques han sido pre-
suntamente cometidos tanto por grupos de delincuencia or-
ganizada, como por funcionarios públicos.

En el año 2012, y tras diversas denuncias hechas por parte
de periodistas, el gobernador Javier Duarte propuso la
creación de la Comisión Estatal para la Atención y Protec-
ción de los Periodistas, iniciativa que fue aprobada por el
Congreso local, creando un organismo con facultades para
ordenar medidas de detención o protección para evitar que
los ataques o amenazas a personas periodistas se consuma-
ran.

Sin embargo, a más de dos años de su creación, el organis-
mo ha demostrado ser ineficaz, y la medida pareciera ser
más un intento fallido por brindar certeza, que un instru-
mento verdaderamente eficiente para la protección de pe-
riodistas.

La Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometidos
en contra de la Libertad de Expresión (Feadle), de la Pro-
curaduría General de la República (PGR), tiene registro de
cuatro periodistas desaparecidos en Veracruz desde 2010, y
desde ese mismo año las averiguaciones previas por actos
en contra de periodistas y comunicadores también se han
incrementado, y hasta el 31 de octubre de 2014 se registra-
ban 57 en total, desde 2010 hasta 2014, más de 14 por año.

En lo que va de 2015, la situación de violencia y peligro
que enfrentan los periodistas parece no dar tregua, pues el
pasado 2 de enero el periodista José Moisés Sánchez Cere-
zo se convirtió en el primer periodista del año en ser se-
cuestrado.

Con lujo de violencia, un comando armado irrumpió en el
domicilio del fotorreportero y activista social, sacándolo y
llevándose también su computadora, cámara fotográfica,
así como varios equipos celulares, según informó AGNVe-
racruz.

Familiares de Sánchez Cerezo indican que conforme a los
testimonios de vecinos, al domicilio ubicado en el munici-
pio de Medellín de Bravo, Veracruz, llegaron tres automó-
viles de los que descendieron varios hombres fuertemente
armados, quienes ingresaron a la casa y posteriormente su-
bieron a uno de los vehículos a José Moisés, todo esto al-
rededor de las 19:30 horas.

Los vecinos dieron aviso a la policía municipal, pero sus
acciones fueron nulas y cuando finalmente arribaron al do-



micilio, indicaron que “no podían hacer ya nada”. Hasta el
momento se desconoce el paradero de José Moisés Sán-
chez Cerezo.

El pasado 5 de enero, la Procuraduría General de Justicia
del Estado de Veracruz arrestó a diversos integrantes de la
policía municipal, como sospechosos de la desaparición
del periodista.

De acuerdo a las declaraciones de Jorge Sánchez, hijo del
periodista, su padre había publicado varias notas que inco-
modaban a las autoridades, incluido el alcalde de Medellín
de Bravo, en el modesto semanario La Unión, propiedad de
Moisés Sánchez Cerezo.

Según la organización Periodistas de a pie, en el semanario
de Sánchez se denuncia principalmente la corrupción de las
autoridades municipales y los vacíos de poder, publicando
las quejas ciudadanas como el robo de cobre e informes co-
mo las muertes violentas que se han vuelto cotidianas en
los recientes meses.

Por lo antes expuesto y fundado, y ante la falta de seguri-
dad que persiste en el estado de Veracruz en contra de los
periodistas, comunicadores e incluso defensores de dere-
chos humanos, sometemos a su consideración el siguiente

Punto de Acuerdo

La Comisión Permanente del Congreso de la Unión:

Primero. Exhorta a la Fiscalía Especial para la Atención de
Delitos cometidos en contra de la Libertad de Expresión de
la PGR a coadyuvar con la procuraduría estatal en las in-
vestigaciones relacionadas con los hechos de violencia que
incluyen homicidios, secuestros y amenazas contra perio-
distas en el estado de Veracruz.

Segundo. Exhorta al Mecanismo de Protección para Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas a
atender de manera eficiente, pronta y expedita las solicitu-
des hechas a nombre personal o por terceros, a favor de los
periodistas del estado de Veracruz que hayan sufrido o su-
fran amenazas, y a quienes han sido víctimas de actos de
violencia y sus familias.

Tercero. Exhorta a la Procuraduría General de Justicia del
Estado de Veracruz a investigar con la debida diligencia los
hechos de violencia cometidos en contra de periodistas y
comunicadores en la entidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

EXHORTAAL TITULAR DE PROMEXICO, PARA QUE
REALICE EL NOMBRAMIENTO DEL DIRECTOR 
ESTATAL DE TAMAULIPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta al
titular de ProMéxico, para que realice el nombramiento del
director estatal de Tamaulipas, suscrito por el diputado
Carlos Alberto García González, del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, diputado federal Carlos Alberto García Gonzá-
lez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de Ac-
ción Nacional correspondiente a la LXII Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta al director general de ProMéxico a
que haga el nombramiento del director estatal de Tamauli-
pas, a fin de realizar las medidas y acciones conducentes
para la atracción de inversión extranjera directa y el impul-
so de las exportaciones de empresas mexicanas en dicha
entidad federativa, bajo las siguientes

Consideraciones

En junio de 2007, el presidente Calderón mediante decreto
creó ProMéxico, como un ente público sectorizado a la Se-
cretaría de Economía, especializado en la atracción de in-
versión extranjera directa a nuestro país y la promoción de
las exportaciones mexicanas.1

ProMéxico tiene los siguientes objetivos:

I. Coadyuvar en la conducción, coordinación y ejecu-
ción de las acciones que en materia de promoción al co-
mercio exterior y atracción de inversión extranjera di-
recta realicen las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal;

II. Promover y apoyar la actividad exportadora y la in-
ternacionalización de las empresas mexicanas, a través

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 7 de enero de 2017 / Apéndice57



de medidas que reordenen, refuercen, mejoren e inno-
ven los mecanismos de fomento a la oferta exportable
competitiva, principalmente de las pequeñas y medianas
empresas;

III. Difundir y brindar asesoría, especialmente a las pe-
queñas y medianas empresas, respecto de los beneficios
contenidos en los tratados internacionales o negociacio-
nes en materia comercial, promoviendo la colocación de
sus productos y servicios en el mercado internacional,
de manera directa o indirecta;

IV. Brindar asesoría y asistencia técnica a las empresas
mexicanas en materia de exportaciones;

V. Organizar y apoyar la participación de empresas y
productores en misiones, ferias y exposiciones comer-
ciales que se realicen en el extranjero, para difundir los
productos nacionales y promover el establecimiento de
centros de distribución de dichos productos en otras na-
ciones, y

VI. Promover las actividades tendientes a la atracción
de inversión extranjera directa que lleven a cabo las de-
pendencias y entidades de la administración pública fe-
deral, así como apoyar a las entidades federativas en la
ubicación de inversión extranjera directa en el territorio
nacional.

ProMéxico, para alcanzar los objetivos anteriores, ha esta-
blecido oficinas de representación en las Entidades Federa-
tivas y en el extranjero.

Actualmente, la estructura operativa de ProMéxico cuenta
con una Dirección Ejecutiva de Promoción Nacional que
tiene, entre sus facultades, la operación, ejecución y el se-
guimiento a las relaciones entre ProMe?xico y las entida-
des federativas, a través de sus oficinas estatales, para aten-
der los procesos de promoción a la inversión extranjera
directa y el impulso a las exportaciones de empresas mexi-
canas.

Esta Dirección de Promoción Nacional se organiza en seis
coordinaciones regionales; Metropolitana y Centro, Cen-
tro-Occidente, Noroeste, Noreste, Sur y Sureste. En cada
entidad federativa el director estatal de ProMéxico es el en-
cargado de realizar las acciones para promover la atracción
de inversión extranjera, el comercio internacional y la acti-
vidad exportadora en esa entidad.

En octubre de 2009, se estableció la oficina de ProMéxico
de Tamaulipas en las instalaciones de la Subdelegación de
la Secretaría de Economía en Reynosa, y se nombró al di-
rector estatal. Sin embargo, en la presente administración
de ProMéxico no se ha designado al director estatal de Ta-
maulipas, siendo el único estado de la frontera norte del pa-
ís que no tiene una oficina de representación, por lo que el
coordinador regional del noreste ha tenido que asumir y
realizar estas actividades para Tamaulipas.2

En consecuencia, los diputados del Partido Acción Nacio-
nal solicitamos respetuosamente al director general de Pro-
México que haga el nombramiento del director estatal de
Tamaulipas, a fin de que esa entidad paraestatal lleve a ca-
bo sus actividades de manera eficaz y eficiente en ese esta-
do, con la finalidad de captar mayores inversiones, impul-
sar su comercio internacional y potencializar su vocación
exportadora.

Es menester señalar que Tamaulipas es un Estado estraté-
gico por su posición geográfica y sus ventajas competitivas
para el comercio exterior de nuestro país.

Tamaulipas tiene 17 puentes internacionales que conectan
con Estados Unidos, creando las rutas comerciales más di-
námicas de los países del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte, TLCAN.

Además, durante este año se espera la apertura del puente
internacional ferroviario Matamoros-Brownsville. Esta
nueva conexión permitirá atender el aumento exponencial
del intercambio internacional de mercancías entre México
y los países del norte.

Asimismo, el estado cuenta con dos puertos marítimos de
altura, Altamira y Tampico, y actualmente se está moderni-
zando y ampliando el puerto de Matamoros. Esto facilita el
acceso de los productos de las empresas de Tamaulipas a
los mercados de Europa, América Latina y la costa este de
Estados Unidos.

El 90 por ciento de la inversión extranjera en Tamaulipas
es procedente de Estados Unidos y se ha destinado al sec-
tor manufacturero. Los parques industriales se concentran
en Reynosa, Nuevo Laredo y Matamoros; 12, 10 y 9 res-
pectivamente, así la mayor parte de las plantas se ubican en
la franja fronteriza con Texas.

Adicionalmente, no podemos soslayar mencionar que Ta-
maulipas, con motivo de la reforma energética, tendrá
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grandes oportunidades para captar nuevas inversiones para
la explotación de hidrocarburos en la Cuenca de Burgos y
en los yacimientos de sus costas.

Derivado de lo anterior, es imprescindible que ProMéxico,
a través de su Dirección Estatal, promueva los intereses de
Tamaulipas entre los inversionistas a nivel mundial, por lo
que los diputados del Partido Acción Nacional considera-
mos de la más alta prioridad el nombramiento del director
estatal de ProMéxico de Tamaulipas.

Tamaulipas necesita generar nuevos empleos y oportunida-
des para los tamaulipecos que mejoren su calidad de vida y
de bienestar, es por ello que debemos revitalizar su desa-
rrollo económico mediante la atracción de nuevas inversio-
nes y el crecimiento de las exportaciones.

Por lo expuesto, nos permitimos someter a la consideración
de la Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, en el ámbito de colaboración entre Poderes,
exhorta respetuosamente al director general de ProMéxico
a que haga el nombramiento del director estatal de Tamau-
lipas, a fin de realizar las medidas y acciones conducentes
para la atracción de inversión extranjera directa y el impul-
so de las exportaciones de empresas mexicanas en dicha
entidad federativa.

Notas:

1 Decreto por el que se ordena la constitución del Fideicomiso Públi-
co considerado Entidad Paraestatal denominado ProMéxico.

ht tp: / /dof .gob.mx/nota_detal le .php?codigo=4990408&fe-
cha=13/06/2007

2 Oficinas de ProMéxico en México. http://www.promexico.gob.
mx/es/mx/omex

Dado en el Palacio Legislativo, sede de la Comisión Permanente, a 7
de enero de 2015.— Diputado Carlos Alberto García González (rúbri-
ca).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo

REPORTE DEL AVANCE DE LOS COMPROMISOS
PRESIDENCIALES EN LAS ENTIDADES DEL SUR Y
SURESTE DEL PAIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
Ejecutivo federal, genere un reporte del avance de los com-
promisos presidenciales en las entidades del sur y sureste
del país, suscrito por el diputado Carol Antonio Altamira-
no, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado Carol Antonio Altamirano, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 116 y 122
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del pleno la presente pro-
posición, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. El titular del poder Ejecutivo estableció un conjunto de
acciones a desarrollar en beneficio de la población. Espe-
cíficamente son obras y proyectos relevantes que tienen al-
to impacto y que no pueden ser sufragadas con recursos es-
tatales sino federales.

2. Las entidades del sur- sureste de México concentran las
menores condiciones de desarrollo. Tienen importantes ca-
rencias en materia de infraestructura carretera, puentes, ca-
minos, hospitales, agua potable, drenaje, servicios de salud
y educación pública.

Por tanto hay un desequilibrio en el desarrollo regional que
debe atenderse con urgencia.

Se debe dar prioridad a las inversiones en las zonas con
menor desarrollo justamente para revertir la desigualdad y
avanzar en la integración nacional.

Privilegiar la inversión en el centro o norte del país, así co-
mo en las principales zonas urbanas es un enfoque inco-
rrecto, en la medida que la desigualdad permanece o inclu-
so se incrementa.

3. Desde el punto de vista de la transparencia, el registro
detallado de la inversión es fundamental, y es relevante que
la actividad gubernamental transcurra frente a la ciudada-
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nía para que esta valore los esfuerzos realizados así como
lo que aún está por concretarse.

Por lo expuesto, el suscrito pone a consideración el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta al Ejecutivo federal a remitir al Poder Legislativo
un reporte del avance de cada uno de los proyectos presi-
denciales en el sur y sureste de México, en el que especifi-
que avances físicos, financieros y plazos de culminación en
las obras o proyectos que estén en proceso de ejecución.

Dado en la Cámara de Diputados, sede de la Comisión Per-
manente del honorable Congreso de la Unión, a los 5 días
del mes de enero de 2015.

Diputado Carol Antonio Altamirano (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

INVESTIGAR LOS HECHOS OCURRIDOS EN CONTRA
DE UN MIEMBRO DEL CONSEJO INDIGENA NAYERI

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Fiscalía General del estado de Nayarit, a fin de investi-
gar los hechos ocurridos en contra de un miembro del Con-
sejo Indígena Náyeri, suscrito por el diputado Ricardo Me-
jía Berdeja, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja, integrante de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 58 y 59 del Reglamento del Gobierno In-
terior del Congreso de los Estados unidos Mexicanos, pre-
senta ante esta Comisión Permanente el siguiente punto de
acuerdo, de urgente u obvia resolución, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

A mediados del pasado mes de diciembre, en conferencia
de prensa en el Distrito Federal, los integrantes y delegados
por el Consejo Indígena Náyeri y el Consejo Regional Wi-
xárica por la defensa de Wirikuta, Julián López Cánare y
Ubaldo Valdez, respectivamente.
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Denunciaron la violación de los derechos de los pueblos
Náyeri y Wixárica en la construcción de la presa Las Cru-
ces y las mineras en Wirikuta. Denuncian que la Conagua
y la CFE están haciendo consultas a modo para validar el
proyecto hidroeléctrico de la Cruces y la presa de La Ma-
roma que forman parte de la infraestructura de los proyec-
tos mineros en Wirikuta, las comunidades son objetos de
presión y manipulación de la información, condicionando
apoyos federales y estatales e incitando a la división y la
confrontación social.1

Asimismo, acusaron que como lo marca la legislación, no
se les ha respetado su derecho a una consulta previa, libre
e informada respecto al megaproyecto que se pretende
construir en dicha región.

“El impacto social no se ha tenido en cuenta. Se hicieron
estudios de Manifestación de Impacto Ambiental (MIA),
como si el ser humano no tuviera importancia en este me-
gaproyecto. Sólo lo ambiental. Nos ignoran, nos marginan
en la construcción de la hidroeléctrica, pero hacen como si
nos estuvieran consultando”, dijo en esa ocasión Julián Ló-
pez.2

Sin embargo, tras haber realizado esta denuncia, cuatro dí-
as después, es decir el 22 de diciembre, Julián López Cá-
nare fue privado de su libertad en la cabecera municipal de
Ruiz, Nayarit

Fue interceptado por cuatro individuos a bordo de una ca-
mioneta tipo pick up de modelo reciente que lo subieron
por la fuerza a la cabina del vehículo y lo retuvieron ile-
galmente por un lapso aproximado de seis horas. Además
de robarle su agenda, directorio y el efectivo que traía, le
advirtieron  que sabían quién es,  qué hace y  sus “movi-
mientos”.3

Hechos que, aparentemente están relacionados con la de-
nuncia en cuestión, por lo que es necesario garantizar la se-
guridad de los integrantes de las comunidades que acusan
este tipo de anomalías que atentan al medio ambiente y a
los derechos humanos de sus habitantes. En dicho tenor,

Julián explicó que no sólo están afectando a sus creencias
y cultura sino también al tejido social: “Se están comen-
zando a dividir las comunidades y familias por este ofreci-
miento del megaproyecto. Unos estamos en oposición,
otros están siendo convencidos para que lo acepten. Se em-
piezan a dividir las comunidades por esta labor de conven-
cimiento”. Por su parte, Ubaldo Valdez, del Consejo Re-

gional Wixárika por la defensa de Wirikuta, aseguró que
los pueblos originarios están dispuestos a luchar por defen-
der la vida.4

Por ello, resulta evidente la necesidad de, por un lado, sal-
vaguardar su integridad y, por el otro, investigar de mane-
ra expedita, los hechos ocurridos en contra de Julián López
Cánare a fin de que las denuncias realizadas no sean obje-
to de ningún tipo de violencia en contra de los líderes indí-
genas, ni de ningún habitante de dichas comunidades. Ra-
zones por las cuales, presentamos a esta honorable
asamblea los siguientes resolutivos con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Fiscalía General del Estado de
Nayarit a investigar los hechos ocurridos en contra de Ju-
lián López Cánare, miembro del Consejo Indígena Náyeri.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión de Defensa de los De-
rechos Humanos para el Estado de Nayarit a atender las de-
mandas del Consejo Indígena Náyeri y del Consejo
Regional Wixárica por la defensa de Wirikuta, referentes al
proyecto hidroeléctrico de la Cruces y la presa de La Ma-
roma que forman parte de la infraestructura de los proyec-
tos mineros en Wirikuta.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales a cumplir con la normatividad relati-
va a la Evaluación de Impacto Ambiental en relación con
referentes el proyecto hidroeléctrico de la Cruces y la pre-
sa de La Maroma que forman parte de la infraestructura de
los proyectos mineros en Wirikuta.

Notas:

1 Crónica, “Denuncian violación de los derechos de los pueblos Ná-
yeri y Wixárica en Nayarit”, [en línea], México, dirección URL:
http://www.cronica.com.mx/notas/2014/874210.html 

2 SinEmbargo.mx, “Líder indígena, opositor de hidroeléctrica, da dis-
curso en DF y en Nayarit lo ‘levantan’”, [en línea], México, Dirección
URL: http://www.sinembargo.mx/24-12-2014/1200202 

3 Hijos de la Tierra, “Secuestro y retención ilegal de Julián López Cá-
nare, representante del Consejo Indígena Náyeri”, [en línea], México,
Dirección URL: 
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http://hijosmadretierra.blogspot.mx/2014/12/secuestro-y-retencion-
ilegal-de-julian.html 

4 SinEmbargo.mx, Op. Cit.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 7 días del mes de
enero de 2015.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

SALVAGUARDA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE
LOS MIGRANTES INDOCUMENTADOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que la Comisión
Permanente se pronuncia en favor de una reforma migrato-
ria en Estados Unidos de América y la salvaguarda de los
derechos humanos de los migrantes indocumentados, sus-
crito por el senador Ángel Benjamín Robles Montoya, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Ángel Benjamín Robles Montoya, senador de
la República, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática en la LXII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, en lo dispuesto en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta sobera-
nía proposición con punto de acuerdo por el que la Comi-
sión Permanente exhorta a la Cámara de Representantes de
Estados Unidos de América a efecto de que se apruebe a la
brevedad la reforma migratoria que garantice la salvaguar-
da de los derechos humanos de los migrantes indocumen-
tados, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Teniendo en cuenta que los migrantes mexicanos represen-
tan el grupo nacional que más trabajadores aportan a la
economía estadounidense, y es que tan solo desde 1994 a
2010, el producto interno bruto de Estados Unidos ha cre-
cido en términos reales en 4 mil 219 millones de dólares; a
este incremento los mexicanos aportaron 358 mil millones
de dólares, lo que corresponde a un 8 por ciento.

Entre 2000 y 2008, sin considerar el efecto de la crisis, la
contribución de los migrantes indocumentados al creci-

miento del producto interno bruto estadounidense fue por
lo demás contundente, con un aporte del 32 por ciento;
siendo el grupo de inmigrantes que más contribuyó a dicho
incremento fue, precisamente, el de los mexicanos con una
aportación del 11 por ciento al crecimiento total.

A su vez, los migrantes indocumentados mexicanos en Es-
tados Unidos permite el desarrollo económico de México a
través del envío de remesas hacia sus familiares. En 2010,
el porcentaje ascendió a 586 mil millones de dólares, es
decir, el 76 por ciento de la inversión extranjera directa
captada en México.

También es cierto que el fenómeno migratorio alcanza a los
menores de edad pues al menos nueve mil niñas y niños
mexicanos ingresan ilegalmente a los Estados Unidos cada
año, lo cual pone en un riesgo latente su integridad física.

Que en enero de 2013, las y los mexicanos celebrábamos la
voluntad histórica del presidente Barack Obama respecto
de aplicar una profunda reforma migratoria en la que por
fin se reconociera la aportación de la comunidad migrante
a su economía. Era además una discusión que desde hace
años resultaba necesaria para garantizar el reconocimiento
y respeto de los derechos de los migrantes, máxime en el
marco de iniciativas como la Propuesta 187 en el Estado de
California y la Ley SB1070 en Arizona en 2010, criminali-
zaban los mexicanos migrantes o endurecían las medidas
de vigilancia o deportación. 

Desafortunadamente, en junio del año pasado, la Cámara
del Senado estadunidense aprobó una moción que limita el
debate en torno a una enmienda propuesta por dos senado-
res republicanos, que tiene por objeto reforzar la seguridad
en la frontera, pero que en los hechos implicará la militari-
zación de toda la franja fronteriza. 

La enmienda planteó el aumento de agentes fronterizos a 40
mil elementos, distribuidos a lo largo de 3 mil 200 kilóme-
tros, es decir, el equivalente a 12 militares por kilómetro.

Ahora, con la reciente acción ejecutiva emitida por el pre-
sidente Barack Obama en octubre de 2014, se tiende a prio-
rizar la política de las deportaciones, salvaguardando el
bien intrínseco del ser humano, la familia. Este acto es un
momento de salvaguarda a los menores de edad ilegales
desde 2010 conocida como la acción diferida.

Sin embargo, la Cámara de Representantes del Congreso
estadounidense, particularmente el Partido Republicano,
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ha manifestado su completo rechazo a las acciones ejecuti-
vas presidenciales no obstante que esta política guberna-
mental beneficiaría a más de 5 millones de indocumenta-
dos

Ante estos acontecimientos públicos, los legisladores me-
xicanos, respetamos las decisiones internas que emita el
Congreso General de Estados Unidos, en ejercicio de su
soberanía, pero también es claro que el tema de la reforma
migratoria tiene consecuencias para nuestros connaciona-
les, por ello, es inminente realizar un pronunciamiento de
solidaridad hacia nuestros hermanos mexicanos indocu-
mentados, deseando que pronto su situación migratoria se
regualice, adquiriendo cabalmente el ejercicio de sus dere-
chos universales como seres humanos, tales como el dere-
cho a la alimentación, salud, educación, familia, trabajo
digno y libre tránsito. 

Por ello, considerando que la situación de los migrantes in-
documentados ocupa no solo el quehacer político y legisla-
tivo de todos los países del mundo, sino que también atrae
la preocupación y la participación de los organismos no gu-
bernamentales y de la sociedad civil, manifestamos:

• Que solicitamos respetuosamente que el gobierno de
Estados Unidos cuente con un plan migratorio integral,
que garantice el respeto a los derechos humanos de los
inmigrantes radicados en ese país. Que la Cámara de
Representantes permita la revisión y discusión del pro-
yecto elaborado de manera bipartidista en el Senado,
que fue avalado por el presidente Barack Obama en
2013.

• Hacemos un llamado a la conciencia y sentido común
de las y los legisladores norteamericanos, para evitar
que se criminalice a los migrantes indocumentados que
se encuentran en su país a través de acciones que fo-
menten la violencia o militarización, de sus fronteras,
explorando como solución, vías adicionales en el ámbi-
to binacional que permita instrumentos diplomáticos y
jurídicos internacionales a su alcance.

• Que ante la penosa y urgente situación de los menores
migrantes indocumentados no acompañados que se en-
cuentren en Estados Unidos, solicitamos que a la breve-
dad posible, los gobiernos nacionales de México y Esta-
dos Unidos encuentren un enfoque humanitario que dé
solución.

• Rechazamos la utilización de la Guardia Nacional co-
mo forma de militarizar la frontera con nuestro país, así
como el uso de la violencia que frene el flujo migrato-
rio.

• Que cualquier medida o política de atención a los mi-
grantes indocumentados salvaguarde los derechos fun-
damentales de los ciudadanos que viven en la frontera,
que lesiona la dignidad de México y lastima la relación
entre los dos países.

• Rechazamos el aislamiento a los migrantes indocu-
mentados o el confinamiento solitario en centros de de-
tención bajo la supervisión de la Oficina de Inmigración
y Aduanas.

• Solicitamos la implementación de programas asisten-
cialistas que humanice los programas migratorios de Es-
tados Unidos que priorice la protección de las familias
de los migrantes indocumentados.

• Se promuevan programas de empleo temporal para
trabajadores agrícolas y para aquellos  que cuenten con
doctorados o maestrías especializadas, sobre todo en la
industria de las tecnologías computarizadas y la investi-
gación.

En consecuencia, se somete a consideración de esta sobe-
ranía, la presente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión felicita y reconoce la promulgación de la acción eje-
cutiva emitida por el presidente Barack Obama a favor de
los migrantes indocumentados.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita de manera respetuosa a la Cámara de Re-
presentantes de Estados Unidos, a efecto de sensibilizar la
postura del Partido Republicano que rechaza la política mi-
gratoria presidencial, y exhortamos que en aras de la sal-
vaguarda de los derechos humanos de los migrantes indo-
cumentados se pronuncien pronto por una reforma que
permita la revisión y discusión del proyecto progresista
elaborado de manera bipartidista en el Senado de ese país.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita respetuosamente al gobierno estadouniden-
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se a que cesen las innecesarias y masivas deportaciones de
inmigrantes residentes en Estados Unidos de América y se
garantice los derechos humanos de los inmigrantes radica-
dos en la Unión Americana y de sus familias.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Senador Ángel Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo.

ASESINATOS DEL ACTIVISTA ADRIAN RODRIGUEZ
Y SU ACOMPAÑANTE HONDUREÑO, OCURRIDO
EL MES DE NOVIEMBRE DE 2014

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJ del estado de México, para que informe del estado
en que se encuentra la investigación de los asesinatos del
activista Adrián Rodríguez y su acompañante hondureño,
ocurrido en noviembre de 2014, en dicha entidad, suscrito
por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja, integrante de la LXII Legislatura
del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 58 y 59 del Reglamento del Gobierno In-
terior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentamos ante esta Comisión Permanente el siguiente pun-
to de acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de la
siguiente

Consideraciones

Francisco Cerezo, miembro del Comité Cerezo México de-
nunció una vez más que México se convirtió durante las úl-
timas dos administraciones federales en un lugar hostil pa-
ra el activismo y la prensa, que lejos de mejorar, empeoró
al grado de que encarcelar a un defensor de derechos hu-
manos y amenazar a un periodista es una práctica común
entre los funcionarios públicos que nadie castiga. 

Durante la administración de Enrique Peña Nieto fueron
detenidos arbitrariamente 669 defensores de los derechos
humanos acusados por motín, ultrajes a la autoridad, homi-
cidio y secuestro. 

Cerezo planteó que el incremento de detenidos por fabrica-
ción de delitos despuntó durante la administración actual,
pues durante todo el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa,
se registraron mil casos. Si a este dato –dijo– se le suma
que de 2008 a la fecha fueron ejecutados extraoficialmen-
te 90 activistas defensores de derechos humanos a manos
de funcionarios públicos, el panorama para el activismo en
México es poco alentador. 

“Los defensores de derechos humanos están sufriendo
amenazas, hostigamientos por la labor que están haciendo
en México en su lucha en contra de megaproyectos y de las
reformas estructurales. El Estado está generando un clima
de criminalización para golpear, amenazar, para la ejecu-
ción extraoficial y desaparición forzada”, indicó. 

De acuerdo con los registros del Comité, personas vestidas
de civil acuden con mayor frecuencia a los lugares de tra-
bajo de los activistas para intimidarlos. Los estados más
peligrosos para ser activista en México son Guerrero, Oa-
xaca, Chiapas, Michoacán y el Distrito Federal. Para Al-
berto Patishtán Gómez, maestro indígena que estuvo preso
por más de 13 años y que fue encarcelado cuando denun-
ciaba la corrupción del alcalde de El Bosque, Chiapas, la
situación en México no es mejor que hace una década. Los
ataques hacia los activistas continúan y el encaramiento pa-
ra detener la protesta social, se convirtió en uno de los me-
jores métodos para detenerlos.

En un macabro seguimiento de esta tendencia, en días pa-
sados un nuevo atentado a la causa migrante se dio en
nuestro país, nos informan que un activista mexicano y
otros hondureño que alimentaban a los migrantes centroa-
mericanos que viajan en el tren conocido como La Bestia,
fueron asesinados. Ya es una demencial costumbre que en
México los activistas, de cualquier tema que refiera dere-
chos humanos, sufra ataques y estos permanezcan impu-
nes. Esta recurrencia sistemática es una figura de un mo-
delo que explica la situación de los derechos humanos, de
los migrantes y de la seguridad y la impartición de justicia.
No hay figura más honrosa y más valiente que un activista
que denuncie injusticias en México, su campo de trabajo
no ofrece la seguridad en ninguno de sus conceptos. Son
los herederos netos de Belisario Domínguez.

El activista Adrián Rodríguez recibió tres disparos en la ca-
beza, el pecho y la pierna el pasado domingo cuando esta-
ba visitando a sus padres en el Estado de México. Su ami-
go, un hondureño de nombre Wilson, recibió cinco
disparos y murió a la mañana siguiente. 
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El activista mexicano Jorge Andrade, integrante del grupo
que se dedica a ofrecer comida a los migrantes centroame-
ricanos se expresó que “es muy preocupante que le suceda
esto a una persona que se dedicaba a dar ayuda humanita-
ria a los migrantes”. Wilson acababa de recibir una visa hu-
manitaria que le permitía vivir legalmente en México, gra-
cias a su cooperación como testigo de un ataque armado
registrado en febrero pasado. “Espero que la muerte de
Wilson y Adrián sea una semilla de esperanza. Ya se ha de-
rramado demasiada sangre”, dijo el padre Pedro Pantoja, el
sacerdote jesuita mexicano que también trabaja con mi-
grantes y que además es director de la Casa del Migrante
Belén, localizada en Saltillo, Coahuila. 

En conferencia de prensa, Pantoja señaló que este caso se
suma a los ataques que sufren cada día los activistas, en es-
pecial aquellos que defienden a los migrantes ante la in-
operancia de órganos del Estado, como el Mecanismo de
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos
y Migrantes. 

En el sur de México, La Bestia se puso en marcha a una
mayor velocidad para evitar el abordaje de migrantes. Jor-
ge Andrade y Andrea González, integrantes del Colectivo
Ustedes somos Nosotros, informaron que Adrián y Wilson
formaban parte del voluntariado que trabaja con su organi-
zación, a la que se unieron después de que los tres alber-
gues en los que daban asistencia a migrantes cerraron sus
puertas por amenazas del crimen organizado y el hostiga-
miento de vecinos y autoridades municipales. 

Luego de destacar que otros cuatro protectores de migran-
tes han sido asesinados y seis defensores cuentan con me-
didas provisionales de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, González sostuvo que Adrián tenía seis
años como voluntario, entregando alimentos a migrantes, y
Wilson renunció a su deseo de llegar a Estados Unidos pa-
ra apoyar al primero. 

Este crimen se suma a la descripción del sistema mexicano
que se sirve de una infame costumbre, que parece ley, de
propiciar la mecánica del olvido; sin embrago es deber de
esta institución insistir, reiterar lo que parece una petición
que se anexará al inmenso archivo de dolencias mexicanas,
un exhorto a las autoridades para que tengan la deferencia
de informar a esta soberanía sobre el proceso que debe se-
guir todo crimen en el país y conminar a que la investiga-
ción se conduzca por un camino institucional que ha traza-
do la impartición de justicia. Informamos que diversas

organizaciones no gubernamentales están atentas a esta pe-
tición y sus consecuencias. 

Por todo lo anterior, sometemos a consideración de esta
asamblea el siguiente:

Punto de Acuerdo

La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión

Único. Exhorta a la Procuraduría General de Justicia del
Estado de México a integrar y hacer público un informar
del estado en que se encuentra la investigación de los ase-
sinatos del activista Adrián Rodríguez y su acompañante,
el hondureño llamado Wilson en el pasado noviembre, en
dicha entidad, ambos, personas que otorgaban alimenta-
ción a los migrantes centroamericanos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

DETENCIONES SUCEDIDAS EN CUBA LOS PASADOS
30 Y 31 DE DICIEMBRE Y 1o. DE ENERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a fijar postura respecto a las detenciones sucedidas
en Cuba los pasados 30 y 31 de diciembre y 1 de enero,
suscrito por el diputado Juan Pablo Adame Alemán, del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Juan Pablo Adame Alemán, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cá-
mara de Diputados de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los  artículos 58
y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno de la Comisión Permanente del ho-
norable Congreso de la Unión, la siguiente proposición con
punto de acuerdo con carácter de urgente y obvia resolu-
ción al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 17 de diciembre del año pasado, Barack Obama, presi-
dente de Estados Unidos de América, y Raúl Castro, presi-
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dente de Cuba, anunciaron simultáneamente en Washing-
ton y en La Habana, sus intenciones por “restablecer las re-
laciones diplomáticas” entre ambos países y por tomar
“medidas mutuas para mejorar el clima bilateral” dado el
bloqueo económico que ha permanecido desde hace más de
cincuenta años. Dentro de las principales medidas para me-
jorar esta relación, existe la propuesta de poner fin al em-
bargo económico y comercial, aunque todavía es necesario
que el Congreso de Cuba lo apruebe para que pueda proce-
der.

De este modo, el Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, aplaude y felicita los acuerdos, pues confía que
esto representa un gran avance en el acercamiento en favor
de la unidad de la comunidad americana.

Ante estos hechos, y en busca de propiciar la libertad de
expresión y el libre ejercicio democrático, la artista cubana
Tania Bruguera convocó a los cubanos por medio de redes
sociales, y con la etiqueta de #YoTambiénExijo, para ma-
nifestarse pacíficamente el martes 30 de enero a las 15:00
horas en la Plaza de la Revolución de La Habana. La acti-
vista creía que dicho evento sería el escenario adecuado pa-
ra escuchar las voces críticas de la ciudadanía hacia el go-
bierno, pues este se realizaría bajo un esquema de
micrófono abierto para que los ciudadanos expresaran sus
opiniones sobre el futuro de Cuba.

Hay que recordar que Naciones Unidas, en su Declaración
Universal de los Derechos Humanos, reconoce como un
derecho internacional en el artículo 19, que “todo indivi-
duo tiene derecho a la libertad de opinión y expresión; es-
te derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus
opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opi-
niones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por
cualquier medio de expresión”.

Dicho proyecto artístico se pretendía realizar bajo el nom-
bre de “El Susurro de Tatlin #6”, pero el Consejo Nacional
de las Artes Pláticas de Cuba, en un comunicado calificó de
“inaceptable” la propuesta “debido a la ubicación y la am-
plia cobertura que los medios le darían en puntos que son
críticos para el gobierno”, y la oficialista Unión de Escri-
tores y Artistas de Cuba declaró que Bruguera tenía una
“evidente intención política” y que la artista “no busca otra
cosa que un protagonismo circunstancial”. Además, las au-
toridades de gobierno amenazaron con “reservarse el dere-
cho de detener a estas personas cuyo único interés es pro-
vocativo”.

En primera instancia, el plan de Bruguera consistía en po-
ner a prueba la tolerancia del régimen Castrista ante las crí-
ticas de la ciudadanía por las políticas recién acordadas en-
tre los gobiernos, estadounidense y cubano, pues “pensaba
que Cuba estaba lista para las diferencias de opinión, para
la tolerancia, para perdonar y no olvidar”. Pero en la ma-
drugada del 30 de diciembre, poco antes de que se pudiera
llevar a cabo la protesta, el personal de seguridad del go-
bierno de Cuba detuvo a distintos activistas que tenían pla-
neado participar en la manifestación del mismo día. Entre
ellos, el periodista Reinaldo Escobar, quien junto con su
esposa Yoani Sánchez, popular bloguera, dirige el portal
digital “14yMedio”, y Eliécer Ávila, joven opositor y críti-
co del gobierno que pertenece a la organización “Somos
Más”.

Del mismo modo, Tania Bruguera también fue detenida por
la mañana del martes en su casa acusándole de “resistencia
y desorden público”, al tiempo de ser golpeada y maltrata-
da en el momento de su detención, según declaraciones de
la familia, quien presenció los hechos.  Aunado a esto, no
era claro por qué ella y los demás opositores políticos fue-
ron puestos en custodia sin que el gobierno cubano haya
hecho declaración alguna en su momento.

Después de 24 horas de ser detenida y sin haber podido lle-
gar al lugar citado para la realización del acto, aún se des-
conocía el paradero de la artista. Además, se reportaron al-
rededor de cincuenta detenciones de activistas, periodistas
y disidentes que pretendían participar en la manifestación,
según la Comisión Cubana de Derechos Humanos y Re-
conciliación Nacional (CCDHRN). 

El 31 de diciembre, al día siguiente de la detención, se li-
beró a la artista, pero tras convocar a una conferencia para
la prensa y a otra presentación en la avenida Malecón de La
Habana, fue nuevamente detenida para ser liberada unas
horas después. El jueves 1 de enero, Bruguera fue detenida
por tercera ocasión tras visitar una prisión de La Habana
donde exigió la excarcelación de otros opositores deteni-
dos por el gobierno. Después de que cerca de mil 300 ar-
tistas firmaran una carta pidiendo al presidente Raúl Castro
la liberación de Tania Bruguera, ésta por fin fue liberada.
Al final de cuentas y después de tres detenciones, a la disi-
dente le fue retirado el pasaporte y no podrá salir de la isla
al menos los próximos dos meses.

De acuerdo a diversos medios informativos, la mayoría de
los disidentes cubanos arrestados en los últimos días han
sido liberados; no obstante, media docena de opositores y
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activistas permanecerían aún detenidos en La Habana. En
total se calcula que unas 80 personas fueron arrestadas des-
de el pasado martes 30 de diciembre.

Ante las evidentes acciones autoritarias contra los disiden-
tes detenidos sin razón ni declaración alguna, quedan en
descubierto los obvios actos represivos y se condenan to-
das aquellas medidas antidemocráticas que lejos de preser-
var un régimen político o representar una ideología, aten-
tan violentamente contra los derechos humanos de todos
aquellos que tienen derecho a expresar libremente su opi-
nión. De esta manera, el gobierno de Estados Unidos ha
manifestado su preocupación por la detención de artistas y
opositores pacíficos en Cuba, en donde el Departamento de
Estado de Estados Unidos emitió una nota donde pide al
gobierno cubano respetar los derechos humanos y la liber-
tad de expresión.

Por otro lado, se ha demostrado que la creatividad y el po-
der de la democracia han provocado que un lugar icónico
como lo es la Plaza de la Revolución, donde Fidel Castro
tomó por primera vez el poder, se haya podido convertir en
un espacio de crítica y reflexión para la ciudadanía sobre el
papel que tiene el gobierno cubano para garantizar el res-
peto de los derechos humanos.

Aunque cabe señalar que se trata de un asunto bilateral en-
tre dos Estados, en donde corresponde al gobierno de Esta-
dos Unidos manifestar su postura en torno al caso, la sobe-
ranía mexicana cree necesario también fijar un
posicionamiento en cuanto al mismo, ya que, al igual que
otros países de la comunidad internacional han mostrado su
solidaridad y preocupación por los hechos ocurridos re-
cientemente en nuestro país, el pueblo mexicano también
quiere expresar el mismo apoyo y solidaridad con la co-
munidad cubana.

Dicho lo anterior, y dada la preocupación de la ciudadanía
mexicana para que se preserven los derechos humanos a lo
largo y ancho del globo, presento ante esta soberanía la si-
guiente proposición de urgente y obvia resolución con

Punto de Acuerdo

Único. Por el que la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secre-
taría de Relaciones Exteriores a fijar una postura respecto
a las detenciones sucedidas en Cuba los pasados 30 y 31 de
diciembre de 2014, y 1 de enero de 2015.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente, a 7 de enero de 2015.— Diputado Juan Pablo Adame Ale-
mán (rúbrica).»

Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo.

ATIENDAN CON CELERIDAD Y DE MANERA
APARTIDISTA, LA SENTENCIA DE LA SALA REGIO-
NAL ESPECIALIZADA DEL TRIBUNAL ELECTORAL
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
las auditorias de las Cámaras del Congreso que atiendan
con celeridad y de manera apartidista, la sentencia de la Sa-
la Regional Especializada del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación, suscrito por la diputada Joaquina
Navarrete Contreras, del Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, diputada Joaquina Navarrete Contreras,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, en ejercicio de la facultad que le con-
fiere los artículos 58 y 59, y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se permiten poner a consi-
deración de esta soberanía, proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Instituto Nacional Electo-
ral a conducirse en el marco de la ley en el caso de denun-
cia por la campaña El verde sí cumple, con la finalidad de
dar certeza al proceso electoral de 2015 y consolidar su le-
gitimidad y confianza como órgano garante de la democra-
cia; en virtud de las siguientes

Consideraciones

Los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de
México en las Cámaras de Diputados y de Senadores tie-
nen en este momento al aire en medios electrónicos la cam-
paña El Partido Verde sí cumple, que consiste en cuatro te-
mas:

a. Cuotas en escuelas.

b. Circo sin animales.

c. Cadena perpetua a secuestradores.

d. El que contamina paga.
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Campaña, que al momento ronda entre los 192 mil impac-
tos en tres meses, que son enteramente ilegales; que repre-
senta alrededor de 500 millones de dólares. Es decir, 2 mil
133 al día y 88 por hora.

La representación del Partido de la Revolución Democráti-
ca ante el Instituto Nacional Electoral presentó dos quejas
en la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral. A la fal-
ta de una investigación pronta y expedita, la misma repre-
sentación presentó el pasado 9 de diciembre, recurso de in-
conformidad ante la Contraloría General del Instituto.

El retraso en la suspensión de la campaña, mientras se lle-
van a cabo las investigaciones, resultan en detrimento de
las condiciones de igualdad de los contendientes en las pró-
ximas elecciones nacionales de junio de 2015. El tortu-
guismo –pareciera predeterminado– de la autoridad electo-
ral sin lugar a duda beneficia al infractor de la Constitución
General de la República y de las leyes electorales y de te-
lecomunicaciones.

Es urgente que el instituto actué a fin de salvaguardar el
principio de autoridad que le reviste la Constitución y que
le debiera dar legitimidad y generar la confianza como ór-
gano garante de la democracia. El actuar del Instituto Na-
cional Electoral (INE) en la conducta ilegal del Partido
Verde Ecologista de México puede ser el detonador de con-
fianza para las elecciones de junio de 2015.

Resulta insostenible el argumento de la Comisión de Que-
jas del Instituto Nacional Electoral que afirma –con res-
pecto del asunto expuesto– que se considere improcedente
la solicitud de medidas cautelares en razón de tratarse de
hechos consumados, así como de hechos futuros de reali-
zación incierta.

Analizando el argumento de la comisión podemos aseverar
que la reforma que prohíbe el uso de animales silvestres en
circos se aprobó en la Cámara de Diputados el 11 de di-
ciembre de 2014 por 267 votos en pro, 66 en contra y 40
abstenciones, lo que expresa su falta de consenso en una de
las Cámaras del Congreso de la Unión. La reforma fue tur-
nada al Ejecutivo para su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Dicha acción, el Partido Verde Ecologista de México se en-
cuentra promocionándola desde hace más de un año. Por lo
que la promoción falta a la verdad en razón de que la re-
forma no se encuentra en vigencia.

En el caso de la reforma que resulta en cadena perpetua a
secuestradores, fue iniciativa presentada por el diputado
del PRI, Jesús Alfonso Navarrete Prida, el 29 de abril de
2011.

Dicha reforma estableció:

Artículo 11. Se sancionará con pena de cuarenta
años de prisión a prisión vitalicia y de diez mil a do-
ce mil días multa a los autores o partícipes del se-
cuestro que priven de la vida a la víctima.

Por lo que resulta inexacto que la reforma de cadena per-
petua a secuestradores la haya promovido el Partido Verde
Ecologista de México. Y por lo tanto la información que se
reproduce en el spot resulta falsa.

Atención especial merece el spot en la materia que actual-
mente se encuentra al aire; y que se basa en el diario El
Tiempo con la nota de ocho columnas que señala: “Con-
greso aprobó hasta 140 años de prisión a secuestradores”.

Desafortunada, para la ciudadanía, es la estrategia mediáti-
ca de basar su mensaje en un medio de comunicación que
no existe; y que dé una información imprecisa.

Por lo que se refriere a la reforma educativa, promovida
por el titular del Ejecutivo federal, relativa al cobro de cuo-
tas en las escuelas; ésta se divide en dos modificaciones; la
primera, una enmienda a la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 26 de febrero de 2013, que estableció en el
artículo quinto transitorio, fracción III, inciso a) del decre-
to por el que se reforman los artículos 3o. en sus fracciones
III, VII y VIII; y 73, fracción XXV, y se adiciona un párra-
fo tercero, un inciso d) al párrafo segundo de la fracción II
y una fracción IX al artículo 3o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, lo siguiente: 

Quinto. Para el debido cumplimiento de lo dispuesto por
los artículos 3o. y 73, fracción XXV, de esta Constitución,
el Congreso de la Unión y las autoridades competentes de-
berán prever al menos lo siguiente:

III. Las adecuaciones al marco jurídico para:

a) Fortalecer la autonomía de gestión de las escuelas
ante los órdenes de gobierno que corresponda con el ob-
jetivo de mejorar su infraestructura, comprar materiales
educativos, resolver problemas de operación básicos y
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propiciar condiciones de participación para que
alumnos, maestros y padres de familia, bajo el lide-
razgo del director, se involucren en la resolución de los
retos que cada escuela enfrenta.

Y, segunda, la reforma integral a la Ley General de Educa-
ción, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11
de septiembre de 2013, en lo particular el artículo 6, que
señala:

“Artículo 6o. La educación que el estado imparta será
gratuita. Las donaciones o cuotas voluntarias destinadas
a dicha educación en ningún caso se entenderán como
contraprestaciones del servicio educativo. Las autori-
dades educativas en el ámbito de su competencia, es-
tablecerán los mecanismos para la regulación, desti-
no, aplicación, transparencia y vigilancia de las
donaciones o cuotas voluntarias.

Se prohíbe el pago de cualquier contraprestación que impi-
da o condicione la prestación del servicio educativo a los
educandos.

En ningún caso se podrá condicionar la inscripción, el ac-
ceso a la escuela, la aplicación de evaluaciones o exáme-
nes, la entrega de documentación a los educandos o afectar
en cualquier sentido la igualdad en el trato a los alumnos,
al pago de contraprestación alguna.”

En ese sentido, y como lo establece la Constitución, la au-
tonomía de gestión de las escuelas se vincula con la atribu-
ción de la ley secundaria de las autoridades educativas pa-
ra establecer mecanismos para la regulación, destino,
aplicación, transparencia y vigilancia de las donaciones o
cuotas voluntarias.

De lo anterior podemos concluir que el establecimiento de
la prohibición de cuotas en las escuelas no es una propues-
ta del Partido Verde Ecologista de México, sino del titular
del Ejecutivo federal. Segundo, es relativa la prohibición
de cuotas en las escuelas, ya que se atribuye a los directi-
vos de las escuelas a regular los destinos de dichas cuotas,
que se vinculan con la autogestión de los planteles educa-
tivos.

Lo anterior, nos lleva a la clara conclusión de que la única
reforma que se atribuye el Partido Verde a iniciativa suya
es la relativa a la prohibición de uso de animales en circos.

Por otra parte, una investigación realizada por la represen-
tación del Partido de la Revolución Democrática ante el
INE afirma que el Partido Verde y sus legisladores han de-
rrochado recursos que superan las asignaciones de los gru-
pos parlamentarios y con los que realizan una campaña
electoral anticipada y cobijada por Televisa y TV Azteca.

Hasta el 5 de diciembre, señala la investigación, el grupo
había contabilizado 224 mil spots de televisión, cuyo cos-
to supera los 500 millones de pesos.

No está a cuestionamiento que los partidos y sus grupos
parlamentarios en las Cámaras del Congreso de la Unión
informen a sus electores de sus actividades; lo que se cues-
tiona y se demanda es el exceso y ofensivo gasto que se es-
tá llevando a cabo en la campaña. Lo que se denuncia, ade-
más, es la falta de verdad en los spots de las y los
legisladores del Partido Verde; como así lo ha demostrado
el presente instrumento parlamentario.

No coincidimos con los representantes de ese partido ante
el INE que presume mentiras completas y confunde la con-
gruencia con la mentira. Los partidos tramposos, que quie-
bran la ley, no contribuyen con la democracia ni a recobrar
la confianza de la ciudadanía en nuestras instituciones po-
líticas.

Las legisladoras y los legisladores del Partido de la Revo-
lución Democrática hacemos eco de nuestro representante
ante el INE en la exigencia de no permitir que se violen las
leyes electorales al no detener lo que entendemos como
una campaña anticipada montada sobre supuestos informes
legislativos.

Lo anterior, sin considerar un sinnúmero de anuncios es-
pectaculares en las principales ciudades del país.

Los antecedentes de este partido reincidente, ya están
documentados.

El 25 de febrero de 2012 la Comisión de Quejas y Denun-
cias del IFE ordenó suspender la transmisión de tres pro-
mocionales de televisión del Partido Verde Ecologista de
México por contravenir el acuerdo respecto al periodo de
intercampaña.

En sesión extraordinaria urgente, en respuesta a la queja
presentada por los partidos de la Revolución Democrática,
del Trabajo y de Movimiento Ciudadano, integrantes de la
coalición Movimiento Progresista.
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En ese recurso se argumentó que los mensajes de televisión
de los diputados verde ecologistas, transmitidos a través de
Televisa y TV Azteca, se referían a las propuestas legisla-
tivas de ese organismo político. Tras la revisión del conte-
nido, el Instituto Federal Electoral determinó que esa pro-
paganda se transmitió en un periodo prohibido por el
acuerdo del 15 de febrero sobre intercampañas. Por lo que
acordaron aplicar medidas cautelares y la suspensión de la
transmisión de los promocionales en un plazo no mayor a
24 horas.

Asimismo, en 2009, el Consejo General del IFE alista una
multa global por dos millones 837 mil 324 pesos, contra el
PVEM, Televisa y la revista TV y Novelas por la difusión
de 200 spots de una entrevista hecha a dos actores con las
propuestas del Partido Verde. El proyecto estimó que el
Partido Verde incurrió en una infracción al adquirir tiempo
en televisión, a través de un tercero, para difundir su pro-
paganda electoral. Además de considerar que dichas con-
ductas infringieron el principio de equidad de la pasada
contienda electoral.

En aquella ocasión la transmisión de los 200 mensajes mo-
tivó el inicio de un procedimiento administrativo especial
sancionador.

Debemos advertir que el actuar del Partido Verde se funda
en dos distorsiones abusivas del sistema; la primera, el par-
tido goza de fuentes extraordinarias de financiamiento de
la costosa campaña, y para el caso remoto de una multa, los
ingresos para solventarla.

En razón de tal distorsión, cabe preguntar a las Juntas de
Coordinación Política de ambas Cámaras del Congreso de
la Unión: ¿alcanzan las prerrogativas de comunicación so-
cial del Partido Verde Ecologista de México para financiar
la campaña El Partido Verde sí cumple? De no ser así,
¿quién paga la campaña de las y los legisladores?, ¿si se
usan recursos públicos para financiar campañas, éstas no
deben estar apegadas a la prohibición constitucional de
promoción personalizada de servidores públicos?

Y la segunda distorsión del sistema, es una interpretación
errónea extendida de una resolución del Tribunal Electoral
de 2013 que resolvió que los legisladores pueden, en los
spots que contraten para difundir su informe anual, hablar
a favor de su partido político, así como, en cuanto a su
temporalidad, no pueden difundir sus mensajes durante el
periodo de campañas y precampañas.

Aunque, de acuerdo con expertos electorales, los argumen-
tos de la resolución del tribunal son un exceso de dogma-
tismo jurídico al afirmar que los spots sólo buscan informar
a la ciudadanía y que no influyen ni directa ni indirecta-
mente sólo por el hecho de que los emiten los legisladores.

Es necesario y de urgencia precisarle al Instituto Nacional
Electoral que dicha resolución fue de primera instancia y
que el INE no está obligado a acatar el criterio hasta que se
convierta en jurisprudencia.

Quienes promovemos la presente proposición convocamos
a la vocación democrática de la dirigencia del Partido Ver-
de Ecologista de México a que se conduzca con prácticas
democráticas propias de un partido joven en la vida públi-
ca de la república, a que no sea el mensajero del sistema
para dirigirse al pueblo con mentiras y chicanadas jurídicas
para sostener una abierta campaña de posicionamiento
electoral. 

Algunos afirman que la campaña del Partido Verde no in-
fluye en la preferencia del elector, necesitan ver las más re-
cientes encuestas a diputados federales.

Para ilustrar el asunto citaremos sólo dos encuestas. En la
de El Universal/Buendía y Laredo el Partido Verde en sep-
tiembre tenía una intensión de 4 por ciento y en noviembre
su intención fue de 6 por ciento. En el periódico Reforma
la situación es la misma, es decir al alza: en agosto traía
una intensión de 5 por ciento y en este mes lo duplicó a 11
por ciento.

Es urgente que el Instituto Nacional Electoral suspenda la
campaña del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México ya que se basa en engaños, tienen una
dudosa fuente de financiamiento, está deteriorando la con-
fianza de la ciudadanía en los partidos y genera inequidad
rumbo al proceso electoral de 2015.

La Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, el pasado 29 de diciembre
de 2014, derivado del expediente 4/2014, determinó que la
sobreexposición de los informes de labores de los legisla-
dores del Partido Verde Ecologista de México vulneró el
principio de equidad establecido en el artículo 134 consti-
tucional. Estimó que con la difusión de los promocionales
denunciados, al realizarse de manera reiterada, permanen-
te y continua, se posicionó al PVEM de frente al proceso
electoral federal en curso.
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Asimismo, se resolvió que la difusión a nivel nacional de
los informes de labores de los diputados Enrique Aubry de
Castro Palomino y Ana Lilia Garza Cadena, vulnera la
prohibición de difundir informes fuera del ámbito geográ-
fico de responsabilidad de dichos servidores públicos. En
este sentido, el pleno aprobó por unanimidad el proyecto
de sentencia presentado por la ponencia de la magistrada
Gabriela Villafuerte Coello, en el que se determinó sancio-
nar con amonestación pública al PVEM.

En relación a los legisladores, se determinó dar vista a las
contralorías de las Cámaras de Diputados y Senadores, en
virtud de que así lo indica la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, para efectos de la sanción
correspondiente.

Por lo anteriormente fundado y motivado, sometemos a la
consideración de esa asamblea, la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

De urgente u obvia resolución

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, como depositaria de la representación nacional, so-
licita a las Auditorías de las Cámaras de Diputados y de Se-
nadores, atiendan con celeridad, profesionalismo, y res-
ponsabilidad apartidista la sentencia de la Sala Regional
Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de
la Federación correspondiente con la campaña del Partido
Verde Ecologista de México en el expediente 4/2014. Asi-
mismo valore la reincidencia de este grupo parlamentario
al momento de emitir la sanción que al caso ocupe.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputada Joaquina Navarrete Contreras (rúbri-
ca).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

INVESTIGACIONES Y ACCIONES EMPRENDIDAS
PARA RESARCIR EL DAÑO DERIVADO POR LAS
IRREGULARIDADES OBSERVADAS EN EL CASO 
FICREA

«Proposición con punto de acuerdo por el que se solicita a
la CNBV y a la Condusef que informen sobre el avance de
las investigaciones y acciones emprendidas para resarcir el
daño derivado por las irregularidades observadas en el ca-
so FICREA, suscrito por senadores del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
78, fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por el artículos 8, fracción II,
y 276, numeral 1, del Reglamento del Senado de la Repú-
blica y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta honorable Comisión Permanente la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta respe-
tuosamente a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
y a la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros, al tenor de los si-
guientes

Antecedentes

En noviembre de 2014, la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores (CNBV) intervino a la Sociedad Financiera Po-
pular (Sofipo) Ficrea, toda vez que se detectaron una serie
de irregularidades relacionadas con operaciones fraudulen-
tas en perjuicio de por lo menos 6,500 ahorradores, conlle-
vando a la disolución y liquidación de la empresa. Al res-
pecto, la siguiente cronología de hechos:

Ficrea se funda en 2006, siendo propiedad de Rafael Anto-
nio Olvera Amezcua, quien a su vez es dueño de las em-
presas Leadman Trade y Baus & Jackman.

El 5 de agosto de 2008, CNVB autoriza que la empresa
opere como una Sociedad Financiera Popular (Sofipo), lo
que permite prestar servicios financieros de ahorro, inver-
sión y crédito principalmente a pequeñas y medianas em-
presas.

En marzo de 2014, su director, Sergio Ortiz Valencia, mos-
tró la intención de la empresa de convertirse en un banco
especializado en Pymes para 2015, dado que sus activos
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habían crecido 182 por ciento en relación al año inmediato
anterior. Cabe mencionar que desde 2009, se había plante-
ado la intención de convertir a Ficrea en un banco, pero la
CNBV dio la negativa a dicho reconocimiento.

El 30 de octubre, la Comisión Nacional para la Protección
y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Con-
dusef), suspendió a Ficrea el uso de contrato de adhesión al
producto denominado “inversión a plazo” por rehusarse a
retirar una cláusula ilegal en el contrato, la cual estipulaba
el cobro de una comisión a quien haya expedido un cheque
sin fondos y también a quien recibió en su cuenta dicho
cheque.

El 7 de noviembre, la CNBV intervino a la Sofipo, tras dar
a conocer una triangulación de fondos entre ésta y Lead-
man, empresa por la cual se canalizaba el 98 por ciento de
la cartera de Ficrea. El objetivo fue salvaguardar los aho-
rros de los inversionistas al normalizar las operaciones de
la empresa.

El 8 de noviembre, la CNBV informó a los clientes de Fi-
crea la intervención de la empresa, instando a los afectados
a continuar con el pago de los adeudos para no deteriorar
su historial crediticio y evitar intereses moratorios.

El 19 de noviembre, los afectados se reunieron con funcio-
narios de la CNBV y de la Condusef, en donde se señaló
que 65 cajas que contenían soporte de la información con-
table habían sido sustraídas por los administradores ante-
riores de la Sofipo, lo que dificultó conocer el estado real
de la sociedad.

El 26 de noviembre, la intervención gerencial dio a cono-
cer que concluyó el proceso de entrega recepción de parte
de la administración y que las cuentas de bancos e inver-
siones de Ficrea fueron identificadas. Se acordó una reu-
nión para el 3 de diciembre en la que se entregó un infor-
me detallado de los pasivos y activos de la empresa.

El 28 de noviembre, la CNBV pidió prórroga para dar una
resolución sobre el caso al no contar con suficiente infor-
mación. Fue hasta el 19 de diciembre que dicha Comisión
revocó la autorización de Ficrea para operar como Sofipo
por realizar operaciones fraudulentas.

El 22 de diciembre inició el proceso para recibir las solici-
tudes de los ahorradores. La CNBV ha informado que 42
por ciento de los ahorradores recuperarán el total de patri-
monio y que el resto que reportan recursos superiores a los

protegidos por el seguro de depósitos, que equivale a 25
mil Udis o 131 mil pesos, tendrán que esperar a la realiza-
ción de la cartera y venta de activos, los cuales ascienden a
7 mil 014 millones de pesos.

Por todo lo anterior, mostramos nuestra preocupación e in-
terés para que se sancione conforme a derecho a los res-
ponsables y se garantice el patrimonio de los ahorradores. 

Por lo anteriormente expuesto, los legisladores integrantes
del Grupo Parlamentario del PRI, acudimos a esta honora-
ble asamblea a proponer el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión solicita a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores y a la Comisión Nacional para la Protección y De-
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros, informen a
esta soberanía el avance en las investigaciones, así como
las acciones que han emprendido para resarcir el daño de-
rivado por las irregularidades observadas en el caso de Fi-
crea.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, a los 7 días del mes de enero del año 2015.— (Rú-
brica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

INFORMEN LAS ACCIONES QUE HAN REALIZADO
EN RELACION CON EL FRAUDE DE FICREA

«Proposición con punto de acuerdo por el que se cita a
comparecer a los titulares de la SHCP, de la CNBV, de la
PGR y de la Unidad de Inteligencia Financiera, para que
informen las acciones que han realizado en relación con el
fraude de Ficrea, suscrito por el senador Mario Delgado
Carrillo, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, senador Mario Delgado Carrillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática a la LXII Legislatura al Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 78 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
el 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
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greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a
la consideración este pleno la siguiente proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Recientemente, más de seis mil usuarios han sido defrau-
dados por el mal manejo del Ficrea, Sociedad Financiera
Popular (Sofipo) y la falta de supervisión de las autorida-
des financieras.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) au-
torizó en junio de 2008 la operación del Ficrea como insti-
tución crediticia de conformidad con lo establecido en la
Ley de Ahorro y Crédito Popular.

En junio de 2014, la CNBV reportó 44 sociedades de aho-
rro y préstamo, con más de 1000 sucursales en el país, con
activos de más de 287 mil millones de pesos y una cartera
de crédito superior a los 20 mil millones de pesos. El total
de clientes a la fecha señalada superó los dos millones 931
mil y la morosidad rondó el 8 por ciento.

Para mayo del 2013, el Ficrea se colocó como la cuarta so-
ciedad financiera popular (Sofipo) más grande del merca-
do de las cuarenta existentes en el momento y la que me-
nor porcentaje de cartera vencida tenía respecto al total de
colocación de créditos entre sus clientes.

A finales del 2013, el Ficrea ya era la segunda Sofipo en con-
centración de cartera del mercado con el 11.1 por ciento.

De esta forma, el Ficrea registró en 2013 crecimientos su-
periores a 150 por ciento en servicios. En activos, la finan-
ciera popular tuvo un crecimiento de 182 por ciento, es de-
cir, pasó de 973 millones de pesos en 2012 a 2,750
millones en el siguiente año. En materia de captación, el
Ficrea reportó en 2013 un incremento de 205 por ciento, al
pasar de 760 millones de pesos en el 2012, a 2,320 millo-
nes a finales de 2013.

En el último año de operaciones, la cartera de captación del
Ficrea mostró un incremento muy alto de aproximadamen-
te el 165 por ciento entre el 2013 y el 2014. En marzo de
2014 se captaron 3,101 millones de pesos mientras que pa-
ra noviembre del mismo año la cifra se incrementó a 6,240
millones de pesos, es decir, se duplicó la cartera de capta-
ción del Ficrea en los últimos meses.

A inicios del 2014, la Sofipo estaba a la espera para poder
operar como banco, lo cual sería autorizado por las respec-
tivas autoridades financieras, entre ellas la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, la CNBV y el Banco Central. 

De esta manera, el Ficrea fue creciendo considerablemente
en los últimos años por lo que debió llamar la atención de
las autoridades financieras reguladoras y obligadas a reali-
zar la supervisión de toda institución financiera que capta
recursos del público.

De hecho, como parte de las 11 reformas estructurarles, el
10 de enero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación la denominada reforma financiera; reforma que
en principio alentaría el crecimiento económico de Méxi-
co, ayudaría a prestar más dinero con mejores condiciones
y que fortalecería la solidez del sistema financiero en su
conjunto.

Con motivo de la presentación de la reforma financiera al
público, se dijo que uno de los ejes de la ésta era ampliar el
crédito y para ello se fortalecieron las facultades de las au-
toridades financieras con el propósito de evaluar periódica-
mente el desempeño de las instituciones de banca múltiple
en relación con los niveles de crédito que efectivamente
coloquen, de modo que canalicen más recursos a proyectos
productivos. Hoy los indicadores, a casi un año de la refor-
ma, siguen sin cumplirse y la expectativa es que como ha
pasado con otras reformas nos quedemos muy lejos de la
meta.

Asimismo, uno de los principales estandartes de la reforma
financiera consistió en el fortalecimiento de las autoridades
financieras a fin de dar mayor protección a los usuarios del
sistema financiero, en particular se fortalecieron las facul-
tades de la Comisión Nacional para la Protección y Defen-
sa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef) y
de la CNBV. Es imperante resaltar que ambas comisiones
surgen como la mejor garantía institucional que se puede
tener para la protección de usuarios de los servicios finan-
cieros nacionales, que incluye a los ahorradores.

De esta manera, la reforma financiera confirió nuevas fa-
cultades a las autoridades reguladoras. En el caso de la
Condusef, se buscó su fortalecimiento por lo que se adecuó
el marco jurídico vigente para reorientar su objetivo en be-
neficio de los usuarios de los servicios financieros. Dicha
reorientación se enfocó medularmente en mejorar la pro-
tección de los usuarios de servicios financieros, así como
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hacer efectiva la equidad en las relaciones entre éstos y las
instituciones financieras, todo ello para el mejor aprove-
chamiento de los productos y servicios financieros que se
ofrecen en el mercado. 

De esta manera, se fortalecieron las atribuciones de la
Condusef a fin de que ésta pueda, entre otras cosas:

• Asumir la representación de la colectividad de usua-
rios, cuando se realicen actos, hechos u omisiones que
vulneren sus derechos e intereses, por lo que podrá ejer-
citar la acción colectiva.

• Analizar y ordenar la suspensión de la información que
induzca a error dirigida a los usuarios sobre los servicios
y productos financieros que ofrezcan las Instituciones
Financieras.

• Emitir recomendaciones a las Instituciones Financie-
ras y hacerlas del conocimiento de sus organismos o
asociaciones gremiales, así como del público en gene-
ral.

• Regular los contratos de adhesión y comprobantes de
operaciones, así como impedir la difusión de informa-
ción engañosa de las Instituciones Financieras de su
competencia en general.

• Determinar los supuestos en los cuales se considere
que existen cláusulas abusivas en los contratos de adhe-
sión.

• Supervisar que las Instituciones Financieras cuenten
con Unidades Especializadas para la atención de los
usuarios.  

• Revisar y ordenar a las Instituciones Financieras, mo-
dificaciones a los documentos que se utilicen para in-
formar a los Usuarios sobre el estado que guardan las
operaciones o servicios contratados, en caso de que in-
cumplan con las disposiciones de carácter general que
establezca la Comisión Nacional.

En materia de ahorro y crédito popular, se reformó la co-
rrespondiente ley de ahorro y crédito popular que dio a la
CNBV nuevas atribuciones, entre las que destacan:

• Por acuerdo de la Junta de Gobierno, proceder a la
suspensión de tres meses a cinco años o la remoción de
los miembros del Consejo de Administración y del co-

mité de auditoría, comisarios, directores, gerentes gene-
rales, auditores externos, así como miembros del Comi-
té de Crédito, de las Sociedades Financieras Populares;
miembros del Comité de Supervisión, contralor norma-
tivo o gerente de las Federaciones; miembros de los Co-
mités Técnico y de Protección al Ahorro, y en general de
los directivos de las sociedades financieras populares,
por incapacidad técnica o por incumplir los principios y
mandatos de la ley de manera grave o reiterada. (Artí-
culo 122).

• Recibir información periódica de las sociedades finan-
cieras populares a fin de cumplir el mandato que la ley
le otorga a la CNBV de ser autoridad sectorial y regula-
dora en sociedades de ahorro y préstamo popular (Artí-
culo. 122 Bis).

• Se hizo una reforma de manera profunda e importante
en materia de partes relacionadas, es decir, aquellas per-
sonas que detentan acciones o capital de las sociedades,
que actúan por su cuenta con los mismos representantes,
vía comisión, mandato, o pueden actuar por nombre de
aquellas, en cualquiera de las formas previstas en la ley,
en la que puede haber una dependencia de una de las
personas sobre la otra. De forma adicional, para fortale-
cer la capacidad de supervisión, se definió en la misma
ley qué significa para efectos de partes relacionadas y
comisionistas, parentesco, funcionarios, poder de man-
do, interés directo. (Artículo 35 y 35 Bis).

• Se estableció la posibilidad de las sociedades popula-
res puedan actuar por cuenta de comisionistas, lo cual
de ninguna forma implica evadir las responsabilidades
que las sociedades asumen con los ahorradores (Artícu-
los 36 Bis 3 y siguientes).

• Se establecieron los programas de autocorrección,
cuando la sociedad en la realización de sus actividades,
o el comité de auditoría como resultado de las funciones
que tiene conferidas, detecten irregularidades o incum-
plimientos a lo previsto en esta Ley y demás disposicio-
nes aplicables (Artículo 136 Bis 3)

• Se fortaleció el régimen legal sancionador, modifican-
do las sanciones aplicables por violaciones a la ley (Ar-
tículo 1256 y siguientes) y se modificaron los delitos
aplicables (Artículo 136 Bis 7).

En consecuencia, si se fortalecieron las atribuciones de las
autoridades con la finalidad de proteger a los usuarios de
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los servicios financieros no se entiende por qué sucedió el
fraude del Ficrea, en el que miles de usuarios se han visto
defraudados sin que la autoridad lo haya prevenido, a pesar
de que cuenta con las atribuciones para poder realizarlo
desde enero de 2014 cuando el Ficrea se posicionó como la
segunda Sofipo más representativa en su sector.

De esta manera, el desfalco a los ahorradores del Ficrea
ocurrió en 2014, cuando la reforma financiera ya estaba vi-
gente y las autoridades financieras tenían una mejor capa-
cidad legal e institucional.

Estos son algunos de los hechos más importantes que se
han identificado.

En marzo de 2014, la CNBV detectó problemas de falta de
información por parte del Ficrea, lo cual informó a la Uni-
dad de Inteligencia Financiera de Hacienda de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y a la Procura-
duría General de la República (PGR).

Desde octubre de 2014, las autoridades ya investigaban la
operación del Ficrea pero fue hasta el 7 de noviembre del
mismo año cuando la CNBV intervino gerencialmente a la
sociedad financiera debido a que ésta trianguló recursos a
través de una de sus subsidiarias, otorgando el 98 por cien-
to de la cartera de créditos a través de una sociedad anóni-
ma llamada Leadman Trade.

No obstante, en los días inmediatos anteriores a la inter-
vención, entre el 3 y 6 de noviembre, salieron de la tesore-
ría del Ficrea 470 mdp por concepto de pago de gastos a
comprobar a Baus and Jackman.

En esa fecha, el Presidente de la CNBV, reportó que la fi-
nanciera tenía una cartera de 5,755 mdp y 6,366 clientes.
De acuerdo con la CNBV, ésta dio aviso a la Unidad de In-
teligencia Financiera de la SHCP, para que se presentara
una denuncia ante la PGR y se iniciara una averiguación
por presunto lavado de dinero.

De hecho el Ficrea operaba con Baus and Jackman, Lead-
man Trade y Monka Comercial, empresas que eran partes
relacionadas y a través de las cuales se sacaron los recur-
sos del Ficrea. Desde finales del 2013 y hasta agosto de
2014, se transfirieron cerca de 1,200 mdp a Leadman Tra-
de para arrendamientos que no fueron formalizados.

El 19 de noviembre los ahorradores del Ficrea llegaron a
un acuerdo con las autoridades financieras para que, entre

otras cosas, se integrara una comisión bilateral y hacer pú-
blico el informe del interventor.

En la siguiente reunión del 26 de noviembre se acordó tra-
bajar conjuntamente entre autoridades y ahorradores para
reactivar al Ficrea, bajo un esquema viable. El mismo día
se acordó que el 3 de diciembre el Interventor presentaría
un informe completo de activos y pasivos, ese mismo día
se fijarían las condiciones y fechas de la reapertura de la
sociedad y se solicitó a la PGR un informe para la libera-
ción de los bienes y recursos financieros asegurados.

En la reunión del 5 de diciembre, las autoridades recono-
cieron no contar con la información suficiente para dar
cumplimiento a la reactivación del Ficrea, por lo tanto,
acordaron que antes de concluir el mes darían información
sobre una solución definitiva, para la cual convocarían al
comité con al menos un día de antelación.

El 12 de diciembre los presidentes de la CNBV y de Con-
dusef se comprometieron a buscar soluciones que nada ten-
drían que ver con la liquidación del Ficrea. Es importante
subrayar que en las reuniones se firmaron acuerdos donde
centralmente se presentan:

• La no liquidación y quiebra de la empresa.
• Garantizar la totalidad de los ahorros e intereses para
los ahorradores.

• Informar a los ahorradores (a través de la comisión de
Ahorradores) las propuestas a fin de cubrir los puntos
antes citados.

Estos acuerdos fueron firmados por el Presidente de la
CNBV, el Presidente de la Condusef, sus Vicepresidentes y
el Interventor Federico López Cárdenas. Por cierto, cabe
destacar que la intervención gerencial presenta diversas in-
consistencias que deberán ser explicadas.

El 19 de diciembre, la Junta de Gobierno de la CNVB de-
cidió revocar la licencia de operación del Ficrea. De acuer-
do con el regulador, la Sofipo destinó alrededor de 2,700
mdp para la compra de bienes de lujo. 

Se mencionó que la resolución emana del Comité de Pro-
tección al Ahorro (en última instancia del Comité Técnico
de Protección), quien de acuerdo con el artículo 100, 102,
108  y demás relativos de la ley aplicable tiene la misión de
establecer los mecanismos necesarios para detectar y pre-
venir los problemas financieros que pudieran presentar las
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Sofipos y Sofincos, así como crear el mayor valor econó-
mico posible sobre las aportaciones de las sociedades, con
el único fin de proteger el ahorro de los depositantes de las
sociedades. 

El comité está integrado por seis representantes del sector
de las sociedades financieras populares, y en el caso del
Comité de Ahorro por cinco, designados por el propio Co-
mité Técnico, es decir, dicho Comité está formado en su
mayor parte por representantes de las mismas sociedades
que también participan en otros sectores del sistema finan-
ciero nacional, como es el caso del ahorro para el retiro,
por lo cual hay un sesgo a la posible parcialidad, al con-
flicto de interés, al uso indebido de información, y barreras
a la competencia en el mercado, como se advierte al leer las
previsiones del artículo 104 bis de la ley mencionada.

A pesar de las diversas reuniones que han tenido las auto-
ridades y los representantes de los ahorradores no se han
logrado acuerdos que protejan los intereses de los usuarios
y protejan su patrimonio.

Hoy es posible advertir que los representantes de la socie-
dad financiera popular mencionada no fueron los únicos
que incumplieron la ley, puesto que también hay omisiones
importantes de la misma autoridad.

La CNBV dejó de atender varios aspectos, entre los que
destacan básicamente:

1. No recibió información oportuna y veraz de la socie-
dad.

2. No ejerció su facultad de suspensión o remoción de
los directivos de la sociedad.

3. No hizo una investigación profunda de partes relacio-
nadas, comisionistas agentes, familiares, entre otros, co-
mo dicta la ley.

4. No puso en marcha un programa de autocorrección
del Ficrea.

5. No ha sancionado conforme a la ley, en caso de que
hubiere detectado en tiempo y forma irregularidades co-
metidas por los agentes o representantes, antes de resol-
ver en definitiva la extinción de la sociedad.

Su actuación frágil es doble: cuando se debió prevenir el
fraude y la irregularidad, la CNBV dejó de actuar. Por otra

parte, cuando debió actuar de manera prudencial y razona-
ble, actuó con exceso y desproporción, de manera apresu-
rada, llegando al caso de la revocación y liquidación del Fi-
crea.  

Es de sobrado y explorado derecho que las medidas drásti-
cas y que implican privaciones de bienes y derechos de
particulares (las que se denominan ultima ratio -como las
disoluciones, liquidaciones, desincorporaciones de activos-
) se deben ejercer siempre y cuando se han agotado las fa-
ses previas (comunicaciones previas, conciliación, requeri-
mientos, audiencias). 

En este caso, la CNBV, para reparar el daño, pretende bo-
rrar todo rastro previo que pueda evidenciar al público y en
especial a los ahorradores afectados la falta de oportunidad
de su actuación y la probable negligencia en el servicio pú-
blico.

La CNBV debe ser sometida a revisión y dejar claro qué
hizo de acuerdo con las facultades y atribuciones que dio la
nueva reforma financiera.

Al engaño del Ficrea a los ahorradores, víctimas injustas
del sistema financiero, ahora se suma la posible irrespon-
sabilidad de la autoridad. Incumplen acuerdos con los pre-
sentantes de los ahorradores para reunirse con ellos de ma-
nera permanente. En adición, y lo que es más grave, en
lugar de buscar una alternativa para la reactivación del Fi-
crea, como lo marca la ley (autocorrección antes que liqui-
dación), como la opción más razonable para no seguir afec-
tando la estrategia de vida de los ahorradores, decidieron
unilateral, injustificada, rápida, y arbitrariamente la revo-
cación y liquidación sin que se cuente con información pre-
cisa, como las mismas autoridades reconocen en las minu-
tas de trabajo de noviembre y diciembre de 2014.  

Los ahorradores ponen su confianza en que la autoridad
supervisará a quien puede desviarse de la norma del siste-
ma financiero, no solo de manera formal, sino causando
graves daños, como en el caso, ya que no se trata de una si-
tuación imprevista, sino totalmente previsible. Quien está
obligado a supervisar, fue omiso, lo cual es doblemente da-
ñino, porque se trata no solo de una falta de forma (que no
produciría daño directo) sino de fondo y material que cau-
sa lucro cesante y daño emergente. 

Toda la discusión y las últimas reformas en el sistema fi-
nanciero, no solo en México sino en el mundo, ha girado
sobre la mejor forma para evitar riesgos morales y sistémi-
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cos y cómo debemos responder a la pregunta del público de
por qué habríamos de pagar los ahorradores, los depositan-
tes, los usuarios, por los errores y excesos de la banca y de
quienes otorgan crédito y reciben depósitos y prestan ser-
vicios de ahorro y préstamo, y también por la complicidad
implícita o directa con la que actúan de la mano con las au-
toridades. 

Recientemente los medios de comunicación han reportado
que Rafael Olvera, socio mayoritario del Ficrea, presunta-
mente buscó desde noviembre de 2014 pagar 90 millones
de pesos en sobornos que le habrían solicitado funcionarios
de un área de Inteligencia Financiera, lo que permitiría
operaciones irregulares del Ficrea. Esto supone una grave-
dad que merece ser explicada, investigada y sancionada de
manera ejemplar.

En sentido estricto, las condiciones para el fraude no fue-
ron determinadas por el interés de los ahorradores, por la
falta de cultura financiera, porque se pueden dar casos co-
mo éste, o por cualquier otra razón. En realidad, la única
explicación posible es la falta de aplicación de las reglas
prudenciales del sistema financiero, donde el monitoreo, el
control, las auditorias y la evaluación no están funcionan-
do, con independencia de la actividad criminal implícita al
caso. 

Las distintas vicepresidencias de supervisión de la CNBV
son responsables de las auditorías anuales y sus informes,
e inclusive de la emisión y seguimiento de las observacio-
nes derivadas de dichas auditorías. Habremos de revisar las
irregularidades en que incurrió el Ficrea y lo que hizo la
autoridad supervisora encargada de finanzas populares en
el periodo comprendido en los ejercicios 2011, 2012 y
2013. 

Desde enero de 2014, se dieron nuevas facultades a las au-
toridades financieras, mismas que aprobó el Congreso de la
Unión. En consecuencia, a fin de someter a escrutinio y
evaluar qué se hizo con esas facultades y la capacidad jurí-
dica, técnica y administrativa de las autoridades, en el caso
de la actuación en el tema del Ficrea, debemos tomar cier-
tas medidas.

En el sistema financiero, como en cualquier otro sistema,
hay y debe haber responsables. El problema con el sistema
financiero es que a los usuarios se les exigen garantías con
la promesa de permitir mayor generación de crédito, pero
cuando se trata de los bancos y demás sociedades financie-
ras y la responsabilidad de las autoridades, las irregulari-

dades graves se ocultan, se niegan o se difuminan. Esto úl-
timo no lo podemos permitir

Como paso previo, en un ejercicio de control democrático
por parte de los representantes de las entidades federativas,
y dado que los defraudados viven en distintos estados de la
república, al tratarse de un asunto de carácter nacional, ha-
bremos de exigir información por parte de las autoridades
responsables, citando a los funcionarios públicos compe-
tentes deben comparecer ante el Senado de la República.

Por todo lo anterior, proponemos el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La honorable Comisión Permanente cita a com-
parecer al titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, doctor Luis Videgaray Caso; al titular de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, licenciado Jaime Gonzá-
lez Aguadé; al titular de la Procuraduría General de la Re-
pública, licenciado Jesús Murillo Karam; y al titular de la
Unidad de Inteligencia Financiera, licenciado Alberto Baz-
baz Sacal, a fin de que expliquen a esta soberanía las ac-
ciones que han llevado a cabo, en la esfera de su compe-
tencia, para atender el caso del Ficrea. De manera previa a
su comparecencia, los titulares referidos deberán hacer lle-
gar a la honorable Comisión Permanente, de manera opor-
tuna un informe ejecutivo de las acciones que hasta la fe-
cha ha llevado a cabo al respecto.

Segundo. La honorable Comisión Permanente exhorta a la
CNBV a que se suspenda el proceso de revocación, liqui-
dación, o cualquier otro acto jurídico tendiente a la extin-
ción de la sociedad denominada Ficrea, y con ello sus de-
rechos y obligaciones, hasta en tanto no se cuente con
información clara, completa y oportuna sobre la justifica-
ción de la decisión del Comité de Protección al Ahorro, así
como las causas, los efectos y las acciones necesarias para
deslindar responsabilidades tanto de los agentes públicos
como de los privados que han participado por acción u
omisión en la pérdida de recursos de los ahorradores.

Tercero. La honorable Comisión Permanente exhorta a la
Secretaría de la Función Pública y a la Procuraduría Gene-
ral de la República a que se realicen las investigaciones, de
conformidad con sus atribuciones y finquen las responsa-
bilidades penales y administrativas correspondientes, tanto
a agentes privados como públicos, con motivo de los he-
chos y actos por los cuales fueron defraudados los ahorra-
dores del Ficrea. Asimismo, se informe a la honorable Co-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 7 de enero de 2017 / Apéndice77



misión Permanente sobre el avance y resultado de sus in-
vestigaciones.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, a 7 de enero de 2015.— Senador Mario Delgado Carrillo
(rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

DETERMINAN CENTROS DE ORIGEN Y DE DIVER-
SIDAD GENETICA DEL MAIZ

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la amplia-
ción del acuerdo por el que se determinan centros de origen
y de diversidad genética del maíz, suscrito por la diputada
Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

Aleida Alavez Ruiz, diputada federal de la LXII Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 58 y 59 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de la Es-
tados Unidos Mexicanos, presentan ante el pleno de la
Comisión Permanente la siguiente proposición con punto
de acuerdo de urgente y obvia resolución, con base en las
siguientes

Consideraciones

Primera. Que el maíz es central para la seguridad alimen-
taria y la cultura de nuestra nación, por tratarse de su ali-
mento básico, que representa 53% de la ingesta calórica y
39% de la proteínica que provienen directamente del con-
sumo del maíz.

Segundo. Que el maíz es un producto cultural ya que no
puede propagarse solo; representa un proceso histórico ali-
mentario. Los pueblos indígenas mesoamericanos obtuvie-
ron maíz para todo tipo de ecosistemas y para distintos
usos, con diversos colores y formas.

Tercero. Que la planta es altamente eficiente: aprovecha
bien la energía solar y se pueden obtener hasta 500 semi-
llas en una mazorca. Los campesinos propician el inter-
cambio y vuelven a sembrar otro ciclo agrícola; para ellos
no es una mercancía sino la base de su cultura, vida y ali-
mentación.

Cuarto. Que el sistema tradicional de siembra implica que
el maíz vaya acompañado de otros productos, cerca de se-
senta, muchos de ellos comestibles, además de los insepa-
rables frijol, calabaza, chile y jitomate. Los suelos no se
empobrecen, las plantas colaboran unas con otras y se
aprovecha mejor el espacio, la riqueza del suelo y la ener-
gía del sol.

Quinto. Que los restos muy antiguos que se han encontra-
do del maíz, su estructura genética y la diversidad de maí-
ces que existen, entre 40 y 60 razas y miles de variedades,
demuestran que México es centro de origen y diversidad
del maíz. Lo confirma la distribución de maíces llamados
criollos y nativos, a lo largo y ancho de todo el territorio
nacional.

Sexto. Que en noviembre de 2012 la Sagarpa y la Semar-
nat publicaron en el Diario Oficial de la Federación el
Acuerdo por el que se determinan Centros de Origen y
Centros de Diversidad Genética del Maíz, mismo que se
estableció mediante criterios y métodos con base en infor-
mación georreferenciada de la Conabio, a partir de celdas
compuestas por 5 mil hectáreas que definen el maíz obser-
vado, el maíz previsto, las vías de comunicación terrestre
que unen áreas de maíz observado y maíz previsto; espe-
cies de teocintle observadas o previstas y especies de Trip-
sacum observadas. 

Séptimo. Que dentro de la definición de los polígonos de
protección se excluyeron las celdas con más de 60 por
ciento de superficie de agricultura de riego; las celdas que
no están rodeadas por otras celdas con presencia de agri-
cultura de temporal y cultivos de maíz; las celdas en los lí-
mites exteriores de los centros de diversidad y las que se
encuentran dentro de distritos de riego. Por lo que se refie-
re a presencia indígena, en las regiones no muestreadas por
su difícil acceso según la autoridad se incluyeron celdas
donde se encontrara al menos una localidad con presencia
indígena con bases en datos de la CDI y el PNUD y ubica-
das dentro de un vecindario máximo de dos celdas.

Octavo. Que con base en estos criterios y métodos se de-
cretaron una superficie aproximada de 1,214,018.6 km2
por lo que más del 38% quedo fuera para ser considerado
centro de origen y diversidad del maíz. La mayoría de los
estados del norte del país fueron excluidos, así como ex-
tensiones importantes en Campeche Tabasco Chiapas, Ve-
racruz, Oaxaca, Quintana Roo, Yucatán, Guerrero, Micho-
acán, Durango y Zacatecas, que en muchos casos coincide
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con autorizaciones de siembras experimentales e incluso
piloto de maíz transgénico, y son los espacios que más in-
teresan a las corporaciones semilleras y agricultores em-
presariales. 

Noveno. Que la visión mercantilista que se tiene sobre el
maíz está poniendo en  riesgo su riqueza genética median-
te procesos  violentos de combinación y transferencia de
genes de diferentes organismos, que en la naturaleza lleva-
rían millones de años o sencillamente no ocurrirían. Se ha
demostrado que los maíces genéticamente modificados son
pobres en cualidades y los resultados de la experimenta-
ción siguen siendo inciertos, además de propiciar una con-
taminación entre variedades y ha resultado falso que los
transgénicos disminuyen la cantidad de agua empleada,
que utilices menos agroquímicos, que sean más producti-
vos, que ayuden apaliar el hambre y que ayuden a dismi-
nuir los efectos de la agricultura en el clima.

Por lo anteriormente expuesto se somete a la consideración
del pleno de esta Comisión Permanente la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y a la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales a evaluar la
pertinencia de ampliar el acuerdo por el que se determinan
Centros de Origen y Centros de Diversidad Genética del
Maíz, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2
de noviembre de 2012 para ser aplicado en todo el territo-
rio nacional, así como formular las propuestas técnicas so-
bre otras especies alimentarias que son originarias de nues-
tro país para su protección; así como a la Secretaría de
Economía para que promueva el etiquetado de productos
alimentarios que sean transgénicos o contengan derivados.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los siete días del mes
de enero del año dos mil quince.— Diputada Aleida Alavez Ruiz (rú-
brica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

INFORMAR DE LOS TRABAJOS REALIZADOS EN
LA SOLUCION DEL CONFLICTO ARMADO EN
CHIAPAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al representante del Poder Ejecutivo federal, en la Comi-
sión de Concordia y Pacificación, a informar de los traba-
jos realizados en la solución del conflicto armado en Chia-
pas, suscrito por el senador Ángel Benjamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, Ángel Benjamín Robles Montoya, senador
integrante de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de es-
ta Comisión Permanente, la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La complicada situación económica y sociopolítica que
hoy vivimos en México, es producto de 30 años de políti-
cas completamente alejadas, e inclusive opuestas a los in-
tereses de la población.

Sin embargo, la marginación y la miseria en que viven las
comunidades indígenas en nuestro país, especialmente en
el sureste, fueron el factor que detonó que la madrugada
del 1 de enero de 1994, es decir hace 21 años, indígenas
tzeltales, tzotziles, choles y tojolabales armados, tomaran
cinco cabeceras municipales del estado de Chiapas: San
Cristóbal de las Casa, Altamirano, Las Margaritas, Ocosin-
go y Chanal.

Este levantamiento armado que inició el mismo día en que
entraba en vigor el Tratado de Libre Comercio de América
del Norte (TLC), durante el gobierno de Carlos Salinas de
Gortari. Tal suceso continúa cuestionando al sistema polí-
tico mexicano sobre sus promesas de modernidad. Su ob-
jetivo era y sigue siendo el establecimiento de una demo-
cracia participativa, y en sus propias palabras: un nuevo
mundo.

Desde entonces, este grupo de “rebeldes” han demandado
“trabajo, tierra, techo, alimentación, salud, educación, in-
dependencia, libertad, democracia, justicia y paz”, dere-
chos fundamentales de los seres humanos para la consecu-
ción del desarrollo humano integral, sin que a la fecha
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dichas demandas hayan sido atendidas de manera contun-
dente e integral.

No obstante lo anterior y a pesar de las legítimas deman-
das, la respuesta a este levantamiento por parte del gobier-
no federal fue el envío del Ejército a sofocar la rebelión.
Los combates entre ambas fuerzas duraron 11 días, sin em-
bargo, desde el 12 de enero de ese mismo año, el gobierno
mexicano y el Ejército Zapatista de Liberación Nacional
(EZLN) iniciaron acercamientos con el fin de buscar solu-
cionar el conflicto por la vía del diálogo.

Este proceso de dialogó derivó en primera instancia, en que
el 21 de enero de 1994 el Congreso de la Unión emitiera
una ley de amnistía “en favor de todas las personas en con-
tra de quienes se haya ejercitado o pudiere ejercitarse ac-
ción penal ante los tribunales del orden federal, por los de-
litos cometidos con motivo de los hechos de violencia, o
que tengan relación con ellos, suscitados en varios munici-
pios del estado de Chiapas el día primero de enero de mil
novecientos noventa y cuatro al día veinte del mismo mes
y año, a las quince horas”, decreto que fue publicado el 22
de enero del mismo año.

No obstante, estas medidas quedaron meramente como
buenas intenciones, toda vez que como ya se ha hecho
mención, el conflicto en sí no ha encontrado soluciones y
la situación de marginación y falta de desarrollo en que se
encuentran las comunidades indígenas cada vez se agrava
más, especialmente si tomamos en consideración las re-
cientemente aprobadas reformas educativa, fiscal y energé-
ticas, con las cuales se contribuye a que estas comunidades
se mantengan en la miseria y la marginación.

Así pues, a veintiún años del levantamiento zapatista es
momento de que el gobierno federal y el Congreso de la
Unión asumamos las responsabilidades que nos correspon-
den y en conjunto, con representantes de los pueblos y co-
munidades indígenas en México, sentemos las bases para
generar acciones que permita solucionar el conflicto de
manera definitiva, retomando y respetando los Acuerdos de
San Andrés.

De igual manera, de manera conjunta, todos los órganos y
niveles de gobierno, con la participación de los pueblos y
comunidades indígenas y afromexicanas, diseñemos políti-
cas públicas que permitan la participación política de ma-
nera incluyente, retomando la declaración sobre derechos
indígenas de la Organización de las Naciones Unidas

(ONU) en 2006 y el protocolo de actuación emitido por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se esta-
blecen con claridad definiciones como tierra, territorios,
recursos naturales y la consulta indígena.

En este sentido, es menester no sólo reanudar los diálogos
para la pacificación, sino que además, se hace necesario
impulsar de manera urgente mecanismos que permitan a
las comunidades indígenas y afromexicanas salir del reza-
go ancestral e injusto en el que se encuentran.

Consecuentemente y en virtud de lo expuesto, se somete a
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente exhorta respetuosa-
mente al representante del Poder Ejecutivo federal, en la
Comisión de Concordia y Pacificación, a efecto de que in-
forme a esta soberanía las acciones y trabajos que ha reali-
zado a efecto de abonar a la pacificación en el estado de
Chiapas, así como el plan de trabajo que en ese sentido se
tiene diseñado para 2015.

Segundo. La Comisión Permanente exhorta respetuosa-
mente al titular del Poder Ejecutivo federal a efecto de que
instruya a la Secretaría de Gobernación inicie un proceso
de consulta a los pueblos indígenas del estado de Chiapas,
a efecto de participar en la elaboración del acuerdo de con-
cordia y pacificación.

Tercero. La Comisión Permanente exhorta respetuosamen-
te al titular del Poder Ejecutivo federal a efecto de que ins-
truya a la Secretaría de Gobernación inicie un proceso de
consulta a los pueblos indígenas del territorio mexicano, a
efecto de participar en la elaboración de una propuesta in-
tegral que permita el desarrollo económico de sus pueblos,
tomando en consideración y respetando sus lenguas, usos,
costumbres y sistemas normativos internos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Senador Ángel Benjamín Robles Montoya (rú-
brica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

Año III Primer Receso, 7 de enero de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados80



ORIENTACION Y RESGUARDO A PEREGRINOS EN
SU TRAYECTO EN EL TERRITORIO NACIONAL,
CON MOTIVO DEL PEREGRINAJE A ESQUIPULAS,
GUATEMALA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob y a la SRE, para que implementen operativos de
orientación y resguardo a peregrinos en su trayecto en el te-
rritorio nacional, con motivo del peregrinaje a Esquipulas,
Guatemala, suscrito por el diputado Carol Antonio Altami-
rano, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado Carol Antonio Altamirano, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 78, fracción III, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 116 y 122
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del pleno la presente pro-
posición, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. La peregrinación a Esquipulas es la manifestación reli-
giosa y popular más importante del Sureste de México y
Centroamérica. Dicho destino es considerado uno de los
Santuarios más visitados en todo el mundo.

2. Cada año, alrededor de unos cuatro millones y medio de
personas visitan el templo de Esquipulas en el vecino país
de Guatemala, de los cuales cerca de 1 millón 500 mil lo
hacen en los días cercanos al 15 de enero.

3. En nuestro país, cada año, miles de personas se trasladan
desde Tabasco, Chiapas, Oaxaca y otros puntos del territo-
rio nacional hacia Esquipulas. Durante dicho recorrido mi-
les de peregrinos no cuentan con protección alguna duran-
te su traslado a Guatemala.

La autoridad federal brilla por su ausencia e incumple con
su tarea de resguardar la tranquilidad pública, ni previene
delitos que puedan afectar a los peregrinos.

4. Considerando los altos índices de inseguridad que pre-
valecen en la frontera sur de nuestro país, resulta necesario
que el gobierno federal a través de la Policía Federal y el
Instituto Nacional de Migración lleven a cabo un operativo

para brindar auxilio, orientación y protección a las perso-
nas que realizan la peregrinación, garantizando la vigilan-
cia permanente en la principales carreteras y autopistas que
confluyen hacia la frontera México-Guatemala.

5. Así mismo, establecer vínculos de colaboración y coor-
dinación con autoridades de los tres órdenes de gobierno,
así como organizaciones y agrupaciones civiles, para ga-
rantizar la seguridad de las personas y disminuir el riesgo
de accidentes, robos o abusos en las carreteras.

6. En complemento, la Secretaría de Relaciones Exteriores
debe incrementar su presencia y actividades en Guatemala
para prevenir cualquier incidentes, así como para dar orien-
tación y apoyo a los miles de connacionales durante su es-
tancia en la República de Guatemala y en su retorno a
nuestro país, considerando las características masivas y po-
pulares de esta migración anual.

Por lo expuesto, el suscrito pone a consideración el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta al Ejecutivo Federal para que a través del
Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gober-
nación, en coordinación con la Secretaría de Relaciones
Exteriores implemente un operativo de resguardo a los par-
ticipantes de la peregrinación a Esquipulas en su trayecto
desde el territorio nacional, su arribo al punto de llegada en
Guatemala y su regreso al lugar de origen.

Dado en la Cámara de Diputados, sede de la Comisión Permanente del
Honorable Congreso de la Unión, a los 7 días del mes de enero de
2015.— Diputado Carol Antonio Altamirano (rúbrica).»

Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo.
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INCREMENTAR ACCIONES ENCAMINADAS A
CONTRARRESTAR EL AUGE DE EXPRESIONES DE
DISCRIMINACION HACIA COMUNIDADES Y
PUEBLOS INDIGENAS EN REDES SOCIALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente del Conapred, a fin de incrementar acciones
encaminadas a contrarrestar el auge de expresiones de dis-
criminación hacia comunidades y pueblos indígenas en re-
des sociales, suscrito por el senador Ángel Bejamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, senador Ángel Benjamín Robles Montoya,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXII Legislatura del Senado de
la República, de conformidad con lo establecido en los ar-
tículos 58 y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración del pleno proposición con punto de
acuerdo con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En recientes fechas se ha observado en distintas redes so-
ciales una especie de campaña, con supuestos fines humo-
rísticos, que utiliza imágenes expresas y textos que simu-
lan lenguas de origen indígena. 

El supuesto fin de este tipo de expresiones está relaciona-
do con el uso de las redes sociales como un espacio para
ejercer la libre manifestación de ideas o posiciones acerca
de temas que van desde lo social, político y económico
hasta los que solo pretenden entretener usando cualquier
cantidad de ingenio humorístico. 

Sin duda, nuestro marco jurídico respeta y defiende el de-
recho de cualquier mexicano a expresarse sin ningún tipo
de censura, situación que celebramos y reconocemos ca-
balmente.

Sin embargo, nunca vamos a defender o reconocer que es-
te ingenio humorístico sea una manifestación que lastime y
denigre a una comunidad que ha sido objeto de un cons-
tante y lacerante abandono social, nuestras queridas comu-
nidades y pueblos indígenas.

Por esta población, hemos dado una lucha histórica desde
distintos terrenos para lograr que sus derechos dejen de ser
vulnerados.

Es importante dejar claro que la importancia de nuestras
comunidades indígenas va más allá de reconocerlas como
un grupo social más dentro del crisol cultural que confor-
ma nuestra nación; los pueblos y comunidades indígenas
son fundamentales para entender México. 

El cimiento en el que descansa este país, tiene como una de
sus principales bases a este grupo social que, como todos
sabemos, descienden directamente de los primeros habi-
tantes del territorio nacional.

Empero, esta condición ha transitado históricamente por un
camino lleno de escollos y dificultades.

Hemos sido pocos los que nos comprometimos profunda-
mente para limpiar el tránsito de los pueblos indígenas en
la vida nacional, con el único objetivo de reivindicarlos, ya
que somos conscientes de lo esencial que resultan para el
país nuestras comunidades originarias.

En tal sentido, no resulta casual que nuestro Máximo pre-
cepto jurídico dedique una de sus principales disposiciones
para establecer de manera clara la importancia de este gru-
po social.

El artículo 2o. constitucional nos permite identificar dicha
relevancia, al tenor de lo siguiente:

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada
originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos
que descienden de poblaciones que habitaban en el territo-
rio actual del país…

Asimismo, el apartado B de la disposición en cita estipula: 

La federación, los estados y los municipios, para promover
la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar
cualquier práctica discriminatoria, establecerán las institu-
ciones y determinarán las políticas necesarias para garanti-
zar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desa-
rrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales
deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Lo anterior, nos permite identificar claramente la relevan-
cia del grupo social de referencia y en consecuencia la res-
ponsabilidad que tenemos para luchar por la defensa de sus
derechos.

Es por tales motivos, que desde nuestra posición en el H.
Congreso de la Unión y comprometidos con nuestras que-
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ridas comunidades y pueblos indígenas exhortamos a la au-
toridad federal, que en el ámbito de sus responsabilidades
impulse las medidas necesarias para contrarrestar este tipo
de campañas de discriminación en redes sociales.

Necesitamos acciones permanentes por parte de la autori-
dad competente, orientadas a generar una conciencia en la
sociedad acerca del papel que nuestros pueblos y comuni-
dades indígenas representan para la nación para que recha-
cen el surgimiento de este tipo de expresiones que no sólo
dañan a un grupo social en específico, sino que laceran una
parte esencial de nuestro país.

En consecuencia, someto a consideración de esta sobera-
nía, la presente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al titular del Consejo Nacional para
Prevenir la Discriminación a incrementar acciones encami-
nadas a contrarrestar el auge de expresiones de discrimina-
ción hacia comunidades y pueblos indígenas en redes so-
ciales.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, al titular del Consejo Nacional pa-
ra Prevenir la Discriminación a implementar campañas
permanentes para concientizar a la sociedad del valor de
los pueblos y comunidades indígenas con el fin de rechazar
cualquier expresión de discriminación hacia comunidades
y pueblos indígenas.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Senador Ángel Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

CONFLICTO SURGIDO CON MOTIVO DE LA PROFE-
SIONALIZACION DE ENFERMEROS, TRABAJADORES
SOCIALES Y TERAPEUTAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
comparecencia de los titulares de la Ssa y de la SHCP, pa-
ra abordar el conflicto surgido con motivo de la profesio-
nalización de enfermeros, trabajadores sociales y terapeu-

tas, suscrito por los diputados Agustín Miguel Alonso Ra-
ya y Valentín Maldonado Salgado, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

Los suscritos, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática, con fundamento en el
artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentan a esta soberanía, con carácter de urgente y obvia re-
solución, la siguiente proposición con punto de acuerdo:

Consideraciones

La profesión de enfermería ha sido persistente e histórica-
mente subvalorada, negándosele el debido reconocimiento
social y laboral.

El derecho a la salud, no debe ser enfocado como una abs-
tracción, sino como una realidad concreta y cotidiana, que
exige con base en el artículo 4o. constitucional, entre otras
cosas, la profesionalización y un suficiente número de tra-
bajadores en enfermería, trabajo social y terapeutas rehabi-
litadores físicos; los que constituyen la inmensa mayoría de
las personas que prestan sus servicios en el sistema nacio-
nal de salud, empezando por las instituciones públicas.

Sobre la importancia de estas actividades para la atención
a la salud, baste que transcribamos lo dicho en el Acuerdo
por el que se creó la Comisión Permanente de Enfermería: 

“Que el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos otorga a toda persona el de-
recho a la protección de la salud, al que todo mexicano
debe aspirar sin distinción alguna;

“Que para enfrentar estos retos se precisa la participa-
ción organizada de todos los trabajadores de la salud,
especialmente el de enfermería por la importancia de
sus intervenciones que son esenciales en la promoción y
conservación de la salud, en la prevención y tratamien-
to de las enfermedades, así como en los procesos de re-
habilitación…”

A lo anterior, hay que recordar que nuestro país, se aparta
de la recomendación de la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS), pues sólo existe un trabajador de enfermería
por cada médico, y no tres como lo señala aquella. El in-
cremento indispensable de personas dedicadas a la enfer-
mería, exige su profesionalización, con la mejora sustan-
cial y correlativa de sus condiciones laborales. Lo que
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repercutirá en la elevación de la calidad de los servicios de
salud, en favor de toda la población.

En tal virtud, desde 2006,  ha operado en nuestro país el
Programa de Promoción por Profesionalización del Perso-
nal de Enfermería, de Trabajo Social y de Terapia Física y
Rehabilitación. Instrumento para reconocer la preparación
superior de éstos profesionistas, con el consiguiente cam-
bio de puesto y mejora de percepciones.

Programa que en forma sencilla, con todas sus limitaciones
y falta de transparencia, permitía hasta la fecha, con los re-
quisitos establecidos en las convocatorias respectivas, el
ascenso a quienes concluyeran o contaran con una licen-
ciatura o estudios de posgrado. 

No obstante, lo anterior, y de que el actual titular del Eje-
cutivo federal  se comprometió a instrumentar un programa
de profesionalización en la materia, con acceso a mejores
plazas y un incremento de las becas de los pasantes (decla-
raciones del 8 enero del 2014); transcurridos  apenas unos
meses,  el 3 de septiembre del mismo año la Secretaría de
Salud dio a conocer la convocatoria para la promoción por
profesionalización del personal de enfermería, de trabajo
social y de terapia física y rehabilitación 2014, revirtiendo
los beneficios de los que hasta la fecha venían gozando los
trabajadores de comento, escudándose en la determinación
a este respecto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico que alegó razones presupuestales y  supuestamente
para “evitar abusos”. Como si no estuviéramos en presen-
cia de derechos humanos laborales adquiridos, que por tan-
to son intocables con base en los artículos 1o. 14 y 123
constitucionales, y como si fuera un “abuso” la mejora mí-
nima de las percepciones de estos trabajadores.

Esta convocatoria que sufrió cambios insuficientes el 2 de
diciembre del 2014 ante las movilizaciones masivas de los
afectados, y que fueron publicados en el Diario Oficial de
la Federación del 11 del mismo mes y año, ha desatado un
movimiento nacional de protesta, conformándose la deno-
minada Asamblea Intergremial de Enfermería, Trabajado-
res Sociales y Terapeutas Rehabilitadores Físicos (AI-
GETT), integrada ya no sólo por los trabajadores de cita
(Secretaría de Salud, IMSS, ISSSTE, servicios de salud de
las entidades federativas, entre otros), sino por profesores
y estudiantes de estas carreras pertenecientes a diversas
instituciones de educación superior (IPN, UNAM, UAM,
por citar algunas). 

Estos trabajadores de la salud han denunciado, que esta
convocatoria, revierte el único programa que reconocía sus
estudios superiores, con el consecuente otorgamiento de
estímulos económicos. Desvalorizando aún más su profe-
sión que se caracteriza por la inestabilidad, en general su
precariedad laboral y, poniendo en riesgo la calidad de la
atención médica. 

En tal virtud, la Asamblea Intergremial de Enfermería, Tra-
bajadores Sociales y Terapeutas Rehabilitadores Físicos
(AIGETT) exige la anulación de esta convocatoria, y el ini-
cio de una mesa resolutiva que permita el diálogo entre la
titular de la Secretaría de Salud y los trabajadores, sin in-
termediarios, a fin de alcanzar los términos de un progra-
ma de profesionalización universal. 

Esto, toda vez que  la convocatoria impugnada, a diferen-
cia de las anteriores excluye injustamente a diversos gru-
pos de trabajadores; quita el derecho a participar en el con-
curso a los llamados “regularizados”, es decir los que
fueron contratados por medio del seguro popular, no obs-
tante ya contar con plazas de base; excluye a los que no
cuenten con dos años de antigüedad en la institución rela-
tiva para acceder a una plaza de “enfermera especialista”,
en perjuicio de los trabajadores de nuevo ingreso con títu-
lo de licenciatura o posgrado. Tampoco pueden concursar
los titulados que presten sus servicios en centros de salud
(sólo accederán los que laboran en segundo y tercer nive-
les de atención), y los que cumpliendo con la antigüedad de
dos años hayan obtenido su título con anterioridad. Ade-
más el ascenso queda restringido a la desocupación de pla-
zas o bien por escalafón, entre otros.

En suma, como denuncian los integrantes de estos tres gre-
mios, en lugar de que se siga impulsando su profesionali-
zación, se quedarán en los hechos congelados a simples
técnicos (similar a la agresión que se buscó realizar en con-
tra de los estudiantes del IPN), desalentando su superación
y dignificación laboral, y concretamente el estudio de estas
profesiones por un mayor número de jóvenes, que permita
alcanzar los mínimos cuantitativos requeridos para la debi-
da atención de los pacientes, y evitar las jornadas inhuma-
nas. 

Lo que va en contra de la letra y espíritu de los artículos 28
Bis, 49 y 79 de la Ley General de Salud, que pugnan por su
profesionalización e incremento de sus responsabilidades
lo que va de la mano de su revalorización, incluida la fa-
cultad de prescribir de medicamentos. Resulta irracional e

Año III Primer Receso, 7 de enero de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados84



inequitativo, que se les exija la profesionalización para ser
retribuidos como simples técnicos.

Igualmente, a la par de la defensa de los derechos labora-
les de estos trabajadores, la Asamblea Intergremial  de En-
fermería, Trabajadores Sociales y Terapeutas Rehabilitado-
res Físicos  pugna por mejorar las condiciones de los
servicios médicos, en todos los sentidos, comenzando por
la suficiencia en medicamentos, material y equipos médi-
cos. 

Por otra parte, es necesario enfatizar la competencia en el
caso de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
no sólo en el marco del derecho humano a la salud estable-
cido en el artículo 4o. constitucional, sino en apego a la re-
forma constitucional en materia de derechos humanos del
10 de junio del 2011, que reformó en párrafo tercero, apar-
tado B del artículo 102 constitucional, para darle compe-
tencia en temas laborales. 

Sin duda, la movilización del 6 de enero, Día de la Enfer-
mera en México, será un hito en la historia de la lucha de
los trabajadores del sector salud, en general de los trabaja-
dores mexicanos, por la reconquista de sus derechos. Esto
cobra un doble significado, si se toma en cuenta que la ma-
yoría de los afectados y que se movilizan son mujeres tra-
bajadoras.

Por todo lo expuesto y fundado  someto a la consideración
de esta soberanía con el carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente solicita la compare-
cencia de los titulares de las Secretarías de Salud, y de Ha-
cienda y Crédito Público para abordar el conflicto nacional
surgido del reclamo de los trabajadores en enfermería, tra-
bajo social y terapeutas rehabilitadores físicos del país, sus
causas, implicaciones y vías de solución.

Segundo. La Comisión Permanente, exhorta a la titular de
la Secretaría de Salud para que a la brevedad constituya y
participe de manera directa en una mesa de diálogo y que
sea resolutiva, con  los trabajadores en enfermería, trabajo
social y terapeutas rehabilitadores físicos del país.

Tercero. La Comisión Permanente, exhorta a los titulares
de las Secretarías de Salud, y de Hacienda y Crédito Públi-
co, a continuar impulsando la profesionalización, sin re-

versiones, en general la dignificación laboral de los traba-
jadores en enfermería, trabajo social y terapeutas rehabili-
tadores físico del país.

Cuarto. La Comisión Permanente solicita a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos inicie una investiga-
ción de oficio sobre la violación de los derechos humanos
laborales en perjuicio de los trabajadores en enfermería,
trabajo social y terapeutas rehabilitadores físico del país,
que representa la convocatoria para la promoción por pro-
fesionalización del personal de enfermería, de trabajo so-
cial y de terapia física y rehabilitación para el ejercicio fis-
cal 2014, y sus cambios posteriores, expedida por la
Secretaría de Salud, con respaldo de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputados: Miguel Alonso Raya, Valentín Mal-
donado Salgado (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

FORMAS Y PROCEDIMIENTOS QUE SE HAN UTILI-
ZADO PARA EL COBRO DE IMPUESTOS ESPECIALES
EN MATERIA DE MINERIA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la SHCP, para que informe los mecanismos,
formas y procedimientos que se han utilizado para el cobro
de impuestos especiales en materia de minería, suscrito por
el senador Ángel Benjamín Robles Montoya, del Grupo
Parlamentario del PRD

El que suscribe, senador Benjamín Robles Montoya, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la LXII Legislatura del Senado de la
República, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración del pleno proposición con punto de acuerdo,
con base en los siguientes

Antecedentes

México cuenta con una amplia variedad de minerales en
todo el territorio nacional, posicionándose como el primer
destino de inversión en explotación minera de toda Améri-
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ca Latina, y manteniéndose en el décimo lugar de la pro-
ducción minera mundial. 

Pese a que esta actividad se volvió constante, la minería se
ha establecido como uno de los sectores prioritarios para el
desarrollo del país, ya que se caracteriza por aportar el 4.9
por ciento del Producto Interno Bruto, contribuir con la
creación de empleos y generar una gran derrama económi-
ca nacional.

Es por eso, que la legislación vigente permite la incorpora-
ción de empresas privadas en el país, esto con la finalidad
de fomentar una mayor participación en el mercado mine-
ro tanto para la demanda nacional como internacional. 

Cabe mencionar que durante el periodo de 1993 a finales
del 2012, se otorgaron un total de 43 mil 675 concesiones
mineras, las cuales representan una superficie territorial de
95 millones, 765 mil, 800 hectáreas. Actualmente se en-
cuentran vigentes 26 mil 64 concesiones activas en todo el
territorio nacional. 

Es en razón de lo anterior, que se volvió necesario deter-
minar la correcta Política Fiscal en materia de derechos.
Política encargada de establecer las bases que regulen la
actividad que se origina de la prestación del uso, goce o
aprovechamiento de los bienes que se encuentran a cargo
del dominio público Federal.

Fue entonces que el 11 de diciembre del 2013, fue publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes en materia Fiscal, principalmente la Ley Federal de
Derechos, ordenamiento jurídico que entro en vigor el pri-
mero de enero del 2014.

Es importante mencionar que dentro de la nueva regulación
de Derechos Federales la minería experimento un proceso
de transición, especialmente en el cobro que surge por la
explotación de los recursos naturales existentes en el país.
Es así, que se incorporaron tres nuevos impuestos sobre de-
rechos en materia de minería, los cuales consisten en man-
tener un equilibrio sustentable dentro de este sector.

Artículos que establecen lo siguiente:

Artículo 268. Los titulares de concesiones y asigna-
ciones mineras pagarán anualmente el derecho espe-
cial sobre minería, aplicando la tasa del 7.5% a la di-
ferencia positiva que resulte de disminuir de los

ingresos derivados de la enajenación o venta de la ac-
tividad extractiva, las deducciones permitidas en es-
te artículo, mediante declaración que se presentará
ante las oficinas  autorizadas  por el  Servicio  de Ad-
ministración Tributaria a más tardar el último día
hábil del mes de marzo del año siguiente a aquel al
que corresponda el pago.

Artículo 269. Los titulares de concesiones mineras
que no lleven a cabo obras y trabajos de exploración
o explotación debidamente comprobadas de acuerdo
con la Ley Minera, durante dos años continuos den-
tro de los primeros once años de vigencia, contados a
partir de la fecha de la expedición de su respectivo tí-
tulo de concesión minera, pagarán semestralmente el
derecho adicional sobre minería conforme al 50% de
la cuota señalada en la fracción VI del artículo 263
de esta Ley, por hectárea concesionada.

Para el caso de los titulares cuyas concesiones se en-
cuentren en el doceavo año y posteriores de vigencia,
que no realicen obras y trabajos de exploración y ex-
plotación durante dos años continuos, el pago del de-
recho será del 100% de la cuota señalada en la frac-
ción VI del artículo 263 antes citado, por hectárea
concesionada.

Artículo 270. Los titulares de concesiones y asigna-
ciones mineras pagarán anualmente el derecho ex-
traordinario sobre minería, aplicando la tasa del
0.5% a los ingresos derivados de la enajenación del
oro, plata y platino, mediante declaración que se pre-
sentará ante las oficinas autorizadas por el Servicio
de Administración Tributaria a más tardar el último
día hábil del mes de marzo del año siguiente a aquel
al que corresponda el pago.

El derecho a que se refiere el presente artículo, se
calculará considerando los ingresos totales del con-
cesionario o asignatario minero por la enajenación o
venta del oro, plata y platino, independientemente
del número de concesiones o asignaciones de las que
sea titular.

Derivando del análisis de los artículos antes mencionados,
podemos ver que el sector minero presenta una mejora de
oportunidades para el crecimiento nacional.

Pero esto no siempre fue así, basta recordar que en los úl-
timos 20 años el régimen fiscal de pago de derechos sobre
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minería, se encontraba encaminado a reactivar el desarro-
llo e inversión de empresas privadas dentro del país. Esto a
consecuencia de los bajos precios que mantenían los meta-
les y minerales dentro del mercado nacional e internacio-
nal, situación por la cual las empresas se vieron beneficia-
das económicamente por la explotación de esta actividad.

En este sentido, resultó importante la incorporación de
nuevas contraprestaciones a ley vigente, para así reconocer
el verdadero valor de los recursos naturales existentes en
México. 

Entendemos la importancia de este instrumento jurídico,
mismo que facilitará el encadenamiento de procesos regu-
latorios para las empresas que se constituyan en las regio-
nes del territorio nacional.

Sin embargo, no se puede dejar de mencionar que en la ac-
tualidad, aun y cuando existe la ley aplicable al tema, al-
gunos estados del país se ven afectados por el gran incre-
mento de ésta actividad; que sin duda, ha originado una
problemática ambiental y social dentro de las regiones mi-
neras, generando grandes inconformidades por parte de los
pobladores.

Consideraciones

Según el anuario elaborado por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, con base en los informes trimestrales so-
bre la situación económica, finanzas públicas y deuda pú-
blica del cuarto trimestre del 2002, al cuarto trimestre de
2013, los montos recaudados por el cobro de derechos en
mataría de minería son bastante insignificantes.

De manera que en el 2013, aproximadamente el 13.22 por
ciento del territorio nacional se encuentra concesionado a
favor de particulares. Lo que resultó que los ingresos obte-
nidos por la recaudación de estos derechos no alcanzarán a
representar el 0.18 por ciento de todos los ingresos nacio-
nales y en consecuencia no poder cubrir el 2.4 por ciento
del producto interno bruto minero extractivo.

Ahora bien, es preocupante saber que en México existe una
gran controversia con respecto a la promoción y realiza-
ción de la actividad minera dentro del territorio nacional.

Por lo que se considera importante mencionar que las acti-
vidades que se originan dentro del sector minero reportan
grandes utilidades para las empresas privadas que las reali-

zan, siendo pocos los beneficios que percibe la población
mexicana, en específico las comunidades que se encuen-
tran en las regiones dedicadas a la extracción de estos re-
cursos, por lo que padecen desproporcionalmente las afec-
taciones al medio ambiente y la salud humana.

Dentro de este contexto, resulta importante resaltar que la
población refleja un gran interés sobre la administración
del capital que se obtiene por la explotación de las riquezas
que se encuentran en el subsuelo, ya que de acuerdo con el
artículo 27 constitucional, esta riqueza le pertenece indu-
dablemente a la nación y el estado es quien las administra
a nombre de ella. 

Es por eso, que se ha vuelto importante asegurar el ingreso
apropiado que se deriva de la actividad minera, por lo que
es conveniente revisar la correcta aplicación de nuestro ré-
gimen fiscal actual. Fundamentalmente para poder asegu-
rar la correcta distribución de los recursos que se obtienen
por la explotación de este sector, ya que de ello depende el
poder amparar un sano desarrollo de la industria minera
con los diferentes niveles de gobierno. 

El segundo punto importante dentro de este tema, es la re-
caudación del capital  de los nuevos derechos especiales en
materia de minería. Los cuales tienen como objetivo la
creación del Fondo para el Desarrollo Regional Sustenta-
ble de Estados y Municipios. Capital que será aplicado pa-
ra mejorar el desarrollo social, ambiental y urbano de las
comunidades mineras afectadas por las actividades de ex-
ploración y explotación de sustancias minerales.

Así como lo establece la Ley Federal de Derechos, en su
artículo 271:

Artículo 271. El Fondo para el Desarrollo Regional
Sustentable de Estados y Municipios Mineros se in-
tegrará con los recursos por derechos sobre minería
a que se refieren los artículos 268, 269 y 270 de esta
Ley y deberán ser empleados en inversión física con
un impacto social, ambiental y de desarrollo urbano
positivo, incluyendo:

I. ...La construcción, remodelación y equipamiento
de centros escolares;

II. ...Pavimentación y mantenimiento de calles y ca-
minos locales, así como la instalación y manteni-
miento de alumbrado público;
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III. ...Rellenos sanitarios, plantas de tratamiento de
agua, instalación y mantenimiento de obras de dre-
naje público, manejo de residuos sólidos, y mejora de
calidad del aire;

IV. ...Obras que preserven áreas naturales, como por
ejemplo, reforestación y rescate o rehabilitación de
ríos y otros cuerpos de agua, y

V. ...Obras que afecten de manera positiva la movili-
dad urbana, incluyendo sistemas de trenes suburba-
nos, metrocable de transporte o equivalentes.

Asimismo, como parte del proceso técnico de la creación
del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Esta-
dos y Municipios, fue indispensable la creación de un Co-
mité dedicado a la regulación del capital destinado para ca-
da zona de explotación minera. Comité que, sin duda,
deberá actuar en beneficio de la región afectada.
Así como lo establece la Ley Federal de Derechos en el ar-
tículo que a continuación se menciona:

Artículo 275. Los Estados y el Distrito Federal parti-
ciparán en los ingresos de los derechos sobre minería
a que se refieren los artículos 263 y 267 de esta Ley,
en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal.

Para los efectos del artículo 2o. de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, no se incluirá en la recaudación fede-
ral participable, la recaudación total que se obtenga
de los derechos a que se refieren los artículos 268,
269 y 270 de esta Ley, y se destinará en un 80% al
Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de
Estados y Municipios Mineros, el cual se distribuirá,
en un 62.5% a los municipios y demarcaciones del
Distrito Federal en los que tuvo lugar la explotación
y obtención de sustancias minerales y el 37.5% res-
tante a la entidad federativa correspondiente, a fin
de que se apliquen en términos de lo dispuesto por el
artículo 271 de esta Ley.

La distribución de estos recursos entre los munici-
pios y demarcaciones del Distrito Federal, y entre las
entidades federativas correspondientes, se determi-
nará con base en el porcentaje del valor de la activi-
dad extractiva del municipio o demarcación del Dis-
trito Federal correspondiente, respecto del valor
total de la actividad extractiva en el territorio nacio-
nal, de acuerdo al registro estadístico de producción
minera que para tales efectos elabore la Secretaría
de Economía en el año que corresponda.

Para aplicar los recursos del Fondo para el Desarro-
llo Regional Sustentable de Estados y Municipios
Mineros, se conformará en cada entidad federativa
un Comité de Desarrollo Regional para las Zonas
Mineras, el cual estará integrado por un represen-
tante de la Administración Pública Federal, en este
caso, por parte del titular de la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano a cargo del Co-
mité; un representante del Gobierno del Estado o del
Distrito Federal; un representante del o de los muni-
cipios o demarcaciones en donde se localicen las ac-
tividades mineras; en los casos en donde éstas se rea-
licen en comunidades indígenas o agrarias, un
representante de dichas comunidades, así como un
representante de las empresas mineras relevantes
con actividades en la demarcación.

Los ingresos que obtenga el Gobierno Federal deri-
vado de la aplicación de los derechos a que se refie-
ren los artículos 268, 269 y 270 de esta Ley, se desti-
naran a programas de infraestructura aprobados en
el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejer-
cicio que corresponda.

Con periodicidad trimestral, las entidades federati-
vas deberán publicar, entre otros medios, a través de
su página oficial de Internet, y entregar a la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, la información
relativa a los montos que reciban, el ejercicio y des-
tino del Fondo para el Desarrollo Regional Sustenta-
ble de Estados y Municipios Mineros, desagregándo-
la en términos de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental.

En este sentido y tomando en consideración todo lo ante-
rior, cabe reconocer que la presente legislación está enca-
minada a regular de forma rígida y equitativa las activida-
des que se derivan de la minería.

Por otro lado, es preocupante saber que en la actualidad no
se cuenta con información precisa sobre el Fondo para el
Desarrollo Regional Sustentable de Estados y Municipios
y del Comité encargado de vigilar el desarrollo del capital
destinado para cada región afectada por esta actividad.

Siendo esta una problemática de suma importancia, es ne-
cesario que se haga presente la voluntad de la Secretaria de
Hacienda y Crédito Público, para aclarar de manera preci-
sa y contundente cual es el verdadero destino de los recur-
sos del Fondo y cuáles son los mecanismos, formas y pro-
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cedimientos que se utilizan, para solucionar las problemá-
ticas que se originan en cada una de las regiones afectadas
por la explotación  minera.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público a informar a esta soberanía sobre los mecanismos,
formas y procedimientos que se han utilizado para el cobro
de impuestos especiales en materia de Minería y cuales han
sido los avances que ha tenido el Fondo para el Desarrollo
Regional Sustentable de Estados y Municipios.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Senador Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

INVESTIGUEN LAS PRESUNTAS VIOLACIONES A
LOS DERECHOS HUMANOS DE ACTIVISTAS Y
ALCALDES AUXILIARES EN ESA ENTIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades del estado de Puebla y a la CNDH, pa-
ra que investiguen las presuntas violaciones a los derechos
humanos de activistas y alcaldes auxiliares de en esa enti-
dad, suscrito por la diputada Roxana Luna Porquillo, del
Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, Roxana Luna Porquillo, Carlos de Je-
sús Alejandro, Gloria Bautista Cuevas, Víctor Reymundo
Nájera Medina y Vicario Portillo Martínez, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
del pleno de esta soberanía la presente proposición con
punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

Actualmente, en México nos enfrentamos a un serio pro-
blema en materia de protección de derechos humanos pues-

to que persisten sistemáticas violaciones entre las que po-
demos enumerar las detenciones arbitrarias, desapariciones
forzadas, hostigamientos y ejecuciones extrajudiciales, por
mencionar algunas de las más recurrentes.

En este sentido nos compete enunciar hoy una situación
preocupante para el país. En Puebla, las violaciones a los
derechos humanos de personas activistas y opositoras al
gobierno del estado son una constante que parece recrude-
cerse cada vez más. 

En este documento queremos abordar algunas de las injus-
ticias que se han cometido contra pobladores de las comu-
nidades poblanas de Cholula, Chalchihuapan y San Miguel
Canoa, así como contra activistas del estado de Puebla. To-
das estas acciones se han enmarcado en un contexto de
hostigamiento, represión y criminalización de la protesta
social.

Abordaremos estos temas en orden cronológico, comen-
zando por recordar que el 7 de octubre de 2014, el aboga-
do Adán Xicale Huiltle, su hijo, Paul Xicale Coyópol, y los
hermanos Primo Manuel y Albino Tlachi Álvarez, oposito-
res a la construcción del Parque de las Siete Culturas de
San Andrés Cholula, Puebla, fueron detenidos en un opera-
tivo policiaco en el palacio de San Andrés Cholula, que es-
taba tomado en señal de protesta por el proyecto que se
pretende levantar en la zona arqueológica. El jueves 9 de
octubre fueron consignados, negándoles cualquier libertad
bajo caución.

Activistas y personas defensoras de derechos humanos se
han opuesto rotundamente a la construcción del parque ya
que señalan que éste va en contra de la forma de vivir en
“Las Cholulas” y que el plan perjudica tanto a San Andrés
como a San Pedro. De igual forma, muchas personas resul-
tan afectadas por la expropiación de sus terrenos. Los 4 de-
tenidos han encabezado junto con centenares de personas,
las protestas ante la construcción de este proyecto, por lo
que han sido hostigados y acosados, al punto de haber sido
apresados.

Esta situación tiene su antecedente el 14 de marzo de 2014,
cuando el Congreso de Puebla aprobó la Ley de Expropia-
ción que agiliza el embargo de bienes con presuntos fines
de utilidad pública, que no es otra cosa más que la legali-
zación del despojo de forma rápida y expedita, afectando
directamente a los dueños originales de las tierras al no ex-
pedir un procedimiento claro y preciso respecto al derecho
de defensa de las personas afectadas, en caso de expropia-
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ciones. Esto es lo que está sucediendo con la construcción
de la Plaza de las Siete Culturas que afecta aproximada-
mente hasta 36 mil metros cuadrados de propiedades.

Ante esta amenaza, la ciudadanía preocupada, encabezada
por Adán Xicale Huiltle, decidió formar el Círculo de De-
fensa del Territorio de Cholula, reclamando cuestiones bá-
sicas como la transparencia y consulta pública ante pro-
yectos lesivos que pueden afectar drásticamente el
patrimonio histórico de los poblanos. 

La comunidad decidió iniciar un plantón en las instalacio-
nes del Ayuntamiento de San Andrés Cholula hasta que ob-
tuvieran respuestas a sus demandas pero, intempestiva-
mente, en la madrugada del 7 de octubre, alrededor de las
3:30 horas, se efectuó una violenta operación para desalo-
jar a quienes se mantenían en el plantón.

Durante este operativo, las policías municipal, estatal y
ministerial aprehendieron al abogado Adán Xicale Huitle y
a su hijo Paul Xicale, así como a dos lugareños más de
nombre Primo Manuel Tlachi y Albino Tlachi Valencia,
quienes fueron subidos a golpes a una patrulla de San An-
drés Cholula sin una orden de aprehensión. 

Los detenidos fueron puestos a disposición de la Procura-
duría General de Justicia (PGJ) del estado hasta ya pasado
el mediodía del martes 7 de octubre, ocultando el paradero
a sus familiares durante horas.

Otro de los casos que queremos abordar es el de la apre-
hensión de Jairo Javier Montes Bautista, el presidente de la
Junta Auxiliar de San Bernardino Chalchihuapan, emitida
el 16 de octubre por el Juez Tercero Penal bajo los delitos
de tentativa de homicidio, privación ilegal de la libertad,
motín y ataques a las vías de comunicación. Jairo Montes
fue señalado como uno de los principales incitadores que
convocó desde un día antes a que pobladores cerraran la
carretera Atlixco-Puebla el 9 de julio de 2014 en señal de
protesta contra la llamada Ley Bala y la reforma a la Ley
Orgánica Municipal que quitó a las juntas auxiliares la fa-
cultad de brindar los servicios de registro civil y seguridad
pública. 

En medio de esta manifestación, murió un menor de 13
años debido al impacto de una bala de goma en su cabeza,
lanzada por elementos policiacos. Esta situación originó
una recomendación emitida por la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos (CNDH) en la que pedía al gobier-

no de Puebla reparar las violaciones que había cometido al
reprimir la protesta.

Con base en dicha recomendación, el gobierno estatal ha
defendido la detención del edil y opositor político, Jairo
Montes, señalando que la aprehensión obedeció al cumpli-
miento de la recomendación emitida la CNDH, en el caso
de San Bernardino Chalchihuapan.

El 21 de noviembre de 2014, le dictaron auto de formal pri-
sión a Jairo Javier Montes Bautista; sin embargo, el titular
de la Procuraduría General de Justicia del estado de Pue-
bla, Víctor Antonio Carrancá y el titular de la Secretaría de
Seguridad Pública de Puebla, Facundo Rosas Rosas, en-
cargados del operativo policiaco del 9 de julio siguen en
sus cargos y no han sido investigados por sus implicacio-
nes en la muerte del menor de 13 años y de las distintas
violaciones a las personas manifestantes. 

Continuando con los casos, señalamos ahora que el pasado
viernes 31 de octubre a las dieciséis horas, al salir de las
oficinas de Obras Públicas del Ayuntamiento de Puebla, el
presidente auxiliar de San Miguel Canoa, Raúl Pérez Ve-
lázquez, fue detenido de manera arbitraria por los delitos
de robo, amenazas y privación ilegal de la libertad; el 2 de
noviembre fue trasladado al penal de San Miguel, en la ciu-
dad de Puebla. La detención se ejecutó sin una orden, a pe-
sar de tener en sus manos el amparo 1671/2014 de parte del
Juzgado Tercero de Distrito, para evitar cualquier orden de
aprehensión en su contra. Después de lo acontecido, el 5 de
diciembre, ganó un nuevo amparo para lograr su libertad
por el que pagó 28 mil pesos, pero el Distrito Séptimo de
lo Penal ordenó una nueva orden de aprehensión, por abu-
so de autoridad. El pasado 17 de diciembre le fue imputa-
do el delito de peculado; es decir, malversación de recursos
públicos con lo que el edil pierde toda posibilidad de salir
de prisión con otra fianza.

La comunidad de San Miguel asume que esta persecución
contra el edil se debe a que éste, en el marco de la reforma
a la Ley Orgánica Municipal –misma a la que se opuso el
presidente de la Junta Auxiliar de San Bernardino Chalchi-
huapan–, interpuso un amparo contra ella y tras ser presio-
nado para retirar la demanda no desistió.

La oposición que mostró el alcalde de San Miguel Canoa
por el retiro del servicio del registro civil de su comunidad,
se contrapone con la orden del gobernador 
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Rafael Moreno Valle, en más de 600 comunidades de la en-
tidad, declararon pobladores de la comunidad.

En este marco resulta alarmante que aunado a lo descrito,
organizaciones sociales y familiares del alcalde, hayan de-
nunciado tortura física y psicológica por parte de reos del
penal de San Miguel a nombre del gobierno de Puebla, a
fin de que sus hijos Javier y Rocío Pérez desistan de la lu-
cha legal y defensa del pueblo náhuatl.

Para concluir, falta abordar las detenciones de los activis-
tas Rubén Sarabia Sánchez, alias “Simitrio”, y de su hijo
Atl Rubén Sarabia Reyna.

El pasado 19 de diciembre, aproximadamente a las 11:15,
Rubén Sarabia, líder de la Unión Popular de Vendedores
Ambulantes 28 de Octubre (UPVA 28 de Octubre) fue de-
tenido cuando asistía a una reunión concertada con el se-
cretario de gobernación José Guillermo Aréchiga Santama-
ría, para tratar el asunto del desalojo de trabajadores
informales de la plaza Los Gallos, ejecutado el 18 de di-
ciembre. 

Al llegar a las escaleras de la Secretaría de Gobernación
del municipio de Puebla, ubicada en 3 poniente entre 16 de
septiembre y 3 sur, alrededor de 10 a 12 hombres y 2 a 3
mujeres, detuvieron sin orden de aprehensión y de manera
violenta a Rubén Sarabia Sánchez para después ser intro-
ducido a un automóvil marca Jetta color negro, sin placas
de circulación. 

Esta detención fue precedida por amenazas contra la espo-
sa, hija e hijo de Sarabia Sánchez. Aunado a esto, el 22 de
diciembre, aproximadamente, a las 22:05 horas fue deteni-
do Atl Rubén Sarabia Reyna, hijo de Simitrio, por elemen-
tos de la policía ministerial de Puebla en las inmediaciones
del Ángel de Independencia, en el DF.

Atl Sarabia se encontraba en compañía de sus dos herma-
nos: Tonatiuh Ehecatl Sarabia Amador y Xihuel Sarabia
Reyna, en el DF, para apoyar las diversas movilizaciones
sociales en apoyo a la libertad de su padre y para visitar el
plantón indefinido que organizaciones sociales iniciaron
ese mismo 22 de diciembre frente a la Secretaría de Go-
bernación para exigir la liberación de Simitrio y el cese a
la represión de la movilización social en Puebla.

Los hermanos del detenido indicaron que unos 20 hombres
armados montados en vehículos con placas de Puebla, se
acercaron al vehículo de éste, rompieron los cristales y se

lo llevaron de manera violenta y sin mostrar ninguna orden
de aprehensión. También resulta desconocido si las autori-
dades del Distrito Federal tenían conocimiento del operati-
vo que se realizó por parte de la Procuraduría General de
Justicia del estado de Puebla para detener a Atl Sarabia.

Asimismo, esta detención se llevó a cabo ignorando por
completo que el jueves 11 de diciembre la cuarta visitado-
ra general de la CNDH, Yolanda Leticia Escandón Carrillo,
había dirigido el oficio V4/73505 a Luis Maldonado Vene-
gas, secretario general de Gobierno del estado de Puebla,
para solicitarle “acciones necesarias tendentes a salvaguar-
dar la integridad y seguridad personal” Rubén Sarabia Sán-
chez Simitrio, Atl Tonatiuh Rubén Sarabia Reyna, Xihuel
Sarabia Reyna, Ehecatl Tonatiuh Sarabia Amador y las mu-
jeres Alejandra López Reyna e Irma Reyna Martínez.

Cabe destacar que las medidas cautelares también fueron
solicitadas por la CNDH para los opositores al Parque de
las Siete Culturas en Cholula, Adán Xicale, Paul Xicale,
Primo Tlachi, Albino Tlachi y Alfredo Portillo, y para los
presidentes auxiliares de San Miguel Canoa y La Resu-
rrección, Raúl Pérez Velázquez y Leonardo Báez Serrano,
respectivamente, actualmente presos en el Centro de Rein-
serción Social (Cereso) de Puebla.

Las violaciones a los derechos humanos que el gobierno de
Rafael Moreno Valle ejerce de manera constante contra las
personas que se oponen a sus leyes y acciones dictatoriales
como la llamada “Ley Bala”, son indignantes.  

Además, es importante señalar que el pasado 30 de di-
ciembre, a diputadas y diputados federales de la fracción
parlamentaria del PRD se nos negó realizar visitas a las
personas privadas de su libertad que han sido nombradas a
lo largo de este Punto de Acuerdo -y otras más-, que per-
manecen recluidas en los Ceresos de Puebla y San Pedro
Cholula, debido a su participación en problemas de carác-
ter social.

Lamentamos la negativa de las autoridades basada en el en-
deble argumento que sostiene que con nuestra visita “se
pone en riesgo la seguridad interna del reclusorio”. Sin em-
bargo, esta negativa no detendrá la insistencia de nuestra
fracción para realizar las visitas planeadas y conocer la si-
tuación jurídica y de salud de las personas detenidas. 

El gobierno de Puebla, encabezado por su titular Rafael
Moreno Valle, parece enviarnos mensajes claros de repre-
sión de los movimientos sociales que se opongan a sus re-
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formas y proyectos, así como de que las autoridades ho-
nestas y ligadas a su comunidad no caben en el proyecto de
represión e intimidación de Rafael Moreno.

Por lo anteriormente expuesto, y en atención a nuestras
obligaciones para garantizar, proteger y respetar los dere-
chos humanos de la ciudadanía, y atendiendo la gravedad
de las violaciones a los derechos de las personas en Puebla,
presentamos la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Nacional de
Derechos Humanos (CNDH) a investigar las presuntas vio-
laciones a los derechos humanos de Adan Xicale Huitle,
Alejandro Paul Xicale Coyopol, Albino Tlachi Álvarez,
Primo Manuel Tlachi Álvarez, Rubén Sarabia Sánchez, Atl
Rubén Sarabia Reyna, Raúl Pérez Velázquez, Alcalde Au-
xiliar de San Miguel Canoa, Puebla, y Jairo Javier Montes
Bautista, alcalde auxiliar de San Bernardino Chalchihua-
pan. 

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al gobierno de Puebla y a
la Procuraduría General de Justicia de Puebla a cesar el
hostigamiento y la represión contras las comunidades indí-
genas, y la protesta social en Puebla. 

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al titular de la Procuraduría General de Jus-
ticia de Puebla a garantizar el debido proceso para Adan
Xicale Huitle, Alejandro Paul Xicale Coyopol, Albino Tla-
chi Álvarez, Primo Manuel Tlachi Álvarez, Rubén Sarabia
Sánchez, Atl Rubén Sarabia Reyna, Raúl Pérez Velázquez,
Alcalde Auxiliar de San Miguel Canoa, Puebla, y Jairo Ja-
vier Montes Bautista, alcalde auxiliar de San Bernardino
Chalchihuapan, con respeto pleno a las garantías procesa-
les de los imputados, observando los más altos estándares
en materia de derechos humanos, a investigar los presuntos
actos de tortura que les han sido infligidos y a garantizar su
seguridad e integridad.

Cuarto. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al titular de la Secretaría General de Go-
bierno del estado de Puebla a otorgar las medidas cautela-
res solicitadas por la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos para Rubén Sarabia Sánchez Simitrio, Atl Tonatiuh
Rubén Sarabia Reyna, Xihuel Sarabia Reyna, Ehecatl To-

natiuh Sarabia Amador, Alejandra López Reyna, Irma Rey-
na Martínez, Raúl Pérez Velázquez y Leonardo Báez Se-
rrano, Adán Xicale, Paul Xicale, Primo Tlachi, Albino Tla-
chi y Alfredo Portillo.

Quinto. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al gobierno del Distrito Federal para que ha-
ga pública la información que esclarezca si tenía conoci-
miento del operativo que la Procuraduría General de Justi-
cia del Estado de Puebla llevó a cabo el 22 de diciembre de
2014 para detener a Atl Rubén Sarabia Reyna en el Distri-
to Federal y, en su caso, especifique las actuaciones que
pudieran haber sido realizadas por autoridades del Distrito
Federal para tal efecto.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, a 7 de enero de 2015.— Diputada Roxana Luna Porquillo
(rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

HECHOS OCURRIDOS EN LOS MUNICIPIOS DE
HOLBOX Y FELIPE CARRILLO PUERTO, QUE MAN-
TIENEN PRESOS A LUCHADORES SOCIALES DE
AMBOS MUNICIPIOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
las autoridades federales y de Quintana Roo, para que se
conduzcan con imparcialidad, en relación con los hechos
ocurridos en los municipios de Holbox y Felipe Carillo
Puerto, que mantienen presos a luchadores sociales de am-
bos municipios, suscrito por la senadora Luz María Beris-
táin Navarrete, del Grupo Parlamentario del PRD

El Grupo Parlamentario del PRD en el Senado de la Repú-
blica presenta punto de acuerdo de conformidad con las si-
guientes consideraciones:

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita a las autoridades del estado de Quintana
Roo y federales que se conduzcan con imparcialidad, obje-
tividad y justicia en relación a los hechos ocurridos en los
municipios de Holbox y Felipe Carrillo Puerto, que man-
tienen presos a luchadores sociales de ambos municipios.
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Dado en la sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso
de la Unión, a 7 de enero de 2015.— Senadora Luz María Beristáin
Navarrete (rúbrica).»

Se remite a la Primera Comisión de Trabajo.

INSTALAR E INSTRUMENTAR EN LA CIUDAD DE
TIJUANA, BC, EL MODELO DE ATENCION A
POBLACION INDIGENA EN ZONAS FRONTERIZAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas, a instalar e instrumentar en la ciudad de
Tijuana, Baja California, el modelo de atención a pobla-
ción indígena en zonas fronterizas, suscrito por los diputa-
dos Carlos de Jesús Alejandro y Aleida Alavez Ruiz, del
Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputado Carlos de Jesús Alejandro, secreta-
rio de la Comisión de Asuntos Indígenas, y Aleida Alavez
Ruiz, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, con fundamento en los artículos
78, fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 58 y 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presenta a la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión proposición con puntos de acuerdo,
con carácter de urgente y obvia resolución, al tenor de las
siguientes

Consideraciones 

En primer lugar quiero comenzar recordándoles que el
miércoles 18 de diciembre de 2013 presente a la Comisión
Permanente, correspondiente al primer receso del segundo
año de ejercicio de la LXII Legislatura, la proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhortó a la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, CDI, a
situar oficinas de atención de los pueblos indígenas en las
ciudades de los estados fronterizos del norte del país. 

La proposición se turnó a la Primera Comisión de Trabado
para su análisis y estudio. Cabe mencionar que la propues-
ta de punto de acuerdo inicial contenía dos resolutivo que
a la letra establecía lo siguiente:

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal a tra-
vés de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas, para ubicar oficinas de atención a los pue-
blos indígenas en las ciudades de los estados fronterizos
del norte del país que cuenten con suficiencia presupuestal,
recursos humanos y materiales.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas a realizar un re-
gistro de la población indígena en las ciudades fronterizas
del norte del país.

No obstante, la honorable Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión de la LXII Legislatura con fecha 15 de
enero de 2014, dictaminó y estableció como único resolu-
tivo el siguiente: 

Único: La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita respetuosamente a la titular de la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas, licenciada Nuvia Magdalena Mayorga Delgado,
que, en la medida de las posibilidades presupuestarias,
materiales y humana, ubique oficinas de atención a los
pueblos indígenas en las ciudades de los estados fronte-
rizos del norte del país y realice un registro de la pobla-
ción indígena en las mismas”.

Al respecto, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas remitió su respuesta de la proposición
con punto de acuerdo al Presidente de la Comisión Perma-
nente, el 7 de enero de 2014 que a la letra decía:

Actualmente la CDI cuenta con una delegación en Baja Ca-
lifornia, ubicada en el municipio de Ensenada, un Centro
Coordinador para el Desarrollo Indígena y se están po-
niendo en marcha mecanismos técnicos, presupuestales
y logísticos que permitan la creación de una oficina de
enlace en el municipio de Tijuana, para este ejercicio
2014.

De igual forma la CDI tiene previsto instrumentar en la
ciudad de Tijuana un modelo de atención a población
indígena en zonas fronterizas, con este modelo se preten-
de impulsar procesos de revaloración y resignificación de
las culturas, así como formar capacidades para una me-
jor inserción de los indígenas en la vida metropolitana.
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Ahora bien; respecto a la parte final de del exhorto, el cual
a la letra dice “...y realice un registro de la población indí-
gena en las mismas”, respetuosamente me permito hacer la
siguiente consideración:

La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas no cuenta con atribuciones para hacer un regis-
tro de la población indígena; ya que el único organismo gu-
bernamental con facultades para llevar un registro de po-
blación, es el Instituto Nacional de Estadística y Geografía;
sin embargo, el Modelo de Atención a Población Indígena
en Zonas Metropolitanas, incluye acciones para la ubica-
ción de indígenas en zonas urbanas e investigación sobre
sus condiciones de vida, pues es una necesidad para lograr
los objetivos de la comisión, el ubicar a la población Indí-
gena para su mejor atención.

Abundando en este tema, de acuerdo al Censo de Pobla-
ción y Vivienda, 2010; se puede ubicar que en las 56 zonas
metropolitanas del país vive casi la cuarta parte de la po-
blación indígena. Este sector de la población enfrenta ge-
neralmente situaciones que dificultan la conservación de su
lengua y cultura. Según esta misma fuente la zona metro-
politana de Tijuana está conformada por 3 municipios y en
ella habitan 1.7 millones de personas, 33 mil de las cuáles
son indígenas que representan el 1.8 por ciento. Esta zona
metropolitana ocupa el lugar 16 en cuanto al número total
de indígenas y el 31 en cuanto al porcentaje. En razón de
lo anterior hacemos nuestros los considerandos de la
Exposición de Motivos, ratificando compromisos Insti-
tucionales de generar políticas públicas que garanticen
la vigencia de los derechos y el desarrollo de los pueblos
originarios de nuestro país.

Como podemos apreciarlo en las citas anteriores, la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
hizo suyo la proposición del punto de acuerdo, inclusive la
voluntad manifiesta de la institución iba más allá del Pun-
to de Acuerdo porque iba a implementar un modelo de
atención a población indígena en zonas fronterizas en la
ciudad de Tijuana, además la CDI mencionó en su comu-
nicación a este Poder Legislativo que se estaban poniendo
en marcha mecanismos técnicos, presupuestales y logís-
ticos que permitieran la creación de una oficina de en-
lace en el Municipio de Tijuana, para el ejercicio fiscal
2014.

No obstante, esa voluntad manifiesta de la CDI en la co-
municación que envío a esta H. Comisión Permanente del
7 de enero de 2014 sólo fue un propósito de inicio de año

nuevo que hasta le fecha no se ha cumplido, además hay
que sumarle, a este propósito no cumplido, que la realidad
del año 2014 para las Zonas Fronterizas fue sumamente di-
fícil por tantas deportaciones de nuestros connacionales y
que muchos de ellos son personas indígenas, para ser fran-
cos las ciudades fronterizas fueron totalmente olvidadas
por la CDI puesto que no se dio la atención prometida a los
Pueblos Indígenas, la de impulsar procesos de revalora-
ción y resignificación de las culturas, así como formar
capacidades para una mejor inserción de los indígenas
en la vida metropolitana.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
es muy clara al respecto en su artículo 2o cuando establece
que la federación, los estados y los municipios estable-
cerán las instituciones y determinarán las políticas ne-
cesarias para garantizar la vigencia de los derechos de
los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y
comunidades.

Asimismo, la misma Ley de Creación de la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, estable-
ce en su artículo 2o. que tiene “como objeto orientar, coor-
dinar, promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y
evaluar los programas, proyectos, estrategias y acciones
públicas para el desarrollo integral y sustentable de los
pueblos y comunidades indígenas de conformidad con el
artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos”.

De la misma manera se establece en el artículo 25 del Es-
tatuto Orgánico de la Comisión Nacional para el Desarro-
llo de los Pueblos Indígenas que las delegaciones tiene la
obligación de: 

• Promover y fortalecer acciones de coordinación con
las autoridades federales, estatales y municipales en la
entidad, para la gestión y atención de los asuntos rela-
cionados con el desarrollo integral de los pueblos y co-
munidades indígenas.

• Promover y apoyar los procesos de reconstitución de
los pueblos y comunidades indígenas, así como la vi-
gencia de sus derechos.

• Apoyar los procesos de consulta, promoviendo la par-
ticipación de las comunidades y organizaciones indíge-
nas en las instancias de coordinación y concertación, pa-
ra contribuir con la formulación, ejecución y evaluación
de los planes y programas de desarrollo.
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• Coordinar y supervisar a las unidades administrativas
de su competencia, respecto de la operación, ejecución
y aplicación de los programas, proyectos y acciones a
cargo de la comisión, entre otras.

Incluso, la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral establece en su artículo 17 Bis que:

Las dependencias y entidades de la administración pública
federal, conforme a lo previsto en los reglamentos interio-
res o sus ordenamientos legales de creación, respectiva-
mente, podrán contar con delegaciones en las entidades fe-
derativas o, en su caso, en regiones geográficas que
abarquen más de una entidad federativa, siempre y cuando
sea indispensable para prestar servicios o realizar trámites
en cumplimiento de los programas a su cargo y cuenten
con recursos aprobados para dichos fines en sus respecti-
vos Presupuestos…

Para ir concluyendo, quiero asentar, en primer lugar, que
estoy muy convencido de que se requieren instalar urgen-
temente oficinas de atención a los pueblos indígenas en las
zonas fronterizas y ponía el ejemplo en mi pasada proposi-
ción el caso de Tijuana, Baja California: 

Con base en el censo del Inegi (2010), los indicadores so-
cioeconómicos de la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas, CDI, y del estudio Condiciones
sociodemográficas de la población indígena en Tijuana, re-
alizado por El Colegio de la Frontera Norte, se menciona
que en esa ciudad residen 52 pueblos indígenas tales como:
mixtecos, zapotecos, triquis, purépechas, otomís, y nahuas
que se asientan en 45 colonias Tijuana, de las cuales 34 son
de alta marginación como la colonia Las Torres, 10 de Ma-
yo, Valle Verde, El Pípila, zona oeste de El Florido, Mata-
moros, Sánchez Taboada, Loma Bonita, Oaxaca y El Pe-
dregal.

Y lo crudo de esa realidad es que estos indígenas asentados
en Tijuana no tienen acceso a las políticas públicas de la
CDI. Por ello es necesario redoblar esfuerzos en esta mate-
ria. Son asentamientos con poca o nula infraestructura bá-
sica, no cuentan con pavimentación, alumbrado público,
obra pluvial, muros de contención, drenaje, agua potable y
electrificación.

En segundo lugar quiero dejar de manifiesto mi preocupa-
ción e indignación hacia la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas, me parece sumamente

grave que una institución como la CDI que tiene la obliga-
ción de brindar atención a los pueblos indígenas envíe una
comunicación al Poder Legislativo diciendo que está (en
presente lo comunicó) poniendo marcha mecanismos téc-
nicos, presupuestales y logísticos que permitieran la
creación de una oficina de enlace en el Municipio de Ti-
juana, para el ejercicio fiscal 2014 y que va impulsar ac-
ciones para la atención de los pueblos indígenas.

El Poder Legislativo no puede permitir que la CDI venga a
decirnos que está poniendo en marcha políticas públicas y
no lo haga. Sin duda, debemos fincarle responsabilidades y
no debemos de pasar por alto ninguna falta de respeto al
Poder Legislativo y mucho menos permitirnos que se ven-
gan a burlar en nuestras curules. 

Por todo lo expuesto y fundado, se somete a consideración
de esta soberanía, con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, insta a la Titular de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, licenciada Nuvia
Magdalena Mayorga Delgado, a cumplir con la instalación
e instrumentación en la ciudad de Tijuana del Modelo de
Atención a Población indígena en Zonas Fronterizas con la
suficiencia presupuestal necesaria, humana, técnica, mate-
rial y logística para su implementación, ejecución y opera-
ción.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión cita a comparecer a la titular de la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, licenciada
Nuvia Magdalena Mayorga Delgado, ante el pleno de la
Cámara de Diputados, a fin de que nos indique cual es la
política pública que se está implementado en las Zonas
Fronterizas del norte del país para la atención de los pue-
blos indígenas.  

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
a 7 de enero de 2015.— Diputados: Carlos de Jesús Alejandro (rúbri-
ca), Aleida Alavez Ruiz.»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.
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TRANSPARENTAR Y ACLARAR EL ORIGEN Y DES-
TINO DE LA TRANSFERENCIA PARA CONSTRUIR
EL MUSEO BARROCO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP, a fin de transparentar y aclarar el origen y desti-
no de la transferencia para construir el Museo Barroco,
suscrito por la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo
Parlamentario del PRD

La que suscribe, Roxana Luna Porquillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración del Ple-
no de esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

Diversos actos de corrupción han rodeado al gobierno del
estado de Puebla, en donde el deslinde de responsabilida-
des y la fuerza de la ley, se han hecho esperar.

Recordemos los hechos recientes, abordados ya en este re-
cinto sobre la construcción de la autopista Cuapiaxtla-
Cuacnopalan; el Proyecto Integral de Imagen Urbana del
Corredor Turístico Cultural; y la construcción de la planta
de tratamiento biológico de la planta Audi. Obras las ante-
riores, rodeadas de opacidad, en las cuales se vio involu-
crada la empresa Oceanografía, SA de CV, y sus filiales,
cuyos contratos, concesiones, otorgamiento de licitaciones
y demás negocios realizados entre el Gobierno del Estado
de Puebla y la citada empresa, exigían respuestas concretas
a la ciudadanía bajo el principio de máxima publicidad y
transparencia que nunca se dieron.

Sin embargo, el apoyo incondicional del Ejecutivo federal,
a través de la Secretaría de Hacienda y porque no decirlo
también de la Secretaría de Gobernación ha sido evidente.
Una y otra vez, la opinión pública, mediante anuncios ofi-
ciales, de apoyos extraordinarios, miles de tabletas com-
pradas con recursos federales, así como recursos federales
que adolecen de la debida transparencia y rendición de
cuentas, etcétera.

Prueba de ello, es que diversos medios de comunicación
han difundido que en los casi cuatro años de la actual ad-

ministración, el gobierno de Puebla ha contratado a empre-
sas privadas para la construcción de 4 obras públicas que
debe pagar en anualidades por plazos de entre 23 y 25
años: el Museo Internacional Barroco, el Centro Integral de
Servicios, las Plataformas Audi, la Rueda de la Fortuna y
el Parque Lineal, que suman un promedio de 13 mil 480
millones 933 mil pesos.

Destaca que el proyecto más caro de Moreno Valle entre-
gado a empresas privadas es el Museo Internacional Barro-
co que fue concesionado a 30 años por 7 mil 280 millones
933 mil pesos.

Alfredo del Mazo señaló que se trata de uno de los proyec-
to culturales más importantes que tiene actualmente el go-
bierno de la República, como parte del interés del presi-
dente Enrique Peña Nieto por impulsar la infraestructura
que mejora la conectividad, pero también aquella que re-
salta las virtudes culturales de México.

El gobernador, con fecha 29 de agosto de 2014, declaró
públicamente que: “es la primera ocasión en el país en que
se utiliza el Fondo Nacional de Infraestructura, Fonadin,
para un proyecto cultural. Es el primer proyecto cultural
hacendario con una inversión de 500 millones de pesos a
fondo perdido lo que da viabilidad a una aportación del go-
bierno del estado y de la inversión privada para llegar a un
monto final de1, 390 millones de pesos”2

Por su parte, el subsecretario de Hacienda y Crédito Públi-
co señaló que son proyectos como los que tiene el gobier-
no de Puebla, financiables y con andamiaje jurídico, los
que permiten realizar el Plan Nacional de Infraestructura
planteado por el presidente de la República, Enrique Peña
Nieto, a través de un esquema novedoso como los Proyec-
tos de Prestación de Servicios que permiten al Fonadin
apoyar obras con rentabilidad social.

Resulta inadmisible el dispendio de recursos y la discre-
cionalidad con que se destinan los mismos. Es evidente que
la corrupción sigue instalada en el gobierno de Puebla y es
no sólo solapada sino perpetrada por el gobierno federal.

500 millones a fondo perdido, destinados al Museo Barra-
co, que no fueron aprobados por esta Cámara, y que no for-
man parte del Presupuesto de Egresos de la Federación que
aquí discutimos y dispusimos.
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500 millones que serán entregados a constructoras privadas
para seguir haciendo ricos a los mismos empresarios que
desde que empezó la administración de Moreno Ovalle ha
beneficiado, a costa de esquilmar los impuestos del pueblo.

Incluso, diversos medios de comunicación revelaron que
los propios diputados federales del PRI se negaron públi-
camente a dar el apoyo durante las discusiones del Presu-
puesto de Egresos para 2015, debido a las irregularidades e
inconformidades sociales. Sin embargo, el Ejecutivo Fede-
ral hizo oídos sordos a las posturas de los diputados de su
propio partido.

La complicidad es clara y resulta inadmisible. Es evidente
el apoyo que la Secretaría de Hacienda y la Secretaría de
Gobernación, otorgan al gobernador de Puebla, no a Pue-
bla ni a los poblanos, sino al gobernador y al pequeño gru-
po de empresarios que trabajan para ellos. Un “apoyo”
clandestino, gestado en la opacidad y el contubernio. Un
“apoyo” que va por encima de la ley y de las disposiciones
presupuestarias establecidas por esta Cámara. Un “apoyo
que huele a corrupción”.

En razón de ello, es que someto a su consideración la pre-
sente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público del gobierno federal, para que transparen-
te y aclare a la sociedad el origen y destino de la transfe-
rencia por quinientos millones de pesos para la construc-
ción del Museo Barroco, el fundamento legal, así como las
razones amplias y fundadas por lo que dichos recursos van
a fondo perdido.

Dado en la Sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Diputada Roxana Luna Porquillo (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

SOLICITAR INFORMACION AL BANCO DE MEXI-
CO, CON RELACION A LA SUSCRIPCION DE DIVER-
SOS CONVENIOS INTERNACIONALES

«Proposición con punto de acuerdo, para solicitar informa-
ción al Banco de México, en relación con la suscripción de
diversos convenios internacionales, a cargo de los diputa-
dos Guillermo Sánchez Torres y Aleida Alavez Ruiz, del
Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, diputados federales Guillermo Sánchez To-
rres y Aleida Alavez Ruiz, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática en la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a con-
sideración de esta soberanía la presente proposición con
punto de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

Por tratados celebrados por México, debe entenderse cual-
quier “acuerdo internacional celebrado por escrito entre
Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en
un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos
y cualquiera que sea su denominación particular”, según el
artículo 2, inciso a), de la Convención de Viena sobre el
Derecho de los Tratados de 1969, así como aquellos cele-
brados entre México y organizaciones internacionales. 

Cabe recordar que el Banco de México (Banxico), anunció
en junio de 2012, que, mediante un acuerdo de préstamo
bilateral, pondría a disposición del Fondo Monetario Inter-
nacional (FMI), hasta 10 mil millones de dólares, para
cumplir con su compromiso de apoyar el fortalecimiento
de la capacidad de crédito del organismo multilateral.

El incremento de la cuota significaría para México una ma-
yor influencia en la toma de decisiones en los órganos de
gobierno del Fondo Monetario Internacional.

Con dicho ajuste, la participación del país en relación con
las cuotas totales del FMI pasaría de 1.52 a 1.87 por cien-
to, lo que implica que la posición de México suba del lugar
16 al 14, así como que aumente su poder de voto de 1.47 a
1.80 por ciento y mayor respaldo económico del Fondo.

Es en este contexto que recientemente, el Congreso de la
Unión, le fue turnada la minuta con proyecto de decreto
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por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 3o. y se
reforma el artículo 4o. de la Ley que Aprueba la Adhesión
de México al Convenio Constitutivo del Banco de Desa-
rrollo del Caribe.

Para que por conducto del Banco de México, efectúe la
suscripción de acciones o partes sociales del Banco de De-
sarrollo del Caribe hasta por el equivalente a 28 millones
210 mil dólares americanos, de los cuales, serían pagade-
ros en efectivo 6 millones 206 mil dólares americanos.

Asimismo, que el monto total de 29 millones 333 mil dó-
lares aportado por México al Fondo Especial de Desarrollo
aumente a 32 millones 333 mil dólares americanos.

Lo anterior, a fin de que el Banco de Desarrollo del Caribe
pueda seguir contribuyendo a combatir la desigualdad y la
pobreza y fomentar el crecimiento sostenible en la región.

Del mismo modo, le fue turnada la Minuta con Proyecto de
Decreto por el que se reforma el artículo 2o. de la Ley que
Establece Bases para la Ejecución en México, por el Poder
Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo de la Asocia-
ción Internacional de Fomento.

Para dar continuidad a su mandato de reducir la pobreza
extrema, mediante resolución 227 del 26 de abril de 2011,
aprobó la Decimosexta Reposición de Recursos de este or-
ganismo, por un monto de 32 mil 800 millones de Dere-
chos Especiales de Giro, mismos que serán utilizados para
cubrir su programa de operaciones durante 2011 y 2014.

México contribuirá en esta Reposición con el 0.29 por
ciento del total de las aportaciones de los donantes; esto es
66 millones 140 mil Derechos Especiales de Giro.

También fue turnada la Minuta con Proyecto de Decreto
que reforma el artículo 12 y se deroga el artículo 2o. de la
Ley que Establece Bases para la Ejecución en México, por
el Poder Ejecutivo Federal, del Convenio Constitutivo del
Banco Interamericano de Desarrollo.

Se propuso que se autorice al Gobierno Federal, para que
por conducto del Banco de México, efectúe la suscripción
adicional de 54 mil 925 acciones del Banco Interamerica-
no de Desarrollo (BID), hasta por el equivalente a 662 mi-
llones 584 mil 23.46 dólares de los Estados Unidos de
América, de los cuales, serían pagaderos en efectivo 16 mi-
llones 104 mil 682.23 dólares de los Estados Unidos de
América.

El incremento de la participación y presencia de nuestro
país en organismos financieros internacionales como lo es
el BID, garantizaría la participación y liderazgo de México
en la región de América Latina y el Caribe.

Por su parte, la minuta que propone reformar el artículo 4o.
del decreto que autoriza al Ejecutivo federal a firmar, en re-
presentación del gobierno de México, los Convenios Con-
sultivos sobre el Fondo Monetario Internacional y el Ban-
co Internacional de Reconstrucción y Fomento.

Con objeto de que el gobierno federal por conducto del
Banco de México realice la suscripción adicional de 21 mil
21 acciones del Banco Internacional de Reconstrucción y
Fomento hasta por el equivalente a 2 mil 535 millones 868
mil 335 dólares americanos.

De los cuales 8 mil 459 acciones corresponden al Aumen-
to General de Capital, equivalentes a mil 20 millones 451
mil 465 dólares americanos, y 12 mil 562 acciones corres-
ponden al aumento selectivo de capital, equivalente a mil
515 millones 416 mil 870 dólares americanos.

Asimismo la minuta que propone se apruebe la reforma al
Convenio Constitutivo de la Corporación Financiera Inter-
nacional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el
31 de diciembre de 1955, modificado por decretos de los
años 1980,1986, 1992 y 1994.

Considerando autorizar al Gobierno Federal, suscribir
2,943 acciones adicionales de la Corporación Financiera
Internacional, por la cantidad de dos millones novecientos
cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de Amé-
rica, cantidad que se adicionará a las suscripciones anterio-
res efectuadas por nuestro país, para hacer un total de
30,532 acciones por la suma de treinta millones quinientos
treinta y dos mil dólares de los Estados Unidos de Améri-
ca.

También se propuso autorizar al Ejecutivo Federal, además
de la suscripción accionaria de la Corporación Financiera
Internacional, para aceptar las enmiendas correspondientes
al Convenio Constitutivo de la Corporación Financiera In-
ternacional.

Así como para aceptar la enmienda que modificaría el cál-
culo de los votos básicos de cada miembro, misma que de-
riva de la Resolución no. 256 denominada “Enmienda al
Convenio Constitutivo y aumento selectivo del capital de
2010”, que modifica el párrafo a) de la Sección 3 del Artí-
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culo IV del Convenio Constitutivo de la Corporación Fi-
nanciera Internacional.

Para aumentar los votos básicos por país miembro de 250 a
lo que resulte de la distribución equitativa entre todos los
miembros del 5.55 por ciento de la suma total de los dere-
chos de voto de todos los miembros, sin que los votos bási-
cos se fraccionen. Los votos por acciones de cada miembro,
no se modifican, se mantiene el número de votos que resul-
te de la asignación de un voto por cada acción en su poder.

Mientras que la minuta que propone reformar el artículo
4o. del decreto que autoriza al Ejecutivo federal a firmar,
en representación del gobierno de México, los Convenios
Constitutivos sobre el Fondo Monetario Internacional y el
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento.

Para que, el gobierno federal por conducto del Banco de
México, haga la suscripción adicional de 294 acciones del
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, que co-
rresponden a la resolución “Mayor Representación y Parti-
cipación de los Países en Desarrollo y en Transición”, para
hacer un total de 40,119 acciones.

Se propuso autorizar al Ejecutivo federal, aceptar las en-
miendas al Convenio Constitutivo del Banco Internacional
de Reconstrucción y Fomento, como consecuencia de la
suscripción adicional de acciones antes referida

Así como la modificación a la forma de cálculo de los vo-
tos básicos de 250 acciones por país miembro a una fór-
mula que calcula el número de votos básicos de cada
miembro a lo que resulte de la distribución equitativa entre
todos los miembros de 5.55 por ciento de la suma total de
los votos de todos los miembros.

Con la condición de que no habrá votos básicos fracciona-
rios, según lo establecido en la Resolución “Mayor Repre-
sentación y Participación de los Países en Desarrollo y en
Transición”, la cual entró en efectividad el pasado 27 de ju-
nio de 2012.

Asimismo, se propuso reformar el artículo 15 del referido
Decreto, con la finalidad de homologar el régimen del
Convenio Constitutivo del Banco Mundial, al del Fondo
Monetario Internacional, debido a que ambos tienen la
misma naturaleza de tratado internacional.

Por su parte, la minuta que propone que el Estado mexica-
no, como miembro del FMI, podría llevar a cabo su contri-

bución al Fondo Fiduciario para el Crecimiento y la Lucha
contra la Pobreza, que el propio FMI acordó crear como
parte del mecanismo de apoyo a países de bajos ingresos
que estableció desde 2010.

Se propuso reformar el artículo 16 del decreto de referen-
cia, con el objetivo de armonizar con nuestra Carta Magna,
el tratamiento que debe darse a las modificaciones y en-
miendas al Convenio Constitutivo del Banco Internacional
de Reconstrucción y Fomento, en atención a la naturaleza
del instrumento jurídico internacional de que se trata.

Para señalar que el gobierno federal requerirá la autoriza-
ción expresa del Senado de la República para aceptar o
proponer una modificación de la suscripción del Gobierno
de México al Banco Internacional de Reconstrucción y Fo-
mento y aceptar enmiendas del Convenio respectivo, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 76, fracción I,
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Sin embargo, estimamos que el aumento de las cuota de
México a diversos organismos internacionales es acorde
con la pérdida de soberanía económica y diseño de las po-
líticas de desarrollo. Por lo que consideramos necesario
que el Banco de México informe periódicamente sobre el
costo, las formas, condiciones y los beneficios que aportan
al país la suscripción de diversos convenios internaciona-
les, particularmente para el crecimiento y la lucha contra la
pobreza.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea del Congreso de la Unión,
la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, acuerda solicitar al Banco de México, un in-
forme sobre los diversos convenios con Instituciones Fi-
nancieras Internacionales, y que dicho estudio se reporte
periódicamente en los informes de la situación económica,
las finanzas públicas y la deuda pública.

Sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión,
a 5 de enero de 2015.— Diputados: Guillermo Sánchez Torres, Aleida
Alavez Ruiz (rúbricas).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.
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INVESTIGAR EL PRESUNTO CONFLICTO DE INTE-
RES ENTRE EL GOBIERNO DE ESA ENTIDAD Y EL
GRUPO HIGA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Secretaría de Contraloría del estado de Pue-
bla, a investigar el presunto conflicto de interés entre el
gobierno de esa entidad y el Grupo Higa, suscrito por la
diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario
del PRD

La que suscribe, Roxana Luna Porquillo, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración del pleno
de esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

El estado de Puebla atraviesa una severa crisis de derechos
humanos que se enmarca en una lamentable coyuntura na-
cional de violencia estructural, y falta de credibilidad insti-
tucional, producto de la corrupción, indiferencia e indolen-
cia de una clase política irresponsable y omisa. 

En este marco de desconfianza institucional, en el estado,
podemos recordar proyectos que han estado envueltos en la
falta de transparencia y acusaciones de corruptela como la
construcción de la autopista Cuapiaxtla-Cuacnopalan, el
Proyecto Integral de Imagen Urbana del Corredor Turísti-
co Cultural, y la construcción de la planta de tratamiento
biológico de la planta Audi, en las cuales se vio involucra-
da la empresa Oceanografía S.A. de C.V., y sus filiales, cu-
yos contratos, concesiones, otorgamiento de licitaciones y
demás negocios realizados entre el Gobierno del estado de
Puebla y la citada empresa, exigían respuestas concretas a
la ciudadanía bajo el principio de máxima publicidad y
transparencia que no se han dado.

De esta misma manera la construcción del proyecto más
caro del estado, el Museo Internacional Barroco (MIB), es-
timado en 7 mil 280 millones 933 mil pesos exigía la má-
xima rendición de cuentas y un proceso de licitación justo
y transparente puesto que se trata de uno de los proyectos
culturales más importantes que tiene actualmente el go-
bierno de la República, como parte del interés del presi-

dente Enrique Peña Nieto por impulsar la infraestructura
que mejora la conectividad, pero también aquella que re-
salta las virtudes culturales de México.

El proceso de licitación del proyecto se vio envuelto en un
escándalo de conflicto de intereses, cuando el pasado 4 de
diciembre el diario The Wall Street Journal publicó un re-
portaje que declaraba que Grupo Higa, la firma del empre-
sario Juan Armando Hinojosa, empresa favorita del presi-
dente Enrique Peña Nieto y encargada de edificar la
polémica “casa blanca”, sería la empresa ganadora del con-
trato de la construcción del MIB, mostrando más nexos en-
tre Juan Armando Hinojosa Cantú con el gobierno federal.

Ante esta publicación, el gobernador Rafael Moreno Valle
se apresuró a negar que la  constructora de la “casa blanca”
estuviese detrás del MIB. Sin embargo, fue anunciado que
el consorcio ganador de la licitación del proyecto en cues-
tión está integrado por Concretos y Obra Civil del Pacífi-
co, filial de Higa, así como por La Peninsular, constructo-
ra del ex gobernador del estado de México Carlos Hank
Rohn; Promotora de Cultura Yaxché, también del grupo de
Hank, y Operadora y Administración Técnica Sociedad
Anónima.

Grupo Marhnos, la única empresa que compitió la licita-
ción del MIB pero que ya no presentó oferta, cuestionó en
la junta de aclaraciones el requisito de experiencia para
museos y dijo que “en nuestro país solamente hay un mu-
seo diseñado, construido y que opera bajo el esquema APP,
por lo que se favorece a una empresa en particular, con des-
ventajas a empresas que hayan realizado proyectos APP de
otra naturaleza”.

Estamos frente a lo que podría ser un conflicto de interés
entre el gobierno federal, el gobierno estatal y el grupo
Higa.

En razón de ello, es que someto a su consideración la pre-
sente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al titular de la Secretaría de Con-
traloría del estado de Puebla a investigar el presunto con-
flicto de interés entre el gobierno del estado de Puebla y
Grupo Higa.
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Dado en la Sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2015.—
Diputada Roxana Luna Porquillo (rúbrica).»

Se remite a la Tercera Comisión de Trabajo.

ARMONICEN SU LEGISLACION CON LA LEY
GENERAL DE DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los Congresos de los estados y a la ALDF, para que armo-
nicen su legislación con la Ley General de Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes, suscrito por la diputada Ve-
rónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del
PRD

La suscrita, diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LXII Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 78, fracción III, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presenta a esta honorable Comisión Permanente del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

México, ha avanzado jurídicamente en materia de derechos
humanos, con distintas reformas, nuestro marco legal se ha
ido enriqueciendo para garantizar el pleno goce de los de-
rechos fundamentales reconocidos tanto en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos como en los tra-
tados internacionales de los que nuestro país es parte.

Como ejemplo de estas reformas, tenemos el artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, que estipula en su párrafo primero: “En los Estados
Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución General y en
los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexica-
no sea parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución
establece”. 

Asimismo, en el segundo párrafo, se indica que “las nor-
mas relativas a los derechos humanos se interpretarán de
conformidad con esta Constitución y con los tratados inter-
nacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia”, por lo que, tanto auto-
ridades como la sociedad civil, deben velar y procurar el
cumplimiento de tales derechos.

Por otro lado, en el párrafo noveno del artículo 4o. consti-
tucional, se precisa: “En todas las decisiones y actuaciones
del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus de-
rechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfac-
ción de sus necesidades de alimentación, salud, educación
y sano esparcimiento para su desarrollo integral…”, y de
esta manera, tendrá los elementos que requiere durante su
etapa de crecimiento. 

Cabe señalar, que la ley fundamental, en el artículo 73, en
el que se incluye la fracción XXIX-P, se contempla la fa-
cultad que tiene el Congreso de la Unión para “expedir le-
yes que establezcan la concurrencia de la Federación, los
Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en el ámbito
de sus respectivas competencias, en materia de derechos de
niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por
el interés superior de los mismos y cumpliendo con los tra-
tados internacionales de la materia, de los que México sea
parte”.

Es así que el pasado 1o. de septiembre de 2014, el titular
del Poder Ejecutivo presentó ante el honorable Congreso
de la Unión, la iniciativa de decreto por el que se expedía
la Ley General para la Protección de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, y, a la vez, se reformaban diversas disposiciones
de la Ley General de Prestación de Servicios para la Aten-
ción, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, señalando que
la propuesta fuera considerada con carácter preferente. 

Es importante señalar que entre el trabajo de la Cámara de
origen y el dictamen de la Cámara revisora, el proyecto ini-
cial presentado por el titular del Poder Ejecutivo, tuvo mo-
dificaciones del 90 por ciento de su contenido y cambio la
denominación a Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes. 

El dictamen votado por el honorable Congreso de la Unión,
incluye entre sus principales logros, los siguientes:

• Reconoce a las niñas, niños y adolescentes como su-
jetos plenos de derechos y garantiza su pleno ejercicio,
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respeto, protección y promoción. Poniendo fin al régi-
men tutelar.

• Genera mecanismos de coordinación entre los tres ór-
denes de gobierno y obliga a las autoridades a incorpo-
rar en sus proyectos de presupuesto, la asignación de re-
cursos públicos suficientes para asegurar a las niñas,
niños y adolescentes, el goce pleno de sus derechos.

• Garantiza el ejercicio, respeto, protección y promo-
ción de los derechos humanos de niñas, niños y ado-
lescentes, tomando como principios rectores, el inte-
rés superior de la niñez, los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad,
progresividad e integralidad de los derechos de niñas
niños y adolescentes; la igualdad sustantiva; la no
discriminación; el derecho a la vida, la supervivencia
y el desarrollo; la participación; la interculturalidad;
la corresponsabilidad de los miembros de la familia,
la sociedad y las autoridades, y la transversalidad en
las políticas públicas, actividades administrativas,
económicas y culturales; la autonomía progresiva; el
principio Pro persona; el acceso a una vida libre de
violencia y la accesibilidad.

• Contiene un catálogo de derechos humanos de ni-
ñas, niños y adolescentes que son derecho a la vida, a
la supervivencia y al desarrollo; derecho a la priori-
dad; derecho a la identidad; derecho a vivir en fami-
lia; derecho a la igualdad sustantiva; derecho a no
ser discriminado; derecho a vivir en condiciones de
bienestar y a un sano desarrollo integral: derecho de
acceso a una vida libre de violencia y a la integridad
personal; derecho a la protección de la salud y a la
seguridad social; derecho a la inclusión de niñas, ni-
ños y adolescentes con discapacidad; derecho a la
educación; derecho al descanso y al esparcimiento;
derecho a la libertad de pensamiento, conciencia, re-
ligión y cultura; derecho a la libertad de expresión y
de acceso a la información; derecho de participa-
ción; derecho de asociación y reunión; derecho a la
intimidad; del derecho a la seguridad jurídica y al
debido proceso; y los derechos de niñas, niños y ado-
lescentes migrantes. 

• Determina una serie de obligaciones para quienes
ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia,
así como para las personas que por razón de sus fun-
ciones o actividades tengan bajo su cuidado a niñas,
niños o adolescentes.

• Contempla aspectos básicos para la operación de
los centros de atención, en donde se busca homologar
las obligaciones de los centros de asistencia social
tanto públicos como privados, para garantizar que
exista una infraestructura adecuada y que las niñas,
niños y adolescentes estén alojados en espacios idó-
neos a su género, a su edad y a su condición física y
psicológica.

• Crea el Registro Nacional y se establece que los res-
ponsables de autorizar, registrar, certificar y super-
visar a estos Centros, serán las Procuradurías de
Protección en sus ámbitos de competencia.

• Dispone la creación y regulación de la integración,
organización y funcionamiento del Sistema Nacional
de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla
con su responsabilidad de garantizar la protección,
prevención y restitución integrales de los derechos de
niñas, niños y adolescentes que hayan sido vulnera-
dos. El Sistema Nacional de Protección Integral esta-
rá conformado por los secretarios de despacho y se-
rá presidido por el presidente de la República, lo
cual resulta fundamental para alcanzar la adecuada
coordinación entre las autoridades que lo confor-
man, y denota el carácter primordial que para el Es-
tado mexicano tienen los derechos de niñas, niños y
adolescentes.

• Determina la coordinación operativa del Sistema Na-
cional de Protección Integral, la cual recaerá en un ór-
gano administrativo desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación, que ejercerá las funciones de Secretaría
Ejecutiva.

• Establece que para garantizar la protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno tendrán la obli-
gación, en el ámbito de sus respectivas competencias,
el de realizar acciones y tomar, medidas de confor-
midad con los principios que rigen a la ley.

• Crea a nivel federal y local las Procuradurías de
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, con obje-
to de realizar un efectivo resguardo de los derechos
consagrados en la Constitución, los tratados interna-
cionales y en la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.
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• Prevé que las autoridades instrumenten políticas y pro-
gramas de gobierno integrales, trasversales y con pers-
pectiva de derechos humanos, estableciendo mecanis-
mos transparentes de seguimiento y evaluación a través
del Coneval. 

• Contempla un Programa Nacional que contendrá
las políticas, objetivos, estrategias y líneas de acción
prioritarias en materia de ejercicio, respeto, promo-
ción y protección integral de niñas, niños y adoles-
centes.

Estos y otros aspectos relevantes en torno a la garantía
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, fue-
ron remitidos al titular del Ejecutivo Federal para su
promulgación y publicación en el Diario Oficial de la
Federación (DOF), acto que finalmente se realizó el pa-
sado 4 de diciembre y entró en vigor el día 5 del mismo
mes.

Dada la importancia de esta Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, de la que se verán bene-
ficiados los 41.51 millones de niñas, niños y adolescentes,
que representan el 37 por ciento2 de la población total de
nuestro país, siendo esta población menor a los 18 años de
edad, existe el firme compromiso de avanzar en los estados
para que la niñez y la adolescencia tengan sus derechos
plenos e impulsar la adopción y aplicación de políticas pú-
blicas encaminada a construir una infancia ideal para las y
los niños y adolescentes, partiendo del irrestricto cumpli-
miento de la Convención sobre los Derechos del Niño y el
principio del interés superior del niño.

Cabe precisar que de los 41 millones de niñas, niños y ado-
lescentes en el año 2010, 10.5 millones se encontraban en
la primera etapa (0 a 4 años), en tanto que 22 millones se
encuentran en edad escolar (5 a 14 años).

Otra realidad, es que una de cada dos adolescentes de 12 a
19 años que vive su vida sexual se embaraza, dos de cada
diez de entre 15 y 19 años lo han hecho en más de una oca-
sión y un 40 por ciento de los casos de embarazos, no son
planeados ni deseados.

Asimismo, uno de los hechos a los que se enfrenta esta po-
blación, es el matrimonio infantil, pues según datos del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) de 2010,
un total de 434 mil niños y adolescentes se encuentran ca-
sados o en unión libre. De ellos, más de 32 mil tenían en-
tre 12 y 14 años, mientras que alrededor de 402 mil fluc-

tuaban en edades de 15 a 17 años. Esta situación va en con-
tra de la Convención sobre los Derechos de los Niños apro-
bada por la ONU, por lo cual resulta urgente una reforma
en los estados para impedir uniones de ese tipo.

Se sabe que más de tres millones de niños entre 5 y 17 años
no asisten a la escuela, la tasa de analfabetismo entre los
pueblos indígenas se estima que es del 26 por ciento en la
población entre 15 años y más. En cuanto a la violencia es-
colar o bullying, 4 de cada 10 niñas y niños en México su-
fre de acoso, lo que ubicaba a nuestro país en un primer lu-
gar de este problema.

Es aquí, donde es urgente incorporar el trabajo de todos los
Congresos de los estados de la federación en la tarea legis-
lativa, ya que el honorable Congreso de la Unión ha crea-
do el marco jurídico para garantizar y avanzar en el desa-
rrollo individual y colectivo de las niñas, niños y
adolescentes a través de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, que tiene como esencia el re-
conocimiento de los derechos de la infancia y adolescen-
cia.

Aunado a esto, la misma legislación mencionada, contiene
dentro de sus artículos transitorios, el plazo para que las le-
gislaturas de las entidades federativas, realicen las modifi-
caciones necesarias a sus cuerpos normativos locales,
mencionando lo siguiente:

Transitorios

Primero. …

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas
de las entidades federativas, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, realizarán las modificaciones
legislativas conforme a lo dispuesto en el presente
Decreto, dentro de los ciento ochenta días naturales
siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. Los Sistemas de Protección Locales y Munici-
pales deberán integrarse a más tardar dentro de los no-
venta días siguientes a la entrada en vigor de las modi-
ficaciones legislativas a que se refiere el transitorio
anterior.

Con base en lo anterior, buscamos la armonización legisla-
tiva de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes con las leyes locales, esperando que cada una
de las legislaturas de los estados y la Asamblea legislativa
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del Distrito Federal, legislen para que deroguen sus Leyes
de Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, deseando que con los resultados de este proceso le-
gislativo, no volvamos a presenciar carencias y demandas
incumplidas para este sector de la población, que se erradi-
quen con la atención, protección y garantía de sus dere-
chos. Lo que también debe continuar siendo un tema de
prioridad e interés nacional.

Asimismo concebimos el compromiso de crear en nuestra
sociedad, una nueva cultura donde se incluya a las niñas,
niños y adolescentes como ciudadanos en crecimiento, con
validez de sus derechos e inclusión en la  igualdad de opor-
tunidades frente al  resto de la sociedad, como sujetos con
derechos plenos y seres humanos con dignidad y con capa-
cidades en evolución.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía, la aprobación del siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a los Congresos de
los estados y a la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral para que deroguen sus Leyes de Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y armonicen sus le-
yes locales con la Ley General de Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes, la cual ha entrado en vigor el pasa-
do 5 de diciembre de 2014. 

Notas:

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Censo de Población y
Vivienda 2010. Tabulados básicos, disponible en <http://www3.inegi.
org.mx/sistemas/TabuladosBasicos/Default.aspx?c=27302&s=est>

2 Cálculos de acuerdo con Inegi, Censo de Población y Vivienda 2010.
Tabulados básicos.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, a 7 de enero de 2015.— Diputada Verónica Beatriz Juá-
rez Piña (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.

CONCRETAR UNA VISITA OFICIAL A NUESTRO
PAIS, DE LA RELATORA ESPECIAL DE LA ONU 
SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDI-
GENAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular del Ejecutivo federal, a fin de concretar una visi-
ta oficial a nuestro país, de la relatora especial de la ONU
sobre los derechos de los pueblos indígenas, suscrito por
los diputados Carlos de Jesús Alejandro y Aleida Alavez
Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

Los que suscriben, Carlos de Jesús Alejandro y Aleida Ala-
vez Ruiz, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolución Democrática de la LXII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 79, numeral 1,
fracción II, y numeral 2, fracción I, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de la Co-
misión Permanente la siguiente proposición con punto de
acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

El Estado mexicano ha mostrado históricamente una diplo-
macia basada en el principio de la concordia y el respeto
entre las naciones y que en momentos cruciales ha apoya-
do a otras naciones que han recurrido y han solicitado la in-
tervención del pueblo mexicano.

Es por ello que bajo esa misma lógica, México forma par-
te de diversos organismos supranacionales cuyo fin es me-
diar las relaciones internacionales y asegurar la paz mun-
dial. Uno de esos organismos lo representa la Organización
de las Naciones Unidas (ONU), la cual es creada al térmi-
no de la Segunda Guerra Mundial.

Otra de las tareas fundamentales de las Naciones Unidas
además de sus intentos por preservar la paz, consiste en co-
nocer la situación que se guarda en los estados miembros
referente a ciertos temas en particular, para ello ha creado
diversos mecanismos y mandatos, muchos de los cuales el
Estado mexicano los ha ratificado, reconociéndoles así ple-
na jurisdicción.

Desde marzo de 2001, el gobierno de México mantiene una
invitación abierta a todos los mandatos y mecanismos in-
ternacionales de derechos humanos para que realicen visi-
tas oficiales. A raíz de dicha invitación diversos relatores,
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tanto del sistema de Naciones Unidas como del sistema
interamericano, han hecho visitas de carácter oficial a
nuestro país presentado sus correspondientes informes.

Del 1 al 18 de junio de 2003, el doctor Rodolfo Stavenha-
gen, en ese entonces denominado relator especial sobre la
situación de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de los indígenas de la ONU, realizó una visita ofi-
cial al Estado mexicano. La única visita hasta el momento
de la relatoría especializada en pueblos indígenas1.

Actualmente ese mandato tiene el nombre de Relator
Especial sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y re-
cae en la persona de la señora Victoria Lucia Tauli-Corpuz,
de origen filipino. Dicho mandato está adscrito al Consejo
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

Recientemente, en su intervención, el presidente de la Re-
pública mexicana, licenciado Enrique Peña Nieto, durante
la inauguración de la sesión plenaria de la Conferencia
Mundial de los Pueblos Indígenas (CMPI), en su calidad de
jefe del Estado mexicano reconoció la importancia del tra-
bajo que realiza la ONU para promover los derechos hu-
manos y el desarrollo de los pueblos indígenas al afirmar
que:

“Las iniciativas de desarrollo de la ONU merecen la suma
de las capacidades y experiencias de todos los países, por-
que sólo juntos podremos hacer realidad el propósito de
construir un mejor futuro para toda la humanidad.

Por convicción, los mexicanos seguiremos actuando con
responsabilidad global al interior de este organismo inter-
nacional, por ser la instancia que mejor representa la di-
versidad de las naciones y la aspiración compartida de paz,
desarrollo y prosperidad para todos los pueblos del mundo.

En México estamos decididos a construir una verdadera so-
ciedad de derechos en la que todas las personas, indepen-
dientemente de su origen étnico, puedan ejercer, en su vida
diaria, los derechos y libertades que reconoce nuestra
Constitución y los tratados internacionales.”2

A más de 13 años de la reforma constitucional de 2001 en
materia indígena y luego de la reforma constitucional en
materia de derechos humanos de 2011 y con el objetivo de
verificar el cumplimiento del informe y recomendaciones
del doctor Stavenhagen, reviste de suma importancia una
visita de la señora Victoria Lucia Tauli-Corpuz para que en
su calidad de relatora evalúe el grado de implementación

de las reformas y de armonización del derecho internacio-
nal, así como los avances y retos en materia de derechos
humanos de los pueblos indígenas de México. Sin lugar a
dudas las recomendaciones que emanen de su informe se-
rán un referente para el gobierno mexicano al momento de
definir políticas públicas dirigidas a los miembros de co-
munidades y pueblos indígenas de nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de la Comisión Permanente el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente de la Cámara de Diputa-
dos exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal, así como
a la Cancillería mexicana a concretar una visita oficial de
la Relatora Especial de la ONU sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas, la señora Victoria Lucia Tauli-Corpuz,
a nuestro país.

Notas:

1. Portal electrónico de la Secretaría de Relaciones Exteriores,
http://www.sre.gob.mx/index.php/direccion-general-de-derechos-hu-
manos/vammi Consultado el 15 de diciembre de 2014.

2. Portal electrónico de la Presidencia, 

http://www.presidencia.gob.mx/articulos-prensa/palabras-del-presi-
dente-de-los-estados-unidos-mexicanos-licenciado-enrique-pena-nie-
to-durante-la-sesion-plenaria-de-la-conferencia-mundial-de-los-pue-
blos-indigenas/ Consultado el 15 de diciembre de 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2015.— Diputado Carlos de Jesús Alejandro (rúbrica).»

Se remite a la Segunda Comisión de Trabajo.

DIFUNDAN LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS
Y ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Gobierno federal, a los gobiernos estatales y al GDF, pa-
ra que a través de los medios de comunicación a su alcan-
ce, difundan los derechos de las niñas, niños y adolescen-
tes, suscrito por la diputada Verónica Beatríz Juárez Piña,
del Grupo Parlamentario del PRD
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La suscrita, diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LXII Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 78 fracción III de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y el articulo 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, presenta a esta honorable Comisión Permanente del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La historia indica que el reconocimiento a los derechos del
niño, surge en Francia a mediados del siglo XIX, con la
idea de ofrecer protección especial a los niños. Es partir de
1841, cuando las leyes comenzaron a proteger a los niños
en su lugar de trabajo y, desde 1881, las leyes francesas ga-
rantizaron el derecho de los niños a la educación.

Así entonces, es a principios del siglo XX cuando esta idea
se esparce por toda Europa, donde comenzó a implemen-
tarse la protección de los niños, incluyendo el área social,
jurídica y de la salud. Más adelante, en 1919, tras la crea-
ción de la Liga de las Naciones (Origen de la ONU), la co-
munidad internacional comenzó a otorgarle mayor impor-
tancia a este tema, por lo que se creó el Comité para la
Protección de los Niños.

El 16 de septiembre de 1924, la Liga de las Naciones apro-
bó la Declaración de los Derechos del Niño –también lla-
mada la Declaración de Ginebra–, reconocido como el pri-
mer tratado internacional sobre los Derechos de los Niños,
es este documento, a lo largo de cinco capítulos, la Decla-
ración otorga derechos específicos a los niños, así como
responsabilidades a los adultos.

Posteriormente, como resultado de la Segunda Guerra
Mundial dejó entre sus víctimas a miles de niñas y niños en
una situación sumamente vulnerable. Por ello, en 1947 se
creó el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF), al cual se le concedió el estatus de organización
internacional permanente a partir de 1953. Es a partir de
este momento cuando su mandato alcanzó una dimensión
internacional y comenzó a auxiliar a niñas y niños de paí-
ses en vías de desarrollo. La Organización estableció una
serie de programas para que las y los niños tuvieran acce-
so a educación, buena salud, agua potable y alimentos.

A partir de 1959 la Asamblea General de las Naciones Uni-
das aprobó la Declaración de los Derechos del Niño, que
describe los derechos de los niños en diez principios. Si
bien este documento todavía no ha sido firmado por todos
los países y sus principios tienen carácter indicativo, le fa-
cilita el camino a la Declaración Universal sobre los Dere-
chos del Niño, la cual se complementa con: 

• El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, que reconoce el derecho a la protección con-
tra la explotación económica y el derecho a la educación y
a la asistencia médica. 

• El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
que establece el derecho a poseer un nombre y una nacio-
nalidad. 

Será el 20 de noviembre de 1989, cuando la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas apruebe la Convención sobre
los Derechos del Niño. Donde a lo largo de 54 artículos el
documento establece los derechos económicos, sociales y
culturales de las niñas y niños. 

La Convención sobre los Derechos del Niño ha sido firma-
da por 193 Estados, aunque hay algunas reservas sobre
ciertos fragmentos del documento. Sólo Estados Unidos y
Somalia la han firmado, pero aún no la han ratificado.

La convención representa el consenso de las diferentes cul-
turas y sistemas jurídicos de la humanidad en aspectos tan
esenciales como la relación de la niña y el niño con la fa-
milia; los derechos y deberes de los padres y del Estado; y
las políticas sociales dirigidas a la infancia, e incluye prin-
cipios como el interés superior del niño, el derecho a ser re-
conocidos como sujetos plenos de derechos, el derecho a
ser escuchados y participar activamente en los procesos
que puedan afectarlos, así como el derecho a su identidad
y su privacidad, entre otros.  

La Convención sobre los Derechos del Niño, otorga la mis-
ma relevancia a todos y cada uno de los derechos de las ni-
ñas y los niños. No existe ningún derecho “pequeño” ni
tampoco una jerarquía en los derechos humanos. Todos los
derechos enunciados en la Convención -tanto los derechos
civiles y políticos, como los derechos económicos, sociales
y culturales- son indivisibles, están relacionados entre sí, y
su objetivo principal es que el Estado proteja y desarrolle
la personalidad integral de la niña y del niño. 
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Pues se parte del hecho de que,  las y los niños son  perso-
nas en formación y por tanto no son propiedad de sus pa-
dres ni de la persona que se encuentre a su cargo, son per-
sonas con derechos plenos y responsabilidades adaptados a
la etapa de su desarrollo. Al reconocer sus derechos de es-
ta manera, la Convención orienta firmemente su mandato
hacia la personalidad integral de la o el niño.  

La convención cuenta también con tres protocolos los cua-
les son:

1. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, relativo a la participación de niños
en conflictos armados (año 2000); y

2. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, con respecto a la venta de niños, la
prostitución y la pornografía infantil (año 2000).

3. El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, relativo al procedimiento de comu-
nicación, (año 2012).

Por otro lado, en el ámbito nacional, el artículo 1° de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
estipula en su párrafo primero, que: “En los Estados Uni-
dos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos
humanos reconocidos en la Constitución General y en los
Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte, así como de las garantías para su protección, cu-
yo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución es-
tablece”. 

Asimismo, en el segundo párrafo, se indica que: “Las nor-
mas relativas a los derechos humanos se interpretarán de
conformidad con esta Constitución y con los tratados inter-
nacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia”, por lo que, tanto auto-
ridades como sociedad civil, deben velar y procurar el
cumplimiento de tales derechos.

En ese mismo orden de ideas, en el quinto párrafo del mis-
mo artículo, se expresa que: “Queda prohibida toda discri-
minación motivada por origen étnico o nacional, el género,
la edad, las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menosca-
bar los derechos y libertades de las personas”. Siendo éste,

uno de los derechos que ha sido de principal observación y
preocupación por parte del Comité de los Derechos del Ni-
ño de la ONU.

Asimismo, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en el artículo 4o., precisa que: “En todas las
decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá
con el principio del interés superior de la niñez, garanti-
zando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de ali-
mentación, salud, educación y sano esparcimiento para su
desarrollo integral…”, y de esta manera, tendrá los ele-
mentos que requiere durante su etapa de crecimiento. 

Cabe señalar que el 29 de mayo del año 2000, se publicó la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en ella se previó impulsar un programa na-
cional para atender los derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes en nuestro país. 

Actualmente, el contexto constitucional en su artículo 73,
establece lo que se incluye la fracción XXIX-P, contempla
la facultad que tiene el Congreso de la Unión para: “expe-
dir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación,
los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, en materia de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo mo-
mento por el interés superior de los mismos y cumpliendo
con los tratados internacionales de la materia, de los que
México sea parte”.

Es así que el pasado 1o. de septiembre de 2014, el titular
del Poder Ejecutivo presentó ante el honorable Congreso
de la Unión, la iniciativa de decreto por el que se expedía
la Ley General para la Protección de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, y a la vez, se reformaban diversas disposiciones
de la Ley General de Prestación de Servicios para la Aten-
ción, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, señalando que
la propuesta fuera considerada con carácter preferente.

Cabe mencionar que entre el trabajo de la Cámara de ori-
gen y el dictamen de la Cámara revisora, el proyecto inicial
presentado por el titular del Poder Ejecutivo, tuvo modifi-
caciones del 90 por ciento de su contenido, pero sobre to-
do cambio la denominación a Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Como se sabe, la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes aprobada por el H. Congreso de la
Unión, fue remitida al titular del Ejecutivo Federal para su
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promulgación y publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF), acto que culminó el pasado 4 de diciem-
bre y entró en vigor el día 5 del mismo mes.

Con la publicación de esta Ley, se verán beneficiados los
41.51 millones de niñas, niños y adolescentes, que repre-
sentan el 37 por ciento2 de la población total de nuestro pa-
ís, siendo esta población menor a los 18 años de edad. 

Tenemos el firme compromiso de avanzar en los estados
para que la niñez y la adolescencia tengan sus derechos
plenos e impulsar la adopción y aplicación de políticas pú-
blicas encaminada a construir una infancia ideal para las y
los niños y adolescentes, partiendo del irrestricto cumpli-
miento de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de Convención sobre los Derechos del Niño.

Es aquí, donde es urgente incorporar el trabajo de todos los
Congresos y los gobiernos de los estados de la federación
en la tarea legislativa y de difusión de la Ley y los derechos
de las niñas, niños y adolescentes, ya que el H. Congreso
de la Unión ha creado el marco jurídico para garantizar y
avanzar en el desarrollo individual y colectivo de ellas y
ellos a través de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, que tiene como esencia el reconoci-
miento de los derechos de la infancia y adolescencia.

Por ello, además de la armonización legislativa de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
con las leyes locales, buscamos que los gobiernos de los
estados, la Asamblea legislativa del Distrito Federal y los
municipios difundan por todos los medios de comunica-
ción posible, lo concerniente a los derechos de las niñas,
niños y adolescentes, de conformidad con los artículos 118
fracción VI y 119 fracción II de la  Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, materializando con
ello la creación de una nueva cultura donde se incluya a las
niñas, niños y adolescentes como ciudadanos en creci-
miento, con validez de sus derechos e inclusión en la
igualdad de oportunidades frente al  resto de la sociedad,
como sujetos con derechos plenos y seres humanos con
dignidad y con capacidades en evolución.

Consideramos que, de lograr nuestro cometido, los resulta-
dos de este proceso de difusión generara entre otros aspec-
tos la reducción de la inequidad, la pobreza y la injusticia
social, la violencia familiar, la prostitución infantil, la por-
nografía, el tráfico de personas, la migración de las y  los
niños no acompañados, la explotación laboral infantil, la
atención de niñas y niños en instituciones de cuidados al-

ternativos y en conflicto con la ley, niños y niñas con dis-
capacidad y con VIH/sida, entre otros. 

Así entonces, esperamos que no volvamos a presenciar ca-
rencias y demandas incumplidas para este sector de la po-
blación, que todo lo anterior, se erradique con la difusión,
atención, protección y garantía de sus derechos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta soberanía, la aprobación de la siguiente
proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Comisión Permanente del Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al gobierno federal,
los gobiernos estatales, al gobierno del Distrito Federal y a
los municipios para que, a través de todos los medios de
comunicación a su alcance, difundan los derechos de las
niñas, niños y adolescentes, en el ánimo de crear una nue-
va cultura de respeto y fortalecimiento de sus derechos. 

Notas:

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Censo de Población y

Vivienda 2010. Tabulados básicos, disponible en <http://www3.in-
egi.org.mx/sistemas/TabuladosBasicos/Default.aspx?c=27302&s=est>

2 Cálculos de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, Censo de Población y Vivienda 2010. Tabulados básicos.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, enero de 2015.— Diputada Verónica Beatriz Juárez Pi-
ña (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.
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